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RESUMEN 

El presente trabajo de investigación, aborda el tema de la seguridad jurídica 

en el procedimiento de remarcación de series de vehículos en El Salvador, 

de la Ley de Identificación de Seriales, se pretende brindar una alternativa de 

solución a dicha situación. Por lo que, se ha realizado un estudio de las 

instituciones jurídicas que son fuente de la seguridad jurídica y del 

procedimiento administrativo como tal, así como de los antecedentes de la 

identificación vehicular y del marco jurídico aplicable a la misma. 

Este estudio, obedece a la necesidad de que después de la creación de la 

Ley de Identificación de Seriales de Vehículos, muchos propietarios de 

vehículos que enfrentan un procedimiento de remarcación de series, para 

poder legalizar el mismo, se encuentran en una situación de inseguridad, a 

pesar de que la Ley fue creada para dar solución a la problemática en que se 

encontraban más de 15,000 propietarios y poseedores de vehículos 

automotores, que no pudieron hacer efectivo el cambio de placas, porque los 

números de identificación de sus vehículos se encontraban deteriorados a 

causa de accidentes de tránsito, corroídos o que después de haber sido 

hurtados o robados fueron alterados en sus series. Esto genera un daño en 

el patrimonio del interesado, por consiguiente una vulneración a la seguridad 

jurídica, ya que dicha Ley, no se adapta a la realidad del mercado 

internacional de vehículos en lo que respecta a la identificación de éstos, 

manteniéndose el problema después de la entrada en vigencia de la ley.  

Es así, que por medio de la información compilada y las entrevistas 

realizadas a personas clave que están vinculadas directamente con el 

procedimiento de remarcación, acreditamos los supuestos que dieron origen 

a la presente investigación, como ya se relacionó, lo establecido en la Ley de 



Identificación de Seriales de Vehículos, respecto a la identificación vehicular, 

no es coherente con la realidad, por ser contrario en algunos aspectos 

puntuales a los estándares internacionales de identificación. Así mismo, se 

ha logrado establecer por medio de las entrevistas mencionadas, que las 

autoridades e instituciones involucradas en el procedimiento para la 

matriculación de un vehículo en el país, actúan de manera independiente, sin 

coordinación oportuna, que por el contrario, si la hubiere, evitaría que los 

usuarios realicen trámites innecesarios.  

En síntesis, la presente investigación ilustra el problema de investigación, 

ofreciendo alternativas de solución al mismo, por medio de varias 

recomendaciones que como grupo proponemos.  
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INTRODUCCIÓN 

La presente investigación relativa a la seguridad jurídica en el Procedimiento 

de Remarcación de Seriales de Vehículos en El Salvador, el cual es 

autorizado por la Dirección General de Tránsito del Viceministerio de 

Transporte, tiene como propósito identificar los factores que contribuyen a 

que se produzca afectación o vulneración a la seguridad jurídica de los 

usuarios del servicio de remarcación de seriales. 

La  Ley de Identificación de Seriales de Vehículos, nace como una respuesta 

a la problemática de más de 15,000 propietarios y poseedores de vehículos, 

que no pudieron renovar sus placas, por tener pendientes trámites de 

remarcación de seriales de sus vehículos, los cuales por diversas 

circunstancias, entre ellas, accidentes de tránsito, deterioro, corrosión o que 

por ser hurtados o robados, al ser recuperados, presentaban alteraciones en 

sus series de identificación.  

Asimismo es importante hacer mención de la inseguridad e intranquilidad que 

sufre el ciudadano frente a los tropiezos administrativos y jurisdiccionales que 

afectan de manera negativa su vida desde el punto de vista económico y 

patrimonial, haciendo más difícil ciertas proyecciones futuras, que involucra a 

muchos particulares y también a empresas generadoras de fuentes de 

trabajo. En este contexto la seguridad jurídica, se refiere a que todo individuo 

debe contar con la certeza de que sus derechos y posesiones serán 

respetados, por el derecho y por los entes competentes, debiendo tenerse 

presente, que para que exista vulneración de derechos por parte de la 

autoridad, éstos deben estar reconocidos previamente en los diversos 

ordenamientos legales, en coherencia con lo establecido en la Constitución 

de la República.  
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En cuanto al principio de legalidad que rige a la administración, debe partirse 

que toda la actuación administrativa y jurisdiccional, debe estar contemplada 

previamente en la ley, la cual describe y delimita las actuaciones de los 

funcionarios y los servidores públicos, según lo regulado en el artículo 86, 

inciso tres de la Constitución.  

Por otra parte, la seguridad jurídica como principio aplicado al procedimiento 

administrativo, impide que la autoridad competente pueda dejar abandonado 

el expediente, con las consecuencias e incertidumbre que ello genera al 

usuario, es decir que un procedimiento administrativo debe ser llevado a 

cabo hasta su última etapa garantizando la eficacia del derecho y por ende la 

aplicación de la ley emanada por el poder público con el fin de proteger a la 

persona, sus bienes y derechos a través de la seguridad jurídica, la cual no 

debe ser vulnerada según lo manda el debido proceso. 

Es por ello que el objetivo principal de esta investigación es identificar cuáles 

son los factores que generan inseguridad jurídica en la Ley de Identificación 

de Seriales de Vehículos, al someterse al procedimiento de remarcación, 

autorizado por la Dirección General de Tránsito del Viceministerio de 

Transporte. 

Por consiguiente, el presente trabajo está estructurado capítulos, que se 

describen a continuación:  

En el capítulo uno, se exponen los antecedentes históricos de la Seguridad 

Jurídica y los aspectos doctrinarios de ésta, identificando así, el alcance de 

de esta investigación que tiene como finalidad brindar seguridad a los 

usuarios del Procedimiento de Remarcación en marco del Estado de 

Derecho. 
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En el capítulo dos se desarrolla el procedimiento administrativo, su 

aproximación histórica, generalidades y los principios que informan dicho 

procedimiento en coherencia con la Constitución.  

En el capítulo tres se hace una breve reseña histórica de la evolución que ha 

experimentado la industria automotriz y de la identificación vehicular, 

advirtiéndose que la importancia de dicha industria radica en su contribución 

a la vida económica y social de los pueblos; el transporte ayuda a distribuir 

regionalmente a la población, industrias e ingresos, trascendiendo hasta el 

ámbito de la cultura de los pueblos, ya que la influencia que esta actividad 

tiene en las relaciones sociales suele asociarse a la mejora del transporte y 

las comunicaciones, en la reducción del tiempo necesario para desplazarse, 

dejando así más tiempo disponible para dedicar a otras actividades. 

Además, la industria automotriz no solo contribuye a la vida económica y 

social de los pueblos, sino que también es importante negativamente, porque 

agiliza y determina la organización de estructuras criminales de dedicadas al 

hurto, robo de vehículos y otros delitos conexos como los secuestros, venta 

de drogas, homicidios, entre otros; que por lo general se cometen utilizando 

los vehículos que son comercializados despues de ser objeto de delito o que 

han participado en otros, vendiéndolos a compradores de buena fe, de 

manera que los vehículos con alteración al realizarle la experticia de 

identificación de series, no cumplen con los estándares internacionales y 

antes de ser sometidos al procedimiento de remarcación, son secuestrados y 

los poseedores de buena fe esperan años, sin poder disponer de sus 

vehículos.  

En el capítulo cuatro, se desarrollan los aspectos generales del 

procedimiento de remarcación, las autoridades competentes para conocer 
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sobre el mismo, así como su estructura de acuerdo a la Ley de Identificación 

de Seriales de Vehículos y su respectivo Reglamento. Además se desarrolla 

el tema de la incidencia del delito de hurto y robo de vehículos y la alteración 

de seriales de identificación, objeto de dichos ilícitos.  

El capítulo cinco despliega el fundamento jurídico aplicable al procedimiento 

de remarcación de series de vehículos; así como la normativa actual que rige 

dicho procedimiento, que tiene como base la Constitución, los tratados 

internacionales y la legislación que es precisamente la Ley en estudio. 

En el capítulo seis se realiza el análisis del procedimiento de remarcación de 

vehículos de la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos; así mismo se 

abordan los aspectos que contribuyen a que se produzca vulneración de la 

seguridad jurídica a los usuarios del procedimiento de remarcación por las 

autoridades competentes, entre éstas, el Viceministerio de Transporte. 

En el capítulo siete se exponen las conclusiones, siendo éstas de carácter 

jurídico, como también una serie de recomendaciones que tienen como 

finalidad aportar a la sociedad y a las instituciones involucradas en la 

aplicación de la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos; culminando 

con las referencias de la bibliografía utilizada y los anexos respectivos. 



1 

CAPÍTULO I 

APROXIMACIÓN HISTÓRICA Y DOCTRINARIA DE LA SEGURIDAD 

JURÍDICA 

Cuando un arquitecto se dispone a elaborar los planos para la construcción 

de un gran edificio pone especial atención y cuidado a la estructura de metal 

que deberá servir para sostén del mismo y la profundidad en que deberán 

cimentarse sus bases. Es precisamente este símil el que permite comprender 

la necesidad de abordar el tema de la seguridad jurídica en este  capítulo, 

debido a que ésta es la base sobre la cual se fundamenta el tema objeto de 

investigación. 

Se desarrolla brevemente la historia de la seguridad jurídica como, así como 

los aspectos de más importancia respecto a las generalidades de la 

seguridad jurídica, aspectos tales como su definición conceptual, sus 

enfoques y las dimensiones de la misma.  

Todo lo relacionado a la seguridad jurídica permitirá tener una apreciación de 

la misma al referirse con el tema, ya que es su aplicación en el procedimiento 

de remarcación de series de vehículos, lo que merece ser estudiado, debido 

a que en tal procedimiento al que son sometidos los vehículos que han sido 

objeto de robo o hurto, perdido sus placas o que presentan alteración en sus 

series identificativas se trasgreden derechos fundamentales, inherentes a la 

persona, lo que se traduce en inseguridad jurídica y la pérdida de derechos o 

disminución de ellos. 

La seguridad jurídica, que es certeza sobre el derecho vigente y que tiene su 

fundamento en el derecho escrito, es el eje central de esta investigación, ya 

que esta es patrimonio común de la cultura general del derecho. 
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1.1. Aproximación histórica y generalidades de la seguridad jurídica 

 

La seguridad jurídica ya aparece en documentos antiguos, en que se 

hablaba de que todas las personas gozan de dicha garantía que conlleva 

fundamentalmente a que se le protejan sus derechos y se reconozca la 

seguridad de sus ciudadanos.1 

 

La seguridad jurídica siempre ha sido patrimonio de la cultura de los Estados 

de derecho, por pertenecer a los deberes fundamentales del Estado, 

constituye a su vez la justificación de su existencia. Pero a medida que el 

tiempo fue transcurriendo, la seguridad jurídica se convirtió en el objetivo 

primordial de la convivencia de los hombres y mujeres de una forma 

ordenada, a tal punto que en la actualidad, no es un simple deber del Estado 

para con sus gobernados, sino que se encuentra directamente asociada al 

derecho y a las instituciones que deben garantizarla.  

 

1.1.1. Antecedentes históricos de la seguridad jurídica 

 

En el siglo XVII se formula por primera vez una doctrina centrada en la idea 

de seguridad jurídica, Tomas Hobbes, en su obra Leviatán, sostenía que el 

fin que los hombres persiguen al restringir su libertad bajo la forma de un 

Estado es buscar su conservación, su seguridad y una vida más pacífica. 

John Locke, en su ensayo sobre el gobierno civil exponía que la sociedad, 

constituida por el consentimiento de los hombres libres, está destinada a 

                                                           
1
 Francisco Bertrand Galindo et. al., Manual de Derecho Constitucional, Tomo II, (El 

Salvador: Centro de información jurídica, Ministerio de Justicia, 1996), 848. La protección de 
las garantías de las personas y el reconocimiento de los derechos de cada ciudadano es el 
eje fundamental de la seguridad jurídica.  
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permitirles una vida cómoda, segura y pacífica, lo que permitía a los hombres 

vivir en el pleno goce de sus derechos.2  

 

Uno de los principales instrumentos que puede mencionarse como 

antecedente de la seguridad de los ciudadanos es la Declaración de los 

Derechos del Buen Pueblo de Virginia de 1776 que preceptuaba en su 

artículo primero que todos los hombres son por naturaleza libres e 

independientes y tienen ciertos derechos innatos como la vida, la libertad, la 

felicidad y la seguridad de los que nadie puede privarlos.3 

 

En la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en el año de 

1789, se estableció, en su artículo segundo, que la meta de toda asociación 

política es conservar los derechos naturales e imprescriptibles del hombre 

como la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión. 

Poco después la Constitución Francesa de 1793, en su artículo 8, definió la 

seguridad como la protección que la sociedad otorga a cada uno de sus 

miembros para la conservación de su persona, de sus derechos y de sus 

propiedades. 

                                                           
2
Antonio Oropeza Barbosa, La seguridad jurídica en el campo del derecho Privado. 

(Biblioteca Jurídica virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM: Consulta 
realizada en dicho sitio web, el día 22 de mayo de 2016), 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/revjurdp/cont/2/art/art3.pdf. En el siglo XVII 
es cuando se formula por primera vez una doctrina centrada en la idea de seguridad jurídica. 
En el siglo XVIII comienza una verdadera construcción doctrinal de la seguridad con las 
ideas de ilustración y del Utilitarismo Filosófico. Charles de Segondat, barón de 
Montesquieu; en su obra El Espíritu de las Leyes, desarrolla su célebre teoría de la trilogía 
de los poderes afirmando que por el poder legislativo el príncipe o magistrado promulga 
enmienda o deroga leyes; el ejecutivo dispone de la guerra y de la paz envía o recibe 
embajadores establece la seguridad y previene las invasiones y el poder judicial castiga los 
delitos o juzga los diferencias entre los particulares. Esta teoría de la división de poderes se 
convertiría en el mejor medio de que dispondrían los hombres para obtener seguridad frente 
a los peligros de arbitrariedades en que incurriera el gobierno. 
3
 Ibíd. En la referida declaración se estipularon ciertos parámetros para la vida en armonía 

de los ciudadanos de aquella época, enfatizando primordialmente en derechos como la vida, 
la libertad, la felicidad y la seguridad. 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/revjurdp/cont/2/art/art3.pdf
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La seguridad jurídica surge con el Estado de Derecho siendo así que 

solamente en un Estado de Derecho puede garantizarse la aplicabilidad de la 

seguridad jurídica la cual es reconocida por el legislador en la Constitución 

para la protección del individuo dentro de la sociedad.4 

 

La seguridad jurídica busca el origen del Derecho en su expresión a través  

de leyes y lo sitúa en la Europa del siglo XVIII, como manifestación de este 

hecho, en el texto del artículo 4 de la Declaración de Derechos de 1789, se 

señala que las limitaciones de libertad de los hombres están dadas por el 

ejercicio de ella en tanto no afecte a otros, y deben estar establecidas 

únicamente por la Ley.5 

 

Eduardo García de Enterría, en su obra: El principio de protección de la 

confianza legítima como supuesto título justificativo de la responsabilidad 

patrimonial del Estado legislado, hace referencia a sentencia del Tribunal 

Constitucional “el principio de seguridad jurídica no aparta la necesidad de 

preservar indefinidamente el régimen jurídico que establece en un momento 

histórico dado en relación con derechos o situaciones determinadas” 

(STC227/1988).  

 

Lo anterior significa que el principio de seguridad juridica garantiza la 

confianza que los ciudadadanos puedan tener en la observancia y el respeto 

de las situaciones derivadas de la aplicación de normas válidas y vigentes.6 

                                                           
4
 La seguridad jurídica surge con el Estado de Derecho, ya que únicamente en un Estado de 

derecho en el que existe un verdadero sistema de legalidad y legitimación basado en una 
constitución democrática, puede hablarse de una verdadera seguridad jurídica. 
5
 Grace Ordóñez Vásquez. “La Seguridad Jurídica y su Aplicación en la Ejecución de los 

Contratos de Concesión de Servicios de Telefonía” (tesis magistral, Universidad Andina 
Simón Bolívar, Ecuador, 2009), 27.  
6
 Eduardo García de Enterría, El principio de protección de la confianza legítima como 

supuesto título justificativo de la responsabilidad patrimonial del Estado legislador. (España, 
2002). Este principio es similar al principio de legalidad, la norma vigente rige el derecho. 
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En la actualidad y en virtud de la apertura económica a nivel mundial y de la 

llamada globalización, su ausencia repercute directamente sobre el bienestar 

material y económico de sus miembros, no solo como sucedía en el aspecto 

moral, al crear un descontento colectivo. La seguridad jurídica ha pasado de 

ser solamente un principio doctrinal a ser un elemento de gran incidencia, 

directamente en el desarrollo de la población.  

 

Dentro de los fines que persigue el Derecho se encuentra, además de la 

justicia y la paz social, la seguridad jurídica, que es una palabra que se 

conecta con las ideas de orientación, orden, protección y previsibilidad; por lo 

mismo, la seguridad jurídica implica entregar a las personas en dicho orden, 

orientación, protección y previsibilidad.7 A fin de garantizar sus derechos y  

ser garante de los mismos frente a las posibles arbitrariedades en las que 

pueda incurrir el Estado en su calidad de administrador de justicia. 

 

1.2. Concepto de seguridad jurídica 

 

La palabra "seguridad" deriva del latin securitas atis, que significa en sentido 

común "cualidad de seguro o certeza", así como "cualidad del ordenamiento 

jurídico, que implica la certeza de sus normas y consiguientemente la 

previsibilidad de su aplicación".8  

 

                                                           
7
 Ordóñez, La seguridad jurídica y su aplicación, 33. La seguridad es una palabra que se 

relaciona con las ideas de “orientación”, “orden”, “previsibilidad” y “protección”, por su parte 
la seguridad jurídica, en cuanto uno de los valores o fines del derecho, se relaciona también 
con esas mismas ideas. 
8
Cielito Bolívar Galindo, Las garantías de seguridad jurídica. 2a. Edición, colección 

garantías individuales No. 2, (México: Corte Suprema de Justica de la Nación, 2005). El 
componente previsibilidad hace referencia al conocimiento de la aplicación de normas 
jurídicas por parte de los órganos del Estado, lo cual tiene efectos jurídicos en los 
administrados.  
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La seguridad puede entenderse en dos sentidos: la seguridad material, que 

de acuerdo a la exposición de motivos de nuestra Constitución, consiste en 

el derecho que pueda tener una persona a que se le garantice estar libre, 

exenta de todo peligro, daño o riesgo, que legítimamente amenace sus 

derechos; mientras que la seguridad jurídica puede entenderse desde un 

concepto inmaterial, el cual se basa en la certeza del imperio de la ley, en 

dicho sentido el Estado protegerá los derechos de las personas tal y como la 

ley lo declara. 

 

El significado etimológico de la seguridad jurídica es la certeza de derecho, o 

con conocimiento cierto de derecho, la seguridad jurídica supone la certeza, 

la estabilidad y razonabilidad en las normas y actos que dicten las 

autoridades, es decir, la seguridad jurídica se opone a las modificaciones 

bruscas, ilegítimas o irrazonables.9 Esta manifestación se encuentra implícita 

en el Derecho Constitucional a la Seguridad Jurídica, consagrado en el 

artículo 2 de la Constitución.  

 

Se refiere a que todo individuo debe contar con la seguridad de que todos 

sus derechos y posesiones serán respetados en todo momento y 

circunstancia y que para que exista vulneración de éstos por parte de la 

autoridad, ésta deberá observar y apegarse a lo dispuesto por los diversos 

ordenamientos legales, cumpliendo de manera principal lo establecido en 

nuestra constitución.  

 

La  seguridad jurídica es una de las principales aspiraciones humanas, solo  

puede entenderse tomando en consideración la dimensión social del hombre  

                                                           
9
 Miguel Alejandro López Olvera, Los principios del procedimiento administrativo, (México: 

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma de México), 190. La 
seguridad jurídica es el principio que se opone de forma contundente al accionar ilegal o 
ilegitimo del estado al momento de dictar una resolución. 
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que consiste en su desarrollo en diversas formas de sociabilidad, 

característica de la condición humana que se puede definir como la 

pretensión de los sujetos de saber a qué atenerse en sus relaciones con los 

demás, quiere decir entonces que cuando se adjetiva de “Jurídica” estamos 

pensando en su idoneidad en cuanto al derecho para así obtener certeza.10 

 

1.3. Enfoques de la seguridad jurídica 

 

Al hablar de los diferentes enfoques de la seguridad jurídica, se hace 

referencia a que la seguridad jurídica no debe ser considerada solamente 

como una norma, sino también, como una garantía que limita al Estado en 

cuanto a su actuar si es que fuere de manera arbitraria y es considerada 

además como principio, por ser fuente del derecho por encima de la norma. 

 

1.3.1. La seguridad jurídica como garantía 

 

La seguridad jurídica es más que una norma escrita puesto que es una 

norma que exige ser aplicada por la autoridad competente, obedeciendo y 

adecuándose a las necesidades de la sociedad y los cambios que en ella se 

puedan presentar, garantizando así el bienestar de la persona, sus bienes y 

sus derechos.11 

 

De la misma manera, la seguridad jurídica es calificada como la garantía 

brindada por el Estado a través del derecho en cuanto a la defensa del 

                                                           
10

 César García Novoa, El Principio de Seguridad Jurídica en Materia Tributaria: Ediciones 
Jurídicas y Sociales C.A. 2000, (Madrid: 2000), 21. 
11

 Ordóñez, La seguridad jurídica y su aplicación, 27-33. La seguridad no se entiende desde 
el punto de vista de existencia de norma escrita sino desde la necesidad de una correcta 
intelección y aplicación de la misma por el juez, que obedezca a las necesidades de la 
sociedad y a los cambios que en su interior se presenten. 
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individuo, la certeza de la protección de su persona, sus bienes y sus 

derechos.  

 

Además, la seguridad jurídica, es considerada como la garantía otorgada por 

el poder público, a través de la Ley, que debe aplicarse para proteger los 

bienes y derechos de la persona; por lo tanto, la aplicabilidad de la ley 

garantiza la eficacia del derecho y la seguridad jurídica del individuo.12 

 

La situación de un sistema jurídico en el cual las normas o actos gozan de 

estabilidad, es calificada como certidumbre, ya que los eventuales cambios 

normativos serán razonables y previsibles, realizados por las autoridades 

legítimamente investidas de poder, con base en el respeto de los derechos 

de las personas, permitiendo a los actores del sistema estimar con un 

margen de alta probabilidad las consecuencias legales futuras de sus 

conductas presentes, y resguardando en todo momento una esfera mínima 

de derechos, protegidos de toda arbitrariedad.13  

 

Asimismo, al aplicar dicho supuesto al procedimiento administrativo, la 

autoridad representando al Estado con su poder de imperio, se regirá por el 

procedimiento previamente establecido, mismo que servirá de garantía para 

el administrado.  

 

De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia de México, la seguridad 

jurídica es la certeza que debe tener un gobernado, de que su persona, su 

familia, sus posesiones o sus derechos serán respetados por la autoridad, 
                                                           
12

Arthur Kufman, Luis Villar Borda, Filosofía del derecho, (Colombia: Universidad 
Externado de Colombia, 1999), 349. La seguridad jurídica puede significar dos cosas: a) 
seguridad por medio del derecho: defensa contra robo, hurto, etc. b) seguridad del derecho 
mismo: garantía de su posibilidad de conocimiento, de su operatividad, de su aplicabilidad.  
13

 Ibíd. La seguridad jurídica protege a todo aquel que tenga interés en un determinado 
conflicto del actuar arbitrario del los funcionarios que ejercen el accionar del Estado. 
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pero si esta debe producir una afectación en ellos, deberá ajustarse a los 

procedimientos previamente establecido en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y las leyes secundarias.14 

 

En este mismo orden de ideas es importante destacar que al hacer 

referencia a la seguridad jurídica se hace alusión a una garantía, siendo que 

para hacerla efectiva no es necesario que el Estado establezca parámetros o 

procedimientos  específicos para tal efecto, sino que basta con que el Estado 

tenga presupuestos mínimos a fin de que las autoridades no actúen de 

manera arbitraria frente a los administrados.15 

 

1.3.2. La seguridad jurídica como principio 

 

En el ámbito del Derecho, la seguridad jurídica tiene naturaleza de 

“principio”, es decir, que la seguridad jurídica no es simplemente una 

cualidad o factor distintivo de las normas o instituciones jurídicas sino que es 

una base, un fundamento, la piedra o los cimientos sobre los que se 

construye el entero edificio del derecho.  

                                                           
14

 Las garantías de seguridad jurídica, Suprema Corte de Justicia de la Nación (México, 
Colección garantías individuales  2003),  9.  
15

 Seguridad jurídica, como garantía ante las arbitrariedades del estado, Sentencia de 
Amparo, Referencia: 538/2002 (México: Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2002). 
“Puede presentarse en dos manifestaciones: la primera, como una exigencia objetiva de 
regularidad estructural y funcional del sistema jurídico a través de sus normas e instituciones 
y en la segunda, en su faceta subjetiva, como certeza del derecho, es decir, como 
proyección en las situaciones personales, de la seguridad objetiva, en el sentido que los 
destinatarios del derecho puedan organizar su conducta presente y programar expectativas 
para su actuación jurídica futura bajo pautas razonables de previsibilidad; quiere decir que la 
seguridad jurídica es fundamental dentro del Estado de Derecho en vista que ninguna 
persona puede ser arbitrariamente juzgada o sometida a algún procedimiento que no esté 
establecido en ley o que no se respeten sus derechos y garantías lo que conlleva al Principio 
de Legalidad, el cual constitucionalmente se encuentra definido como aquel en el que nadie 
puede ser juzgado sino conforme a leyes promulgadas con anterioridad al hecho del que se 
trate y por los tribunales que previamente haya establecido la ley, sin embargo varias son las 
definiciones que los juristas expresan en sus obras, de las cuales se toman de referencia a 
continuación”.    
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La seguridad jurídica es un principio universal reconocido por el Estado de 

Derecho, que puede conocer lo establecido por la ley como mandar, prohibir 

o permitir según lo emanado del poder público, la seguridad jurídica es una 

garantía de la que goza el individuo y ha sido provista por el Estado; ésta es 

una garantía en cuanto a que su persona, sus bienes y sus derechos no 

serán violentados y si tal situación ocurriese, éstos le serán asegurados, 

protegidos y reparados por la sociedad.16 

 

El Derecho no solo se refiere a normas, sino también a principios y valores, 

creados por la tradición, el consenso social, la opinión científica y la doctrina 

de los tribunales, o inducidos de las normas o instituciones existentes, los 

principios jurídicos no solo constituyen reglas o criterios que guían la 

interpretación o aplicación del Derecho sino que, además, inspiran nuevas 

normas o instituciones y son utilizados como fundamento para la aparición de 

nuevos principios. “Los principios generales del derecho se aplicarán en 

defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del 

ordenamiento jurídico”. 17  

 

La seguridad jurídica, es concebida, además, como un principio que recoge 

en sí, los principios de legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las 

normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 

                                                           
16

 Ibíd. La seguridad jurídica es un principio universalmente reconocido del derecho que se 
entiende como certeza práctica del derecho y representa la certeza de que se conoce o 
puede conocer lo previsto como prohibido, mandado y permitido por el poder público 
respecto de uno para con los demás y de los demás para con uno. La seguridad jurídica es 
la garantía dada al individuo, por el Estado, de que su persona, sus bienes y sus derechos 
no serán violentados o que, si esto llegará a producirse le serán asegurados por la sociedad,  
la protección  y  reparación. En resumen, la seguridad jurídica es la certeza que tiene el 
individuo de que su situación jurídica no será modificada  más  que  por procedimientos 
regulares, y conductos establecidos previamente.  
17

 Francisco Javier Amorós Dorda, Seguridad Jurídica, (Madrid, 2012). El Derecho tiene 
diferentes fuentes, por ejemplo, la tradición, de las que depende la forma en la que se tratará 
una determinada norma, sea como valor, como principio o como garantía. 
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restrictivas de derechos individuales, responsabilidad e interdicción de la 

arbitrariedad de los poderes públicos.18 

 

Con base en la premisa plasmada en el artículo 1 de la Constitución de la 

República, que expresa que la persona humana es el fin principal del Estado, 

pues le reconoce como el fin de su actividad, que persigue los fines de: 

justicia, seguridad jurídica y el bien común, y de conformidad a lo establecido 

en el artículo 86 de la Constitución de la República, en el inciso tres "los 

funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más 

facultades que las que expresamente les da la Ley",19 lo que significa que 

todo funcionario público debe actuar dentro de las facultades que le otorga la 

ley, es decir, teniendo como parámetro máximo el bien de la persona 

humana. 

 

1.3.3. La seguridad jurídica, ¿Principio o Valor jurídico? 

 

La diferencia entre valor y principio se encuentra establecida en virtud de que 

el valor está por encima de la normativa, en una dimensión diferente a los 

Principios Generales del Derecho; mientras que los principios tienen clara 

función normativa, pues, en un principio general, “si bien su cometido, en 

atención a su tipo informador del ordenamiento jurídico, capaz de suplir por 

su gran generalidad la insuficiencia de que adolecen otras normas que, pese 

a revestir el carácter general esencial a toda norma legal, preconfiguran, 

                                                           
18

Ibíd. Desde la norma constitucional, y en forma jerárquicamente descendente, se 
despliega el resto del sistema jurídico: las normas leyes, decretos, órdenes ministeriales y 
los actos jurídicos resoluciones, actos administrativos, contratos, etc., ordenados sobre el 
principio de que las normas o actos inferiores no pueden contradecir a los superiores. Así, la 
Constitución adquiere su carácter de norma normarum-norma de normas- o norma suprema, 
y todos sus contenidos incluidos en este caso el principio de seguridad jurídica aparecen 
revestidos de supremacía y no pueden ser desconocidos por normas de rango inferior. 
19

 Constitución de la República de El Salvador, (El Salvador, 1983), artículos 1 y 86. 
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dentro de ciertos límites, situaciones y circunstancias jurídicas 

determinables”.20 

Por tanto, desde este punto de vista la seguridad jurídica es un principio y no 

un valor que carece de virtualidad normativa, por lo contrario, la Constitución 

de la República de El Salvador, ha situado a la seguridad jurídica como uno 

de los valores a alcanzar o concretar por el Estado, puesto que, de otra 

forma no se explica que se le considere como uno de sus deberes prioritarios 

o el más alto deber del mismo, ya que, deja de ser una fuente supletoria de

aplicación del Derecho y se convierte en eje fundamental de éste, nada 

menos que a la par del valor Justicia.  

La Justicia es el valor final del Derecho, mientras que la seguridad jurídica es 

un valor instrumental respecto a aquélla, debido a que se consolida y se 

estructura funcionalmente a fin de llegar a la Justicia. 

La seguridad jurídica es un valor fundante, mientras que la Justicia es un 

valor fundado o valor superior, de esta forma, lo trascendental es que 

cualquiera que fuere el rango del valor seguridad jurídica, es el más 

inmediato al Derecho, la seguridad jurídica es el primero en el orden lógico 

temporal, el más directamente motivador de todo sistema jurídico.  

A la pregunta de por qué y para qué hacen los hombres Derecho, no se le 

dará respuesta de la quinta esencia de la idea de Justicia, ni de su séquito de 

egregios valores complementarios, sino de un valor subordinado, el de 

seguridad, correspondiente a una necesidad humana. Posteriormente  puede 

20
 Jorge Zavala Egas, Teoría de la seguridad jurídica. www.usfq.edu.ec. Al abordar el tema 

de la seguridad jurídica debe entenderse que tiene acepciones diversas, tal es el caso de la 
seguridad jurídica desde el punto de vista de los principios y desde la perspectiva axiológica.  

http://www.usfq.edu.ec/
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admitirse un rango de los valores jurídicos para así considerar a la seguridad 

jurídica como un valor instrumental para la consecución de la Justicia que es 

el valor absoluto para el Derecho.21 

Al analizar detalladamente la conceptualización de seguridad jurídica, se 

encuentran las dimensiones principales a través de las cuales se expresa el 

principio de seguridad jurídica: Una tiene que ver con la previsibilidad de las 

acciones del hombre en cuanto a las consecuencias jurídicas de las mismas 

y otra referida al funcionamiento de los poderes públicos. Haciendo 

referencia a la previsibilidad, PÉREZ LUÑO, llama a esta dimensión 

corrección estructural y al hablar de funcionamiento de los poderes públicos, 

lo define como la corrección funcional.22 

1.4. Dimensiones de la seguridad jurídica 

Las dimensiones de la seguridad jurídica son las diversas perspectivas 

desde las que puede ser estudiada, estas dimensiones se encuentran 

vinculadas fundamentalmente a las distintas relaciones que con aspectos 

que permitan cristalizar esa confianza y certeza de los individuos que están 

sometidos a las normas de un determinado sistema jurídico; en efecto, la 

seguridad jurídica busca que la “estructura” del ordenamiento sea correcta.23 

21
 Ibíd. La seguridad jurídica es el valor absoluto del Derecho en el sentido de que sin ella el 

administrado se encuentra en un estado vulnerable en cuanto a la protección de sus 
derechos y garantías fundamentales.  
22

 Antonio Pérez Luño, La seguridad jurídica. (España 1991), 23-25. Este autor hace 
distinción entre corrección funcional y corrección estructural. 
23

 La seguridad jurídica. Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, Referencia: 48-98 
(El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 1999). La seguridad jurídica no solamente se 
enfoca en el ordenamiento jurídico del Estado sino también en que el funcionamiento del 
mismo, éste de acuerdo a los parámetros de la legalidad y la justicia, a fin de garantizar a 
aquel a quien se le imparte justicia, que el accionar del Estado se encuentra monitoreado por 
los principios y garantías que le asisten. 
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La jurisprudencia salvadoreña, a través de la Sala de lo Constitucional 

establece: ”sobre las dimensiones de la faceta objetiva de la seguridad 

jurídica: las principales características de esta dimensión “se pueden 

englobar en dos exigencias básicas: (a) corrección funcional, que implica la 

garantía del cumplimiento del derecho por todos sus destinatarios y 

regularidad de actuación de los órganos encargados de su aplicación (…); y 

(b) corrección estructural, en cuanto garantía de disposición y formulación 

regular de las normas e instituciones integradoras de un sistema jurídico”24 

 

Asimismo, la Sala de lo Constitucional, ha abordado el tema de la 

manifestación estructural y funcional de la seguridad jurídica, estableciendo 

que ésta puede manifestarse de dos formas, tanto como una exigencia 

objetiva y presentarse como certeza del derecho. Siendo así que la 

seguridad jurídica es sumamente importante en el Estado, porque se 

encuentra íntimamente ligada al Principio de Legalidad, debido a que bajo 

este principio y con relación a la seguridad jurídica todo procedimiento en el 

que una persona sea juzgada deberá estar libre de arbitrariedad y en él 

deben cumplirse las garantías para la persona que está siendo objeto de 

enjuiciamiento en cualquier área del derecho.25 

 

 

 

 

 

 
                                                           
24

 Dimensiones de la seguridad jurídica, Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, 
Referencia: 19-1998 (El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 1999).  
25

 La seguridad jurídica, Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, Referencia 48-98. 
“Puede presentarse en dos manifestaciones: la primera, como una exigencia objetiva de 
regularidad estructural y funcional del sistema jurídico a través de sus normas e instituciones 
y en la segunda, en su faceta subjetiva.  
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CAPITULO II 

APROXIMACIÓN HISTÓRICA Y GENERALIDADES DEL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

 

Cuando se realiza un estudio sobre el procedimiento administrativo, surge la 

interrogante respecto a su ubicación en cuanto a las diferentes ramas del 

derecho: ¿Dónde debe ubicarse al estudio de las reglas jurídicas aplicables 

al procedimiento administrativo?, dado que no pertenece al derecho 

procesal, es obvio entonces que constituye una parte del Derecho 

Administrativo mismo, ya que no es posible reconocerle autonomía alguna.  

 

En virtud de lo anterior, es importante hacer referencia al derecho 

administrativo como tal, en el cual por lo general se analizan los temas que 

constituyen su finalidad o razón de ser, entre los cuales encontramos: los 

actos y los contratos administrativos, el régimen de la función pública, la 

función administrativa, la responsabilidad de las personas públicas, los 

servicios públicos, entre otros, así como temas de acuerdo a necesidades 

que surjan,  ya sean prácticas o académicas. Donde además se analizan o 

se plantean los aspectos que constituyen su fundamento o su razón de ser, 

es decir, su esencia o su espíritu.26 

 

Por ello es acertado concluir que la relación entre el derecho administrativo y 

el derecho del procedimiento administrativo es de género a especie: El último 

es tan sólo una parte del primero. En virtud de ello, es preciso abordar las 

generalidades del derecho administrativo para iniciar este capítulo y 

desarrollar todo lo que concierne a su procedimiento, que permitirá tener una 

                                                           
26

 Libardo Rodríguez Rodríguez, Derecho Administrativo General y colombiano, (Colombia: 
Editorial Temis, 2001), 11. El Derecho Administrativo tomando en cuenta todos los aspectos 
que lo informan, desde su génesis hasta el desarrollo de cada una de sus instituciones. 



16 
 

noción clara del tema de estudio del presente trabajo de investigación, ya 

que el procedimiento de remarcación de seriales de vehículos se enmarca 

precisamente dentro del procedimiento administrativo (ver anexo 3). 

 

2.1. Nociones básicas del derecho administrativo 

 

En este apartado se mencionan las generalidades del derecho 

administrativo, partiendo desde su definición de conformidad a lo planteado 

por diversos autores, llegando hasta su naturaleza y las características del 

mismo.  

 

2.1.1. Concepto de derecho administrativo 

 

De acuerdo a la diversidad de autores, así es el número de conceptos que 

existen respecto al derecho administrativo, por tal razón resulta aventurado 

tomar una sola definición como acertada, de tal manera que es necesario 

hacer mención de algunas de ellas para tener una noción más amplia de su 

significado.  

 

Autores de origen mexicano como FRAGA y ROJAS SERRA desarrollan, 

cada uno de ellos, sus conceptos del Derecho Administrativo, cuyos 

postulados son:  

 

Según FRAGA, el Derecho Administrativo es: “la rama del Derecho Público, 

que regula la actividad del Estado que se realiza en forma de función 

administrativa”27. 

                                                           
27

 Gabino Fraga, Derecho Administrativo, 13va Ed. (México, Editorial Porrúa, 1969), 12. En 
este concepto, el autor puntualiza en que el derecho administrativo regula lo relacionado con 
la actividad del Estado y la función administrativa. 
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El maestro ROJAS SERRA, aporta una definición de carácter formal del 

Derecho Administrativo: “El Derecho Administrativo, es una rama del derecho 

interno que determina la organización y funcionamiento de la Administración 

Pública, tanto centralizada como paraestatal”.28 

Para MENA GUERRA, el derecho administrativo “es el conjunto de normas y 

principios de Derecho Público que regulan la función administrativa, la 

organización y vinculación interna y externa de las entidades administrativas, 

y la relación de éstas con los administrados”.29 

El derecho administrativo está conformado por un conjunto de normas de tipo 

legal y doctrinarias, que tienen como función regular la actividad de la 

administración pública, en lo que concierne a las relaciones que ésta tiene 

con sus administrados y los órganos que la integran, mediando siempre en 

esas relaciones el interés general sobre el particular.30 

El concepto aludido ha sido criticado por su vaguedad y amplitud, por tal 

motivo y sin pretender que sea una noción inobjetable, este podría definirse: 

Derecho administrativo es la rama del derecho que rige todo lo relacionado 

con la organización y funcionamiento de los servicios públicos, de los 

28
 Andrés Rojas Serra, Derecho Administrativo (México, Editorial Porrúa, 1983), 133. El autor 

hace mención de la administración de justicia tanto centralizada como paraestatal, lo que 
indica que el derecho administrativo no solamente se encarga de regular el actuar de los 
funcionarios públicos en la esfera central, sino también en las diversas localidades que 
dependen del gobierno central. 
29

 Ricardo Mena Guerra, Génesis del Derecho Administrativo en El Salvador (El Salvador, 
2005), 54. En este concepto se encuentran inmersos los diferentes temas que aborda el 
derecho administrativo y de los cuales es garante en cuanto a las funciones del estado, de 
acuerdo a las reglas del mismo. 
30

Apuntes sobre el derecho administrativo y sus generalidades. http://www.enciclopedia-
juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-administrativo.htm. “En cuanto al 
concepto del derecho administrativo se dice que es el conjunto de normas legales, doctrina y 
técnicas que regulan la actividad de la Administración Pública en cuanto se relaciona con los 
administrados o en cuanto unos órganos de aquélla se relacionan entre sí con motivo de la 
función administrativa, primando siempre el interés público sobre el particular”. 

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/concepto/concepto.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/organizaci%C3%B3n/organizaci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/servicios/servicios.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/p%C3%BAblico/p%C3%BAblico.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-administrativo.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-administrativo.htm
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servicios administrativos y por consiguiente a la actividad de 

la administración pública, así como las relaciones entre dicha administración 

y los particulares, por razón de dichas actividades.31 

 

2.1.2. Naturaleza jurídica del derecho administrativo 

 

Con base en las diversas definiciones sobre el derecho administrativo, es 

posible afirmar que esta rama del derecho se encuentra inmersa en el ámbito 

del Derecho Público, que es el conjunto de normas cuya finalidad es regular 

de forma ordinaria las relaciones jurídicas entre las personas privadas y 

excepcionalmente a la Administración Pública y sus actividades.32 

 

Es importante destacar que la naturaleza del derecho administrativo puede 

entenderse desde dos sentidos diferentes y complementarios entre sí: desde 

el sentido amplio “el derecho administrativo corresponde al conjunto de las 

normas del derecho privado y del derecho público que se aplican a 

la administración en sugestión de los servicios públicos y en sus relaciones 

con los particulares”. 33 

 

                                                           
31

 Ibíd. En el derecho administrativo “rige la organización y funcionamiento de los servicios 
públicos, de los demás servicios administrativos y la restante actividad de la Administración 
pública, así como las relaciones entre esta última y los particulares”. 
32

 Víctor Humberto Álvarez Hernández et al., “Las medidas cautelares en el Proceso 
Contencioso Administrativo”, (tesis para obtener la Licenciatura en Ciencias Jurídicas, 
Universidad de El Salvador, 2012), 23. “El Derecho Administrativo queda comprendido 
dentro del ámbito del Derecho Público, contraponiéndose así al Derecho Privado, concebido 
como el conjunto de normas que regulan ordinariamente relaciones jurídicas entre las 
personas privadas y solo excepcionalmente a la Administración Pública y a la actividad 
desarrollada por la misma. 
33

 Apuntes, http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-
administrativo.htm. El sentido amplio de la naturaleza del derecho administrativo hace 
referencia a que está constituido por normas tanto de derecho privado como por normas de 
derecho público, mismas que están orientadas a velar por las relaciones de la administración 
y los particulares en lo que respecta a los servicios públicos.  

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/administraci%C3%B3n-p%C3%BAblica/administraci%C3%B3n-p%C3%BAblica.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/particular/particular.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho/derecho.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-privado/derecho-privado.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-p%C3%BAblico/derecho-p%C3%BAblico.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/administraci%C3%B3n/administraci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/gesti%C3%B3n/gesti%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/servicios/servicios.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/p%C3%BAblico/p%C3%BAblico.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/particular/particular.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-administrativo.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-administrativo.htm
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En un sentido más restringido, el derecho administrativo se extiende 

únicamente a las normas que derogan el derecho privado y que son por tanto 

normalmente aplicadas por las jurisdicciones administrativas. 34   

 

Por consiguiente, resulta de vital importancia indicar que el derecho 

administrativo, pero en general el derecho público, se inspira en la 

supremacía del sujeto público respecto al sujeto privado. Debido a esta 

circunstancia, los sujetos públicos gozan de poderes jurídicos oportunos y 

suficientes para producir efectos por su sola voluntad e incluso en el ámbito 

jurídico de los sujetos privados”.35 

 

En conclusión, el derecho administrativo se encuentra inmerso en el campo 

del derecho público puesto que este busca solucionar los conflictos o 

controversias y a la vez regular todo aquello que se relaciona con la 

actuación de la administración frente a los administrados. 

 

2.1.3. Fuentes del derecho administrativo 

 

El estudio de las fuentes del Derecho, es un tema esencial del estudio de la 

Teoría General del Derecho, por tal razón, al estudiar las fuentes del 

Derecho Administrativo, se parte de los aspectos generales de la Ciencia del 

Derecho, ya que es importante conocer de donde proviene esta disciplina 

que es cimiento del derecho. 

                                                           
34

 Ibíd. En virtud de la premisa planteada anteriormente en la que el derecho administrativo 
por su naturaleza regula las relaciones de la administración con los administrados, en cuanto 
a los servicios públicos, en el sentido restringido de la naturaleza jurídica del mismo, se 
entiende que el derecho administrativo tiende a dirigir su actuar a las diferentes instituciones 
que son parte de la administración.  
35

 Álvarez Hernández et al., “Las medidas cautelares en el Proceso Contencioso 
Administrativo”, 24. “Está inspirado en la fundamental superioridad del sujeto público con 
respecto al sujeto privado, superioridad que se traduce tanto en el mayor valor de los 
intereses que el Estado está llamado a satisfacer”. 

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho/derecho.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-privado/derecho-privado.htm
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“El vocablo “fuente” deriva del latín “fons” o “fontis ” que significa lugar donde 

se derrama o brota el agua de la superficie. Por tanto debemos entender el 

fenómeno o el objeto que genera o que produce algo, o aquello de donde se 

origina una cosa. La fuente del Derecho, obviamente la identificamos como 

aquello donde emana o funda Derecho”.36 

 

En la doctrina salvadoreña tiene diferentes connotaciones37 dentro de las que 

se destacan: 

 

a) Fuente de producción: Es el órgano o sujeto competente para producir 

la norma, en este sentido se encuentra por excelencia el Parlamento, 

la Administración Pública y los miembros de la comunidad, cuando se 

trata de la costumbre. 

 

b) Fuente de cognición: es el acto o documento en el cual se contienen 

las normas jurídicas. Puede estar constituido por un acto legislativo, 

por un simple comportamiento como la costumbre, o el caso que nos 

interesa por un acto administrativo. 

 

c)  Fuente de elaboración: esto se refiere al procedimiento de creación 

de las normas, los cuales tales procesos se encuentran dentro de la 

Constitución. 

 

Es acertado mencionar que el Derecho Administrativo, se mantiene dentro de 

la clasificación tradicional de las fuentes del Derecho, la cual se encuentra 

dividida histórica, material y formalmente. Así puede decirse que las fuentes 

                                                           
36

 José María Boquera Oliver, Estudios sobre el acto administrativo, (España: S.L. Civitas 
Ediciones, 1993), 35. Al referirse a las fuentes en el ámbito del derecho se hace referencia al 
lugar o vertiente de donde emana alguna teoría. 
37

 Bertrán et. al., Manual de Derecho Constitucional, 43. 
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históricas son aquellos documentos que informan acerca de la formación del 

Derecho; las materiales o reales, son las circunstancias sociales, políticas y 

económicas que influyen para determinar el contenido de la normatividad; y 

las formales son los procesos de formación del derecho.  

 

2.1.4. Características del derecho administrativo 

 

Al igual que otras ramas del derecho, el derecho administrativo posee ciertos 

rasgos esenciales, que lo distinguen. A continuación se desarrollan cada una 

de ellas: 

 

a) Auto tutela declarativa y ejecutiva 

 

Esta característica se manifiesta respecto a la presunción de legalidad, que 

supone la actuación pública seguida por un concreto órgano administrativo 

se considera en principio, conforme al ordenamiento jurídico que como ya se 

sabe constituye el parámetro básico de control de legalidad de los actos, 

siempre y cuando un Tribunal de justicia superior no declare lo contrario, 

mediante un recurso administrativo. La importancia de tal potestad consiste 

en que para que un particular considere alguna actuación administrativa 

contraria a Derecho, necesita cuestionar la legalidad de tal actuación ante los 

Tribunales de Justicia, para que sean éstos (órganos superiores) quienes 

determinen, si dicha actuación ha cumplido los parámetros de legalidad que 

condicionaban la decisión recurrida.38  

 

                                                           
38

Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, Curso de Derecho 
Administrativo, Tomo I, 13ª ed., (Madrid: 2004), 44. Esta característica está íntimamente 
ligada a la presunción de inocencia ya que supone que toda persona debe ser escuchada 
ante un tribunal a efecto de garantizar sus derechos y que éste debe administrar justicia de 
forma imparcial. 



22 
 

b) Derecho tutor de intereses públicos 

 

Esta segunda característica importante del derecho administrativo consiste 

en que el objeto o finalidad última a la que se dirige el desarrollo de unas 

funciones o potestades públicas por parte de la administración pública es la 

de satisfacer intereses que benefician a la colectividad y no algunos pocos 

particulares o al propio órgano administrativo. 

 

Es así como la legislación concede a la administración facultades para actuar 

como protector o garante de los intereses que beneficien a todos. Sus 

potestades son vicarias, constituyen una potestad-función: es decir “deben 

ser ejercitadas en interés ajeno al propio y egoísta al titular, en función del 

interés público”. 39 

 

Esta característica consiste en que el derecho administrativo cumple dos 

funciones diferentes pero relacionadas entre sí; es decir, paralelas, ya que se 

constituye como protector y garante de los intereses de los administrados, y 

 

c) Derecho que tiene por objeto la protección de derechos e 

intereses legítimos de los particulares 

 

Uno de los fines esenciales a los que se dirige el derecho administrativo es el 

tutelar los derechos e intereses individuales de cada ciudadano. Se 

reconocen dos fortificaciones contra la actuación propia del poder real, las 

                                                           
39

 Ibíd. 436. La potestad-función a la que hace referencia este autor debe entenderse como 
una facultad y un deber en el sentido que la administración pública tiene la potestad de 
administrar justicia en aspectos de derecho público y tiene el deber de ser garante de que en 
dicha administración no existan motivos para creer que se han vulnerado derechos de los 
administrados. 
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cuales son: el respeto al principio de legalidad y el respeto a los derechos e 

intereses legítimos de los ciudadanos. 

 

En la actualidad, el principio de legalidad opera como una “cobertura legal 

previa de toda potestad: cuando la Administración cuenta con ella, su 

actuación es legítima”. 40  En el caso de El Salvador, este principio está 

regulado en el art. 86 de la Constitución; asimismo es ésta la que regula las 

funciones que a cada Órgano le corresponde; es decir, la distribución de 

competencias que cada uno desempeña están protegidas jurídicamente. 

 

Este principio, impone a las autoridades, la obligación de ceñir todas sus 

decisiones al contenido de las reglas jurídicas preestablecidas y los 

principios no escritos que conforman el ordenamiento jurídico, aplicándose 

tanto a los actos administrativos individuales, como a los actos 

administrativos generales. 

 

2.2. Antecedentes históricos del procedimiento administrativo 

 

Antes de la Revolución Francesa, existía un sistema centralizado, en el que 

apenas reconocían los distritos locales más que como circunscripciones 

administrativas con pocos o ningunos derechos de corporaciones. En esos 

distritos la mayoría de los asuntos propios de la administración se 

encomendaban a funcionarios, nombrados por el Rey a su albedrío y sujetos 

a una rigurosa intervención monárquica.  

                                                           
40

 Ibíd. El autor menciona, que cuando a la administración se le atribuyen ciertas potestades 
y ésta no se ciñe en los parámetros de legalidad su actuar es ilegítimo e irreprochable a tal 
punto que, mediante el procedimiento adecuado y oportuno, puede recurrirse de dicha 
actuación debido a que no se ha respetado esta característica que es tan importante en el 
ámbito de aplicación de esta rama del derecho. 
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La revolución francesa destruyó el antiguo sistema social en que la 

monarquía absoluta descansaba e introdujo el principio político en que el 

pueblo debía tener mayor influencia en el manejo del Gobierno.41 

 

Se cree que uno de los grandes avances de la Revolución Francesa, fue la 

desaparición de la monarquía y la redacción de la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano, que abrieron el camino para la 

Constitución, estos cambios drásticos son los que provocaron la concepción 

de nuevas formas y métodos para gobernar, por ello Francia es considerada 

como la cuna del Derecho Administrativo, especialmente por el aporte de 

Charles-Louis de Montesquieu, quién creó el famoso “principio de separación 

de poderes”.42 

 

La importancia de esta etapa radica en que producto de las grandes 

transformaciones sociales, económicas y políticas, se dieron las directrices 

para el surgimiento de una Administración Pública como la conocemos hoy, 

con instituciones descentralizadas, gobiernos locales, funcionarios con 

funciones delegadas, entre otros, fueron los primeros cimientos para los 

modelos administrativos actuales, que hasta el día de hoy sirven de modelo 

para el fortalecimiento de las instituciones de la Administración Pública y la 

su correcto funcionamiento en cuanto a la distribución de las actividades que 

le conciernen y que tienen relación directa con los administrados.  

                                                           
41

Francisco Goodnow, Derecho Administrativo Comparado, Análisis de los Sistemas 
Administrativos de los Estados Unidos, Inglaterra, Francia y Alemania: Organización, 
(España: Editorial La España Moderna) 289 - 290. El pueblo adquirió mayor poder después 
de la revolución francesa, en cuanto al manejo del Gobierno. 
42

 Charles-Louis de Montesquieu, su aporte más valioso fue la creación del principio de la 
división de poderes. El principio de la separación o división de poderes, es una garantía para 
el propio Estado y para el ciudadano donde queda protegido por un marco legal para poner 
un alto a los abusos de poder y posibles actuaciones arbitrarias de instituciones públicas; la 
teoría de la separación de poderes divide éstos en poder legislativo, poder ejecutivo y poder 
judicial. 
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2.3.  Conceptualización de procedimiento administrativo 

 

Crear una definición del procedimiento administrativo, es arriesgado, en 

virtud de existir un enorme cúmulo de conocimientos de diversos 

legisladores, doctrinarios y juristas, quienes lo han definido de distintas 

formas. De tal manera que se presentan definiciones primarias por medio de 

las cuales intentaremos plasmar este importante concepto. 

 

El procedimiento administrativo es el producto de las disposiciones legales y 

las resoluciones administrativas dictadas por la autoridad competente; es 

decir los órganos superiores del Estado. 

 

La característica principal del procedimiento administrativo es facilitar el 

control interno de las respectivas actuaciones de cada órgano que forme 

parte del proceso y que por ende deben fundamentarse las actuaciones 

internas de los órganos del mismo.43 

 

El jurista GONZÁLEZ NAVARRO al respecto afirma, que el “procedimiento 

administrativo es una serie de actos heterogéneos emanados de la 

administración y del particular dirigidos a la producción de un acto 

administrativo adecuado al ordenamiento jurídico o también a la efectividad 

de ese mismo acto”.44 

                                                           
43

 Miguel Marienhoff, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I. (Argentina: Editorial 
Abeledo Perrot, 1989), 74. Según Francisco Racionero Carmona, el procedimiento 
administrativo “Es el cauce formal de producción de las disposiciones y resoluciones 
administrativas. Es por tanto, una exigencia de funcionamiento de cualquier organización 
compleja al objeto de facilitar el control interno de las actuaciones por los órganos superiores 
y la necesaria fundamentación y objetividad de su actividad”. 
44

González Navarro, “Procedimiento administrativo y vía administrativa”, Revista de 
Administración Pública (España), 184. El procedimiento administrativo tiene finalidad la 
realización del acto administrativo, que se debe llevar a cabo dentro de las normas dictadas 
para su adecuada realización.  
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Según el Manual de Justicia Administrativa, el procedimiento administrativo 

“es una determinada y normativa combinación de actos con efectos jurídicos 

causalmente vinculados entre sí, combinación que determina una precisa y 

ordenada sucesión de dichos actos, constitutiva del cauce a través del cual 

se cumple la actividad de la Administración Pública dirigida directamente a 

producir consecuencias en el mundo jurídico”.45 

 

El jurista mexicano DELGADILLO GUTIERREZ sostiene que el 

procedimiento administrativo “representa una unidad que está integrada por 

un conjunto de actos coordinados entre sí que tiende a la preparación de la 

expresión de la voluntad de la Administración Pública”.46 

 

Por otra parte CASSAGNE expone que el procedimiento administrativo está 

compuesto por una serie de actos, que a pesar de ser independientes entre 

sí, persiguen un solo objetivo, la obtención del interés público47. 

  

2.4. Naturaleza jurídica del procedimiento administrativo 

 

Según Jesús González Pérez, hay dos posturas sobre la naturaleza del 

procedimiento administrativo, las doctrinas privatistas y las doctrinas 

publicistas. 48  

                                                           
45

José María Ayala et. al., Manual de Justicia Administrativa, (El Salvador: Consejo 
Nacional de la Judicatura, Escuela de Capacitación Judicial, 2003), 78. Combinación de 
actos que tiene como finalidad que se cumpla la actividad de la administración pública. 
46

 L. H. Delgadillo Gutiérrez, Elementos de Derecho Administrativo (México: Lizama 
Noriega Editores, 1998), 161. La voluntad de la Administración pública se manifiesta por 
medio del Acto Administrativo.  
47

 J.C. Cassagne. Derecho administrativo I (Argentina, 1997), 216. “El Procedimiento 
Administrativo es una serie de actos entre sí, aunque separables, que tienen en común la 
finalidad de perseguir la obtención de un interés público” 
48

 Jesús González Pérez, Derecho Procesal Administrativo, Tomo I (España: Instituto de 
Estudios Políticos, 1963), 53-75. De las dos formas en las que este autor concibe al 
Procedimiento Administrativo, dos vertientes de las cuales se nutre. 
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Las doctrinas privatistas: consideran la naturaleza del procedimiento 

administrativo como contrato, como cuasicontrato, concepciones privatistas 

modernas del procedimiento administrativo, que se explican a continuación:  

 

Respecto a la idea del proceso como contrato, fue construida en el Derecho 

Romano y sostienen que entre las partes existen derechos y obligaciones 

procesales, que esos derechos y obligaciones tienen su fuente en  un  

contrato  que  existe  entre  ellas y, en  virtud  de  ese contrato las partes 

deben acatar la sentencia que se emitirá, pero que esta concepción ha 

quedado  en  el  pasado y ni siquiera tiene aspiraciones serias  en  la 

actualidad.49 

 

En cambio la idea del proceso administrativo como cuasicontrato,  sostiene  

que  se  utiliza  para poder explicar  los derechos  y obligaciones que surgen 

del proceso, esta idea tiene  muchos  defectos  pues  no  termina  de explicar 

completamente  la relación jurídica de un proceso y obvia la primera y más 

importante fuente de obligaciones, la Ley. 

 

En cambio, las modernas concepciones privatistas del procedimiento 

administrativo,  afirman  que  el  proceso,  sostiene  el  interés  del  Estado  

en cuanto a la justa composición del litigio y se reduce a la  tutela del interés 

de quién  tenga  el  derecho,  a  la  vez  rechazan  el  concepto  de  relación  

jurídica que se explica en las dos posturas anteriores.50 

                                                           
49

 Luris Jazmín Arteaga Chávez, “La necesidad de crear una ley de procedimientos 
administrativos uniformes” (tesis para obtener la Licenciatura en Ciencias Jurídicas, 
Universidad de El Salvador, 2008), 64. El Derecho Romano sostenía que toda obligación 
que dos personas contrajeran debía plasmarse en un contrato, lo cual sigue vigente.utilizado 
en una sentencia la cual debería ser acatado por las partes que tenían interés en el contrato. 
50

 Ibíd. 65. El proceso administrativo sostiene el interés del Estado en cuanto al debido 
proceso y se  reduce a que todo aquel que tenga justo interés en el proceso es el que debe 
tutelar el mismo. 
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Según GARCÍA DE ENTERRÍA, la naturaleza de cualquier procedimiento 

deviene del ámbito o a la materia a la cual pertenece. El procedimiento, en 

general, se singularizaría, por lo tanto, en el mundo del Derecho 

Administrativo como el modo de producción de los actos administrativos.51 

 

La naturaleza del procedimiento administrativo es aparte del procedimiento 

judicial, entendiendo que la regulación jurídica por las normas, es un acto o 

medio previo al procedimiento judicial y ésa es su naturaleza, por medio de la 

cual se producen actos administrativos.  

 

Pero el procedimiento administrativo no agota su función al producir actos 

administrativos, sino que constituye una garantía para los administrados, así 

asegurando la satisfacción del interés general por medio de ese servicio 

público prestado.52 

 

2.5. Características del procedimiento administrativo salvadoreño  

 

Según  el  doctor  Jorge  Eduardo  Tenorio, las características del sistema 

administrativo salvadoreño son las siguientes: la heterogeneidad, el excesivo 

formalismo y la escasa colaboración de los administrados.  

 

A continuación se desarrollan estas características que hace relación el 

doctor Tenorio. 

                                                           
51

 Ibíd. 67. Dependiendo del ámbito o de la materia que pretende regular el procedimiento 
así será su Naturaleza, por lo cual se entiende que el procedimiento administrativo regula 
todo lo que respecta al administrado (individuo) frente al Estado (administrador de justicia). 
52

 Ibíd. 68. Fundamenta su idea en el hecho de que considera que el procedimiento 
administrativo se encuentra inmerso en el procedimiento judicial, pero que siempre se 
desenvuelve en el ámbito del derecho público y que el mismo constituye una garantía de 
protección de los derechos de los administrados contra las actuaciones arbitrarias del 
Estado en el ejercicio de sus funciones. 
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2.5.1. La heterogeneidad 

 

Esta característica tiene diversas manifestaciones.  

En  primer  lugar,  la  heterogeneidad  de  procedimientos  que  existen  en  el 

ordenamiento  jurídico  salvadoreño; es  decir,  trámites  que  difieren  entre  

sí, tanto  en  su  estructura,  términos  y  plazos;  en  segundo  lugar,  esta 

heterogeneidad se manifiesta en  los criterios y conceptos  utilizados, que en 

algunas instituciones se utilizan de un modo y en otras se pueden emplear y 

aplicar de  forma distinta. 53 

 

2.5.2. El excesivo formalismo 

 

Esta característica afirma el doctor Tenorio, se debe a la innegable tendencia 

a aplicar los procedimientos de tipo judicial a las cuestiones administrativas, 

resultando que de un asunto de mero trámite con solución simple, se 

convierta en un difícil y confuso camino para los administrados. 54 

 

2.5.3. La escasa colaboración de los administrados 

 

El exceso de formalismos colocan al administrado en una situación de 

indefensión, puesto que en repetidas ocasiones es perjudicado por lo fallos 

administrativos o por  la inercia de la administración ya que no todos los 

ciudadanos tienen la posibilidad de conocer los requisitos legales de cada 

procedimiento en particular. 55 

                                                           
53

 Ibíd. 71- 72.  
54

 Ibíd. 72. Dicha característica ha llegado a convertirse en un verdadero obstáculo para la 
efectiva realización del acto administrativo, debido a que en muchas ocasiones el 
administrado no conoce las formalidades que revisten la producción del acto que desea 
invocar para su bienestar. 
55

 Ibíd. 72. En todo procedimiento, cada ciudadano debe conocer los requisitos de validez y 
forma del mismo, para que exista efectividad al momento de llevar a cabo el procedimiento. 
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2.6. Finalidad del procedimiento administrativo  

 

Entre el procedimiento judicial y administrativo existen semejanzas 

indudables, debido al  tronco en común de ambas instituciones, pero a la vez 

existen grandes diferencias como consecuencia necesaria de la diversa 

naturaleza de los fines a que un procedimiento y otro sirve, sobre todo, de la 

distinta posición y carácter de los órganos cuya actividad disciplinan.56  

 

Todo procedimiento ya sea judicial o administrativo tiene como finalidad la  

averiguación de la verdad y por medio de esa averiguación la satisfacción  de 

las pretensiones ejercitadas por las partes mediante la decisión (sentencia) 

de una instancia neutral e independiente de ellas, ya sea por un Juez o por 

un Tribunal. Siendo válido afirmar que el fin del procedimiento administrativo, 

tiene como finalidad llegar a la verdad para poder garantizar los derechos de 

los administrados de una manera pronta y cumplida, para poder permitir la 

satisfacción a las necesidades públicas de los administrados. Por lo tanto la 

finalidad del procedimiento administrativo conlleva a la satisfacción de cada 

una de las pretensiones del administrado logrando así la protección y el 

respeto tanto de sus derechos como de sus garantías constitucionales. 57 

 

2.7. Principios generales que informan el procedimiento 

administrativo 

 

Los siguientes principios se aplican a todos los procedimientos 

administrativos clásicos e igualmente a los procedimientos administrativos 
                                                           
56

Ibíd. 73. Este autor sostiene que el procedimiento administrativo y el procedimiento judicial 
poseen semejanzas y diferencias y que es precisamente lo que permite que cada uno de los 
procedimientos se contrapongan y a la vez se complementen. 
57

Ibíd. 73. En conclusión  la  finalidad  del  procedimiento  administrativo como  institución  
en  sí,  es  la  satisfacción  de  pretensiones  de  los administrados,  por  medio  del  cual  se  
le  respete  los  derechos  y  garantías constitucionales. 
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especiales, como por fin a los supuestos de procedimientos especiales como 

los de audiencia pública y licitación pública, que por cierto se subsumen 

dentro de la categoría general del procedimiento administrativo.58  

 

Sea como sea que se les mencione, como garantías o como valores, los 

principios del derecho administrativo son de indudable aplicación ya que 

constituyen sus criterios cardinales. 

 

La jurisprudencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo, ha establecido 

que algunos de los principios que rigen el procedimiento administrativo, se 

encuentran en el derecho comparado y en la doctrina administrativa, entre 

los que podemos abordar: principio de oficialidad, principio de contradicción, 

principio de economía procedimental,59 principio de publicidad, principio “in 

dubio pro actione”,60 y el principio de audiencia. 61  

 

2.7.1. Principio de defensa 

 

El principio de defensa está relacionado con el principio del debido proceso a 

través del cual el procedimiento administrativo debe ser ejercido y aplicado 

de manera justa y legal sobre el administrado. Garantizando la eficacia de la 
                                                           
58

 Agustín Gordillo. El procedimiento administrativo, concepto y principios generales. http: 
www.gordillo.com. El procedimiento administrativo lleva inmersos actos como la licitación 
pública. 
59

El principio de economía procedimental, constituye una concreción en el ámbito 
procedimental del principio de eficiencia, consagrado en el Art. 1 inciso dos de nuestra 
Constitución, donde la administración, para cumplir con sus fines debe de ser diligente en la 
tramitación de cualquier procedimiento administrativo, esto implica que cualquier servidor 
público, deberá de abstenerse de realizar trámites inútiles que puedan ocasionar retrasos en 
el procedimiento.  
60

El principio "in dubio pro actione" postula en favor de la mayor garantía y de la 
interpretación más favorable al ejercicio del derecho a la acción y, por lo tanto, en el sentido 
de asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre 
el fondo de la cuestión objeto del procedimiento. 
61

 Este principio de audiencia es el derecho que toda persona tiene con el  fin de ser  oída en 
juicio. 

http://www.gordillo.com/
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actuación administrativa tanto de Estado, como también las relaciones que 

puedan presentarse entre los particulares.62  

 

2.7.2. Principio contradictorio o de contradicción 

 

El carácter contradictorio del procedimiento administrativo, no atiende a la 

forma que puede iniciarse el procedimiento, es decir, si es de oficio o a 

instancia de persona interesada, sino que el carácter contradictorio radica en 

la posibilidad de que se hagan valer los distintos intereses en  juego y de que 

esos  intereses sean adecuadamente confrontados en presencia de sus 

respectivos titulares antes de adoptar una decisión definitiva.63 

 

2.7.3. Principio de audiencia  

 

El principio de audiencia, se refleja en que el órgano administrativo 

encargado de la tramitación del procedimiento ha de conceder audiencia de 

forma necesaria a todas aquellas personas naturales y jurídicas cuyos 

derechos o intereses legítimos puedan quedar afectados por la resolución 

que en el mismo se adopte, mejor dicho ha de posibilitar la participación 

activa en el procedimiento de todos los interesados, poniendo en 

conocimiento de los mismos la existencia de un procedimiento abierto que 

                                                           
62

 Gordillo, El procedimiento administrativo, http: www.gordillo.com. El principio de defensa 
como criterio de eficacia administrativa. El principio cardinal del procedimiento administrativo, 
como de cualquier otro procedimiento a través del cual se haya de ejercer poder sobre un 
individuo o grupo de individuos es el del debido proceso, o procedimiento leal y justo. Esto 
se aplica no solamente a la actuación de los órganos del Estado y a los que ejercen poder 
económico sino también en relaciones entre simples particulares.  
63

 Arteaga, La necesidad de crear una ley de procedimientos administrativos, 74. La Sala  
de  lo Contencioso  Administrativo, defiende  el  referido principio de la siguiente manera: 
“Principio de Contradicción”, en virtud de éste, la parte contra quien se opone una prueba 
debe de gozar de oportunidad procesal para conocerla y discutirla, inclusive del derecho de 
contraprobar, lo que significa que la prueba debe ser presentada dentro de la causa con 
conocimiento y audiencia de  todas  las partes.  

http://www.gordillo.com/
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tiene por objeto alcanzar una decisión que puede mejorar o empeorar su 

posición jurídica.64  

El ejercicio por el ciudadano, a ser oído se materializa con la  presentación 

en el expediente administrativo, presentación que debe legitimar al mismo la 

concesión del derecho a: conocer en todo momento, el estado de tramitación 

del mismo, obtener copias de las diversas resoluciones que se vayan 

adoptando en esa sede.65 

2.7.4. Principio in dubio pro actione 

El principio in dubio pro actione, constituye una garantía ante el 

incumplimiento por parte del interesado de algún trámite formal de escasa o 

mínima relevancia en lo que hace a la cuestión de fondo planteada en el 

procedimiento, para  que esto no impida seguir el procedimiento y obtener 

una decisión definitiva sobre tal cuestión. Este principio conlleva a distinguir 

entre trámites formales subsanables e insubsanables.66 

Este principio exige que el órgano administrativo que es el encargado de 

llevar a cabo la tramitación del procedimiento, evite, en la medida de sus 

posibilidades, que las deficiencias  formales  que  puedan producirse  en  el 

desarrollo del mismo y que tengan su origen en una actuación del ciudadano  

den lugar a extinción del procedimiento.  

64
 Ibíd. 75. Este principio se pone de manifiesto en el sentido que el órgano que conoce de 

un determinado conflicto debe conceder audiencia a las partes interesadas a fin de 
garantizar el debido proceso a las mismas. 
65

 Ibíd. 75-76. Según el artículo 11 de la Constitución de El Salvador, toda persona tiene 
derecho a ser previamente oída y vencida en juicio.  
66

 Ibíd. 77. Este  principio  se desarrolla intentando en la medida de lo posible que las  
deficiencias  formales  que  pueda  tener  el procedimiento  administrativo  que  son  por  
parte  de  los  ciudadanos,  no  den lugar a la extinción del procedimiento. 
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Antes de declarar el archivo o caducidad del expediente, se vuelve necesario 

y hasta de carácter obligatorio que le sea concedido al interesado un término 

para la subsanación de las deficiencias formales que han dado lugar a la 

caducidad o archivo del respectivo expediente. Todo esto con la finalidad de  

garantizar o evitar que por el incumplimiento de un trámite formal de escasa 

o mínima relevancia, por parte del interesado, en el procedimiento, no pueda 

seguir su tramitación y que la administración no pueda pronunciar la decisión 

definitiva. 67 

 

2.7.5.  Principio de oficialidad  

 

 El principio de oficialidad, exige que el procedimiento administrativo se 

impulse en todos sus trámites por el propio órgano titular de la competencia, 

es decir, de oficio, sin necesidad de que el interesado sea quien solicite, de 

forma específica, que se desarrollen los diversos trámites vigentes en el 

ordenamiento jurídico, dependiendo del tipo de proceso del que se trate, en 

virtud de que cada proceso, dependiendo de su naturaleza y del bien jurídico 

que tutela tiene requisitos y formalidades propias.68 

 

2.8. La seguridad jurídica en el procedimiento administrativo 

 

La seguridad jurídica es la garantía otorgada a cada  individuo, por el Estado, 

de que su persona, sus bienes y sus derechos no serán violentados o que, si 

                                                           
67

Henry Alexander Mejía, Manual de Derecho Administrativo (El Salvador: Editorial 
Cuscatleca, 2014). Respecto a este punto es importante destacar que es necesario que al 
momento de producirse el acto administrativo, se tenga en cuenta que es posible que exista 
en la solicitud del administrado algún tipo de deficiencia.  
68

 El principio inquisitivo y de oficialidad, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sentencia, Referencia: 13-Z-94 (El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 1997). “En virtud 
del principio inquisitivo o de oficialidad propio de la administración pública, incumbe a la 
autoridad administrativa dirigir el procedimiento”.  
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esto llegará a producirse le serán asegurados por la sociedad, la protección y 

reparación.69 

 

En el procedimiento administrativo se reconocen una serie de principios que 

prevén que tanto el particular como la administración tengan un conocimiento 

total de los principios fundamentales que son la base del ordenamiento 

jurídico que se ubican en la Constitución. Los principios son 

fundamentalmente, los de legalidad, legalidad objetiva y debido proceso sin 

dejar de tener en cuenta al de seguridad jurídica que también es muy 

importante. 70 

 

La seguridad jurídica como principio aplicado al procedimiento administrativo, 

impide que tanto la autoridad competente pueda dejar abandonado el 

expediente, con la incertidumbre que ello supone, es decir que un 

procedimiento administrativo debe ser llevado a cabo hasta su última etapa 

garantizando la eficacia del derecho y por ende la aplicación de la ley 

emanada por el poder público con el fin de proteger a la persona, sus bienes 

y derechos a través de la seguridad jurídica, la cual no debe ser vulnerada y 

garantizar un debido proceso.71 

 
                                                           
69

 La seguridad jurídica en el procedimiento administrativo, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sentencia, Referencia: 115-2008 (El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 
2011). Consideraciones 2 preliminares básicas): “e) Seguridad jurídica: la seguridad jurídica 
es un principio universalmente reconocido del derecho que se entiende como certeza 
práctica del derecho, y representa la seguridad de que se conoce o puede conocer lo 
previsto como prohibido, mandado y permitido por el poder público respecto de uno para con 
los demás y de los demás para con uno. La seguridad jurídica es la garantía dada al 
individuo, por el Estado, de que su persona, sus bienes y sus derechos no serán violentados 
o que, si esto llegará a producirse le serán asegurados por la sociedad,  la protección y 
reparación”.  
70

 Ibíd. El procedimiento administrativo se nutre de principios que emanan principalmente de 
la Constitución de la República. 
71

 Jesús Gonzales Pérez, Procedimiento administrativo federal, 3ª. Ed. (México: Porrúa, 
2000), 55. Por ello dicho principio aplicado al procedimiento administrativo, impide que 
pueda dejarse abandonado el expediente, con la incertidumbre que ello supone. 
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La seguridad jurídica brinda la certeza, la estabilidad y razonabilidad en 

cuanto a toda norma y actos que el poder público dicte y aplique dentro del 

Estado de Derecho. Siendo así que la seguridad jurídica se opone a las 

modificaciones donde el individuo, su persona, sus bienes y sus derechos 

sean modificaciones sin razón alguna.  

 

Por lo tanto, toda modificación o cambio normativo debe ser realizado por la 

autoridad competente y deberán ser modificaciones razonables y legitimas 

los cuales garantizarán y respetarán siempre los derechos de las personas.72 

 

El carácter universal comporta necesariamente la exclusión de privilegios y 

de la incertidumbre en su aplicación tanto en el ámbito administrativo como el 

judicial, dando paso a la certeza, a la seguridad jurídica.73 

 

Algunos de los principios que acompañan y están íntimamente ligados a la 

seguridad jurídica son el principio de eficacia y de eficiencia, la eficacia se 

refiere a la rapidez, la celeridad y a la sencillez. La eficiencia, por su parte, 

cumple como objetivo concreto que persigue el procedimiento de la manera 

más económica posible, siendo el principio de economía su versión positiva. 

 

                                                           
72

 Pablo Fernández Lamela. Perspectivas del derecho público en el umbral del siglo XX, 
(Buenos Aires: Fundación del Derecho Administrativo, 2003), 207. La situación de un 
sistema jurídico en el cual las normas o los actos gozan de estabilidad considerada como 
certidumbre en que los eventuales cambios normativos serán razonables y previsibles, 
realizados por las autoridades legítimamente investidas de poder para ello, respetarán 
siempre los derechos de las personas permitiendo a los actores del sistema estimar con 
margen de alta probabilidad las consecuencias legales futuras de sus conductas presentes y 
resguardando en todo momento una esfera mínima de derechos, protegidos de toda 
arbitrariedad. 
73

 Sandra Morelli Rico, La participación en el procedimiento administrativo y en el proceso 
contencioso administrativo, (Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 1996), 12. Este 
carácter de la seguridad jurídica significa que tiene como finalidad servir de garantista para 
los intereses del administrado a fin de garantizar que nadie goce de más privilegios que los 
que otorga la legalidad. 
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En un Estado Constitucional de derecho existe un fundamento para ciertos 

derechos, principios, garantías e instituciones que se encuentran en la 

cúspide del ordenamiento jurídico o norma suprema, para el caso de El 

Salvador, en la Constitución, base del procedimiento administrativo lo 

encontramos cuando una persona ejerce su derecho constitucional de 

petición y respuesta, estipulado en el artículo 18.  

 

Sobre este derecho la Sala de lo Constitucional ha hecho una caracterización 

jurisprudencial del derecho constitucional de petición, en los siguientes 

términos: “El derecho de petición, que se encuentra consagrado en el art. 18 

Cn., puede ser ejercido por cualquier habitante de la República, sea nacional 

o extranjero, persona natural o jurídica; ante cualquiera de las autoridades 

legalmente instituidas, las que tienen la obligación de resolver, dentro de un 

plazo razonable y de manera congruente, lo solicitado conforme las 

atribuciones jurídicamente conferidas”.74 

 

La Sentencia de Amparo anterior al igual que la Constitución, permite 

concluir que para pedir o hacer una solicitud al ente público los sujetos 

activos y pasivos que pueden ejercer este derecho es toda persona, sea 

nacional o extranjero, natural o jurídica y que puede hacerlo ante cualquier 

autoridad legalmente establecida.  

  

                                                           
74

 El derecho de petición, Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, Referencia: 41-
M-96 (El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 1997). Considerando II 2.”Sobre el 
surgimiento histórico del derecho de petición, el tribunal ha sostenido que tal derecho “data 
de tiempos muy antiguos, habiendo existido casi en todas las épocas, inclusive bajo los 
regímenes monárquicos y despóticos, si bien en estos últimos, más que como un derecho, 
como una gracia o favor. Puede decirse que la existencia del derecho de petición como 
derecho individual es resultado del Estado Constitucional de Derecho. Y es que, como 
derecho subjetivo, se manifiesta como reprobación al sistema de la venganza privada, en el 
cual cada quien podía hacerse justicia por su propia mano para oponerse a la violación de 
sus derechos, o para resarcirse de los daños que injustamente se le había causado.” 
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De igual forma, no solo se trata de dar por recibida la petición, más bien de 

conocer y examinar el contenido de la misma, independientemente de si la 

respuesta que el órgano competente emitirá sea favorable o desfavorable a 

la petición contenida en cualquier solicitud recibida.75 

 

Así, en el derecho de petición al hacer referencia a una respuesta pronta y 

congruente a la petición del administrado, no significa que la Autoridad que 

conozca de un determinado caso debe responder favorablemente, sino que 

debe justificar y fundamentar su decisión conforme a la constitución y las 

leyes secundarias. Respecto a este punto, la Sala de lo Constitucional hace 

una explicación de los alcances del principio de congruencia en el 

aseguramiento del derecho de petición estableciendo que este principio se 

evalúa de acuerdo al ajuste entre la parte dispositiva de la decisión judicial y 

los términos o condiciones que el particular ha utilizado para formular su 

petición. De acuerdo con dicha sentencia debe tenerse en cuenta que la 

petición es fundamental, no solo para obtener lo que se desea, sino porque 

se trata del fundamento jurídico de lo que se pide y de lo que se espera 

obtener del órgano facultado para decidir. 76 

 

La pronta respuesta, tiene relación con los plazos que la autoridad 

administrativa debe respetar para resolver las peticiones, aunque la 

Constitución no señala plazos específicos para resolver una petición, debido 

                                                           
75

 Ibíd. “El ejercicio de este derecho constitucional implica la correlativa obligación de los 
funcionarios estatales de responder o contestar las solicitudes que se les eleven, pues el 
gobierno de la República está instituido para servir a la comunidad.” 
76

Del principio de congruencia, Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, 
Referencia: 30-S-94 (El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 1997). “En los términos más 
amplios, la congruencia de las decisiones estatales se mide por el ajuste o adecuación entre 
la parte dispositiva de la decisión y los términos en que el particular ha formulado su 
petición; sin embargo, la incongruencia también puede existir cuando hay tal desviación en 
la justificación de la decisión que prácticamente suponga una completa modificación de los 
términos de la petición”. 
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a que algunos trámites o procedimientos son diversos y complejos que 

requieren de análisis y por tanto un tiempo mayor para resolver. 77 

 

Toda petición debe cumplir con los requisitos de contenido y forma, aunque 

en el artículo 18 de nuestra Constitución no se estableció si el objeto de la 

petición sea de interés particular o general, se puede encontrar la entidad 

administrativa que la petición sea ilegal y que es contraria a el ordenamiento 

jurídico establecido y puede denegarla.  

 

En lo que respecta a los requisitos de contenido y forma para el ejercicio del 

derecho de petición la Sala de lo Constitucional ha establecido que existen 

casos en los que los órganos de derecho público podrían denegar una 

petición cuando lo pedido en ella resulte contrario o violatorio de la ley, esto 

se hará previo análisis del documento que contenga la solicitud.78 

 

 

 

 

 

 

                                                           
77

 Derecho de petición. Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, Referencia: 441 
(El Salvador, Corte Suprema de Justicia, 1998). Considerando II. 3. “Si bien la Constitución 
no señala plazo específico en el que debe resolverse la petición, es evidente que –para 
evitar la enervación del derecho en análisis– la entidad estatal a la que se dirigió la petición 
debe pronunciarse en un plazo razonable (…);sino que éste debe ajustarse según los 
distintos planteamientos y los trámites necesarios para producir la contestación, procurando, 
en todo caso, que la respuesta sea pronta.” 
78 Derecho de Petición, Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, Referencia 41-M-
96. Considerando II 2. “Resulta llamativo el hecho que el constituyente no fijara el contenido 
u objeto del derecho de petición; consecuentemente, el objeto de la solicitud puede ser, 
asuntos de interés particular, o bien de interés general. Sin embargo, podría presentarse el 
caso que el objeto de la petición fuera ilegal, en cuyo caso, el funcionario público, basándose 
precisamente en que lo pedido es contrario al ordenamiento jurídico, deberá denegar la 
misma.” 
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CAPÍTULO III 

APROXIMACIÓN HISTÓRICA DE LA IDENTIFICACIÓN VEHICULAR  EN 

EL SALVADOR 

 

Desarrollar el procedimiento de remarcación de series de identificación de 

vehículos, sin abordar el tema de la historia de los vehículos automotores no 

sería acertado.  

 

En virtud de lo anterior, en este capítulo, es necesario hacer una reseña 

histórica del aparecimiento de los vehículos automotores y lo relativo a la  

identificación vehicular a fin de conocer la forma en la que nace la 

problemática, objeto de estudio, y de cómo surge la necesidad de crear una 

ley que permita dar solución a la situación en la que se ven afectadas 

muchas personas, en su calidad de propietarios de vehículos que por 

contener alteraciones en las series de identificación han sido excluidos del 

padrón vehicular. 

 

3.1. Aproximación histórica  de la evolución de la industria vehicular 

 

La historia del automóvil se remonta a siglos antes de Cristo, cuando el 

hombre para satisfacer sus necesidades, especialmente de transporte 

primitivo, inventa la rueda; eso le permitió desplazarse y cambiar de lugar 

permanentemente, debido a que las primeras tribus eran nómadas, 

dependiendo exclusivamente de lo que producía la tierra y de los productos 

de la caza; al agotarse dichos recursos, se desplazaban mudando toda su 

tribu, empleando para ello su propia fuerza, por la necesidad de desplazarse, 

surge la necesidad del transporte terrestre. 79 

                                                           
79

 Hugo Agüero Alba, Historia del automóvil invención de la rueda (Perú, 2013), 2.  
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Desde el momento en el que el hombre debe viajar por tierra, transportar 

cargas y personas de un lugar a otro, a través de ríos y montañas por 

grandes extensiones, el medio de transporte a utilizar ha sido uno de los 

grandes problemas desde el comienzo de los tiempos, esto motivó al ser 

humano a utilizar métodos para facilitar su desplazamiento en tiempo y 

comodidad, en un primer momento con la tracción animal, para ello el 

hombre aprendió a domesticar animales como bueyes, caballos, alces y 

perros, los empleó como animales de carga que le proporcionaba gran 

ayuda.80 

 

Posteriormente, en el siglo XV, Leonardo da Vinci bosqueja el primer diseño 

de un automóvil, un helicóptero y otros vehículos, a través de la historia han 

existido diferentes tipos de vehículos, los hubieron desde los accionados a 

vapor, 81  eléctricos, de combustible fósil, biocombustible, solares, etc., 

además una infinidad de estilos. 

 

No se sabe con exactitud quién inventó el vehículo como se conoce hoy en 

día, es cuestión de opiniones, ya que éste no fue inventado en un solo día, ni 

por un solo inventor, si fuese necesario darle crédito a un inventor, 

probablemente sería al alemán Karl Benz, se sugiere que él creó el primer 

automóvil moderno entre 1885 y 1886, y que se trataba de un vehículo 

propulsado por un motor de combustión interna a gasolina, por tal razón, 

1886 es considerado el año del nacimiento del auto moderno.82 

                                                           
80

 Manual de identificación pericial para la detección de vehículos robados, 5ª. Edición, 
(México, 2012),  41.  
81

 La persona que crea y patenta la primera máquina a vapor en 1769, fue James Watt, este 
hecho se considera vital en el origen de la era de la revolución industrial, que funcionó 
eficientemente hasta 1783. 
82

Octavio Cuatepotzo Cruz, Mecánica forense, identificación de vehículos, (México: 
Procuraduría General de Justica).  
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A principios del siglo XIX se construyó la primera máquina de vapor, dicha 

maquina demostró que las ruedas lisas podrían ir sobre rieles lisos y además 

impulsados con vapor logrando arrastrar vagones con grandes cargas.83  

 

En 1930 se construyó la primera línea ferrocarril del Liverpool a Manchester, 

a partir de entonces los trenes se desarrollaron rápidamente y sus vías se 

extendieron a otros países. 84 

 

Así se llega al primer automóvil de la historia,fabricado alrededor del año 

1771 por Nicolás Joseph Cugnot,85 el mismo consistía en una especie de 

triciclo que era un soporte de cañones con un fuerte telar y sobre él se 

apoyaba un motor a vapor con dos cilindros, que tenía capacidad de arrastrar 

un peso de hasta cinco toneladas y a una velocidad de 5Km/h.86 

 

Luego Gottlieb Daimler,87 construyó el automóvil de cuatro ruedas el Panhard 

y Levassor,88  tenían el motor en la parte delantera, embrague, cambio de 

marchas y propulso a las cuatro ruedas.89 

                                                           
83

http://recursostic.educacion.es/secundaria/edad/2esobiologia/quincena3/2q3contenido_2ch
tm. “La máquina de vapor es un motor de combustión externa que transforma la energía 
térmica contenida en el vapor de agua en energía mecánica. Mediante un balancín, el 
movimiento de subida y bajada del pistón del cilindro se transforma en un movimiento de 
rotación que acciona, por ejemplo, las ruedas de una locomotora o el rotor de un generador 
eléctrico.” 
84

 Ibíd. 
85

 Ibíd. Cugnot recibió instrucción como ingeniero militar, realizó pruebas de modelos de 
vehículos impulsados por motores de vapor para el ejército francés, pensados para arrastrar 
cañones pesados, tarea que empezó en 1765. Cugnot fue la primera persona en transformar 
el movimiento adelante-atrás de un pistón a vapor en movimiento rotativo. 
86

 Emiliano Cernuschi, Cuatro siglos en cuatro ruedas, , (Montevideo: Editorial Idejo, 2005), 
14.  
87

Panhard-Levassor, http://www.autopasion18.com/HISTORIA-PANHARD-LEVASSOR.htm.  
88

Ibíd. “La historia de la firma Panhard-Levassor se remonta a 1840. P&L acumuló 
experiencia con la fabricación de motores alemanes de gas en los años 70 del siglo XIX, y 
en 1888 la firma fabricó un número limitado de motores de gasolina alemanes para Daimler 
bajo licencia.” 
89

 Manual de identificación pericial, 46. 

http://recursostic.educacion.es/secundaria/edad/2esobiologia/quincena3/2q3contenido_2chtm
http://recursostic.educacion.es/secundaria/edad/2esobiologia/quincena3/2q3contenido_2chtm
http://recursostic.educacion.es/secundaria/edad/2esobiologia/2quincena3/2q3_contenidos_2c.htm
http://www.autopasion18.com/HISTORIA-PANHARD-LEVASSOR.htm
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Es así como se desarrolla la industria automotriz hasta la actualidad, la cual 

inició cuando el ser humano hacía uso de su fuerza física para transportar lo 

que deseaba, consecutivamente lo hizo por medio de la tracción animal, la 

máquina de vapor y finalmente utilizando el medio de transporte individual y 

colectivo que conocemos en la actualidad. 

 

3.1.1. Los automóviles en El Salvador 

  

La cultura que más impactó en la República de El Salvador hacia fines del 

siglo XIX y comienzo de XX, fue la europea, la modernización de la 

infraestructura de transporte que comenzó con los ferrocarriles se pudo 

apreciar en las principales ciudades de San Salvador y Santa Ana.90   

 

La cultura del automóvil, del autobús y del camión se instaló en El Salvador a 

los pocos años de aparecer en los países desarrollados, el primer automóvil 

llegó entre 1915 y 1919, en este último, se inauguró la primera agencia de 

automóviles. 91  

 

En la década de los años 30 obtuvieron la distribución de General Motors 

Corporación y con el objeto de brindar un servicio integral se abrieron talleres 

y almacenes de repuestos.92 

                                                           
90

Francisca Maricela Cea Monterrosa, “Guía práctica para la aplicación del proceso 
administrativo, para mejorar el servicio que prestan los pequeños talleres de Mecánica 
Automotriz, en el municipio de San Salvador” (tesis para obtener la Licenciatura en Ciencias 
Jurídicas, Universidad Dr. José Matías Delgado, El Salvador, 2005), 5. “Las carretas y 
carruajes que llevaban a las personas, fueron reemplazados primero por tranvías de tracción 
animal y luego por tranvías eléctricas, posteriormente en la década de 1920 fueron 
asfaltadas las principales calles de San Salvador, se buscaba trasplantar las formas de 
urbanismo europeo”. 
91

 Ibíd. 
92

Toyota la marca líder en El Salvador por alrededor de 43 años. 
http://www.elsalvadornoticias.net/2012/11/24/toyota-es-la-marca-lider-de-el-salvador-porpor 
alrededor-de-43-anos-estamos-liderando-el-mercado/ 

http://www.elsalvadornoticias.net/2012/11/24/toyota-es-la-marca-lider-de-el-salvador-porpor%20alrededor-de-43-anos-estamos-liderando-el-mercado/
http://www.elsalvadornoticias.net/2012/11/24/toyota-es-la-marca-lider-de-el-salvador-porpor%20alrededor-de-43-anos-estamos-liderando-el-mercado/
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En cuanto a la importación de vehículos y los países de los cuales estos 

provienen, es importante hacer notar, a manera de ejemplo, que tratándose 

de vehículos de uso comercial y particular, los principales proveedores fueron 

los Estados Unidos de América y Japón, en cambio, en lo que respecta a 

repuestos o autopartes, como comúnmente suele llamárseles, destacan  

China, Estados Unidos de América y Japón. 

 

Es precisamente la importación de vehículos, tanto nuevos como usados, por 

las aduanas terrestres y marítimas, lo que ha permitido a una parte de la 

población adquirir por un buen precio un vehículo propio, aumentando la 

importación de vehículos y sus partes.  

 

En muchas ocasiones el bajo costo de los vehículos que ingresan al país se 

debe a que éstos han sufrido daños a causa de un accidente de tránsito y 

son vendidos, completos o por partes, con la finalidad de extraer repuestos 

de ellos, de tal forma que una vez ingresan al país, son adquiridos por 

empresas o personas naturales para luego ser comercializados en el 

mercado nacional.93 

 

La importancia de la industria automotriz radica en su contribución a la vida 

económica y social de los pueblos, el transporte ayuda a distribuir 

regionalmente población, industrias e ingresos, pero su importancia va más 

allá de los aspectos puramente económicos; si bien no cabe duda de que 

estos constituyan el eje central del desarrollo de la actividad de transportes, 

hay que tener presente la influencia que esta actividad tiene en las relaciones 

sociales, entre otras cosas, ya que uno de los principales beneficios que 

suelen asociarse a la mejora de los transportes y comunicaciones es la 

                                                           
93

 Remarketing division IAA, https://www.iaai.com/Vehicles/VRAList.aspx.   
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reducción del tiempo necesario para realizar determinados desplazamientos, 

dejando así más tiempo disponible para dedicar a otras actividades, ya sea 

de trabajo u ocio.  

 

De este modo, el transporte se convierte en un factor clave en el desarrollo 

de las actividades humanas, que dependerán en gran medida de la 

existencia de infraestructura de transporte adecuadas a las necesidades de 

las sociedades actuales.  

 

3.2. Aproximación de la historia de la identificación vehicular  

 

En el inicio de la era automotriz, los automóviles tenían como parte principal  

más cara y preciada e importante, el motor, hecho por el cual era primordial 

sobresalir en la construcción de motores, más que en la construcción de 

carrocerías de automóviles.  

 

La mayor parte de los fabricantes de automóviles empezaron construyendo 

su propio motor antes que una carrocería y les encargaban a los fabricantes 

de carretas y carromatos el hacer un carruaje para montar su motor y así 

crear un automóvil, en virtud de ello se volvió necesario identificar los 

motores producidos, siendo así que estos vehículos antiguos solo 

presentaban marcado el número de motor.94 

 

Esto evidencia que la identificación vehicular ha existido desde principios de 

la era automotriz, inherente a todo vehículo, con el fin de identificar e 

individualizarle por medio de una serie o código. Dicha matricula puede 

plasmarse en una superficie metálica o plástica, en dimensiones variables, la 

                                                           
94

 Cuatepotzo, Mecánica forense.  
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cual contiene una serie de caracteres alfanuméricos únicos, que son 

grabados o troquelados y que varían en función de la legislación de cada 

país y los estándares de los fabricantes de cada vehículo, con propósitos de 

identificación.95   

 

En cuanto a la importancia del marcaje del motor, la historia cuenta que a 

finales de 1910 y principios de 1920, se volvió igualmente importante o más 

la carrocería y el chasis, esto motivó que se marcara el número de chasis y 

carrocería con características propias del vehículo, el motor se marcaba con 

su propio número o el de la carrocería; pero fue hasta finales de los años 

1940, a petición del Departamento de Tráfico de Vehículos de los EE.UU, 

que las compañías fabricantes americanas empezaron a cifrar sus números 

de serie con el fin de tener control en las estadísticas de ventas, reportes de 

robo, fallas, reventa y más detalles en sus vehículos, quedando el número de 

motor en segundo término. 96 

 

El crecimiento del parque mundial de vehículos y sus efectos en la sociedad, 

así como la evolución de los mercados regionales de vehículos de motor a 

un mercado mundial, han llamado la atención sobre diversas necesidades: 

en primer lugar, fue necesario aumentar el nivel de seguridad de los 

vehículos, la protección ambiental, la eficacia energética y la defensa del 

vehículo contra el hurto y robo; en segundo lugar, reducir la diversidad de las 

exigencias reglamentarias en relación con la seguridad de los vehículos y su 

acción en el medio ambiente para facilitar el comercio mundial de estos 

productos.  

 

                                                           
95

Ibíd. Los pequeños productores marcaban con medios genéricos, mientras que los 
productores más grandes o encargaban sus medios de marcaje para distinguirse de los 
demás. 
96

 Ibíd. 
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El reconocimiento de muchos países del mundo de los éxitos obtenidos por 

el WP 2997 durante los últimos 47 años en la reducción de la diversidad de 

exigencias reglamentarias en Europa, crearon las condiciones para su 

transformación en un foro mundial.98   

 

En 1954 en algunos países ya se usaba el NIV (Número de Identificación 

Vehicular) como forma de dar identidad al vehículo, para 1958 se estandarizó 

el lugar donde debería de ser colocada la placa: en México debería ir 

colocada con dos remaches en la estructura del tablero del auto, (extremo 

superior izquierdo), visible a través del cristal parabrisas del automóvil.99 

 

En 1975, la Organización Internacional de Estandarización (ISO), firmó en 

Ginebra el acuerdo con los principales países productores de automóviles en 

el mundo, emitiendo la norma Internacional ISO 3779, que unificaba criterios 

aplicables a todo tipo de vehículos, misma que entró en vigor el año 1979 en 

Estados Unidos y paulatinamente incorporándose en otros países.100 

 

Antes de 1980 no existía un estándar aceptado para los números de 

identificación del vehículo, por lo que cada fabricante utilizaba su propio 

formato de identificación.101  

 

                                                           
97

 Ibíd. El Forum Mundial para la Armonización de Reglamentos sobre Vehículos (WP.29), 
previamente conocido como grupo de trabajo sobre construcción de vehículos.    
98

 Comisión Económica para Europa. Foro mundial para la armonización de la 
reglamentación sobre vehículos, funcionamiento y participación, Nueva York, Ginebra, 
Suiza, Naciones Unidas (2002). Un órgano subsidiario del Comité de Transporte de 
Interiores de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas.  
99

 Ibíd. La identificación de los vehículos, sirve para que a través de una revisión física del 
mismo, podamos ver algunas características técnicas, como saber de qué país procede, 
saber el año de fabricación, checar si no está manipulado su digito verificador para su 
seguridad. 
100

 Identificación de Vehículos, http://es.scribd.com/ doc/40907064/IDENTIFICACION-DEL-
VEHICULO-AUTOMOTOR-PARAGUAY#download. 
101

 Manual de identificación pericial, 74. 

http://es.scribd.com/
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Los primeros números de identificación vehicular venían en una gama 

diferente de variaciones o formatos en función del fabricante. Los fabricantes 

utilizaban diferentes formatos, los formatos de VIN actuales están basados 

en dos estándares relacionados, emitidos originalmente por la Organización 

Internacional para Estandarización (ISO) en 1979 y 1980, la ISO 3779 e ISO 

3780, respectivamente; el VIN fue diseñado para identificar de forma 

exclusiva vehículos automotores, remolques, motocicletas y ciclomotores.102 

 

En 1981 la Administración Nacional de Seguridad del Tráfico en Carreteras 

de EE.UU. estandarizó el formato y requirió que para todos los vehículos 

vendidos en Estados Unidos era obligatorio contener un VIN de 17 

caracteres, esto estableció el sistema fijo estándar VIN, mismo que los 

fabricantes de vehículos utilizan actualmente, el resultado fue una 

numeración única para cada vehículo que saliera de la línea de montaje.103 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
102

 Cuatepotzo, Mecánica forense, 7-9. 
103

 Ibíd.   
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CAPÍTULO IV 

EL PROCEDIMIENTO DE REMARCACIÓN DE SERIES DE VEHÍCULOS 

 

En El Salvador para que un vehículo pueda ser legalmente matriculado e 

ingresado al Registro Público de Vehículos del Viceministerio de Transporte, 

debe reunir ciertos requisitos al momento de su inscripción, entre los cuales 

se encuentran la realización de la experticia técnica de identificación de 

seriales. 104 

 

Resultado de la experticia técnica de identificación de seriales, puede que un 

vehículo no cumpla con los estándares para ser matriculado, por diferentes 

circunstancias, puede presentar deterioros en los números que le identifican, 

porque ha sufrido daños a raíz de un accidente de tránsito, para el caso de 

los vehículos importados usados pueden presentar las series de Chasis, Vin 

o motor corroída por estar expuesto a la sal, o que producto de haber sido 

hurtado, robado o apropiado indebidamente, al ser recuperado haya sido 

alterado, es para estos casos que se hace necesario someterlo a un 

procedimiento de remarcación, y que una vez terminado el procedimiento, el 

automotor pueda ser matriculado en el Registro Público de Vehículos 

Automotores del Viceministerio de Transporte.  

 

Esta situación, por tan simple que parezca, ha generado diversos 

inconvenientes a los propietarios de vehículos que han enfrentado el 

procedimiento de remarcación, debido a que la Ley de Identificación de 

                                                           
104

 Experticia que es exigida como requisito y solicitada al Departamento de Experticias, por 
la autoridad administrativa, Director General de Tránsito, fundamentado en el Artículo 56-A, 
del Reglamento General de Tránsito y Seguridad Vial.  
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Seriales de Vehículos establece ciertos parámetros que en la realidad, de 

conformidad a las características de fábrica de cada vehículo, no se aplican. 

 

La Ley de Identificación de Seriales de Vehículos surgió precisamente por la 

necesidad de dar solución a la problemática arriba planteada, estableciendo 

para ello, la forma en la que se resolvería la misma por medio de un 

procedimiento de naturaleza administrativa, llamado: Procedimiento de 

Remarcación de Series de Vehículos, el cual se desarrolla en el presente 

capitulo, con la finalidad de ilustrar al lector sobre el mismo y lo que éste 

conlleva en su tramitación. 

 

4.1. Definición de procedimiento de remarcación de series de 

vehículos 

Para establecer una definición del procedimiento de remarcación de series 

de vehículos, es necesario hacer referencia al Reglamento de la Ley de 

Identificación de Seriales de Vehículos porque es el cuerpo legal que nos 

brinda una definición al respecto. 

 

Así, se entiende que el procedimiento de remarcación de series de vehículos 

“es el acto administrativo mediante el cual, el Viceministerio de Transporte, a 

través de la Dirección General de Tránsito, ordena o procede a incorporar 

una o más series principales identificativas en un vehículo, por faltar las 

mismas, o encontrarse incompletas o deterioradas, o en proceso de 

deterioro”.105 

 

                                                           
105

Reglamento de la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos (El Salvador: 
Asamblea Legislativa, 2012).  
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4.2. Naturaleza jurídica del procedimiento de remarcación de series 

 

El procedimiento de remarcación de series de identificación de vehículos, es 

un procedimiento administrativo que no es seguido en forma de juicio, ya que 

no se establece un triángulo jurisdiccional entre parte, contraparte y juzgador 

neutral, sino que es la propia autoridad la que inicia, instruye y resuelve, 

salvo cuando ha sido denegado el acto de remarcación, al final del 

procedimiento, que da pie o abre la llave para que el administrado pueda 

iniciar un recurso de amparo o una demanda ante la jurisdicción contencioso 

administrativa, cuando considere que se le ha violentado su derecho o se ha 

vulnerado el principio de legalidad. 

 

Se trata de un procedimiento administrativo, que puede calificarse de primer 

grado, por ser constitutivo de derechos subjetivos, porque la administración 

ejerce su potestad administrativa, con el fin de otorgar el ejercicio de un 

derecho.106 

 

Asimismo, puede considerarse como un acto administrativo de molestia y  

privativo, 107  los actos de molestia, de acuerdo a la Jurisprudencia de la 

Suprema Corte de la Nación de México, en general son aquellos que 

generan al gobernado una perturbación o una afectación en  su esfera de 

derechos, lo molestan en el significado más amplio de la palabra, por causar 

                                                           
106

 Mejía, Manual de Derecho Administrativo, 214. En este caso, cuando el Director General 
de Tránsito ordena la remarcación, otorga un derecho, para que el vehículo pueda ser 
matriculado e incorporado en parque vehicular del Registro Público de Vehículos del 
Viceministerio de Transporte. 
107

El acto de autoridad: http://www.colungaabogados.com.mx/diferencia-entre-acto-de-
molestia-y-acto-privativo-de-los-actos-terminales-en-los-procedimientos-administrativos/  
Gramaticalmente, se entiende por "molestia", según el Diccionario de la Real Academia 
Española, la perturbación, enfado, fastidio, desazón o inquietud del ánimo. En términos 
jurídicos podemos aseverar que es cualquier interferencia del gobernante a la esfera jurídica 
del gobernado. 

http://www.colungaabogados.com.mx/diferencia-entre-acto-de-molestia-y-acto-privativo-de-los-actos-terminales-en-los-procedimientos-administrativos/
http://www.colungaabogados.com.mx/diferencia-entre-acto-de-molestia-y-acto-privativo-de-los-actos-terminales-en-los-procedimientos-administrativos/
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una incomodidad fuera de lo normal con su actuación, la misma 

Jurisprudencia Mexicana ha dictado resoluciones en la que establece que 

cuando el acto no tienda directamente a privar al gobernado en forma 

definitiva de sus derechos, bienes, propiedades o posesiones, simplemente 

genera un acto de molestia, porque el acto de molestia es provisional o 

temporal, o que viene a ser el preámbulo de la realización de una 

consecuencia posterior de mayor magnitud.108 

 

En este sentido desde el momento que se realiza la experticia técnica de 

identificación de seriales y ésta da como resultado “no pasa”,109 porque el 

vehículo automotor no cumple con los estándares internacionales de 

identificación de seriales, se aplica en el sistema del Registro Público de 

Vehículos una restricción, la cual no permite que el propietario pueda realizar 

trámites en SERTRACEN,110estas restricciones son levantadas al culminar el 

procedimiento, mientras tanto, el propietario del bien, no puede disponer 

libremente del vehículo automotor.111 

 

Además, cuando se dice que es un acto de privación, significa que se trata 

de actos de molestia. La privación implica un menoscabo, una pérdida 

absoluta de un derecho o de un bien, y bajo esa perspectiva, la afectación es 

                                                           
108

 Fernando Arreola Vega. Constitucionalidad y Legalidad de los Actos de Autoridad, 
http://www.tribunalmmm.gob.mx/Informe2009/Index.html?http://www.tribunalmmm.gob.mx/Inf
orme2009/Discursos/01-Conferencia.html  
109

 Término utilizado en el sistema de experticias de SERTRACEN, cuando un vehículo no 

cumple con los estándares estipulados en la normativa nacional e internacional y es aplicado 
en el campo resultado de la experticia, esta aplicación representa una restricción para que 
sobre este vehículo no se pueda hacer ningún trámite referente a traspaso o matrícula. 
110

 Servicios de Tránsito Centroamericanos S.A. de C.V., El Salvador: empresa  encargada 
de la matrícula de vehículos automotores y de la emisión de licencias de conducir.  
111

 Si el vehículo ya se encuentra matriculado, es necesario solicitar autorización al Jefe del 
Registro Público de Vehículos para realizar trámite de refrenda, cambio de placa o cualquier 
trámite relacionado con el vehículo, éste autoriza levantar restricciones por un período 
prudencial para realizar el trámite, los cuales oscilan entre ocho y quince días, ya que la 
restricción es una medida provisional. 

http://www.tribunalmmm.gob.mx/Informe2009/Index.html?http://www.tribunalmmm.gob.mx/Informe2009/Discursos/01-Conferencia.html
http://www.tribunalmmm.gob.mx/Informe2009/Index.html?http://www.tribunalmmm.gob.mx/Informe2009/Discursos/01-Conferencia.html
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de mayor relevancia indudablemente, la privación respecto de la molestia 

indica un menoscabo de mayor magnitud. 

 

Esto queda claramente evidenciado con el abordaje de nuestro problema de  

estudio, cuando al finalizar el procedimiento, le es declarada improcedente la 

remarcación de series de identificación del vehículo, significa que éste no 

podrá ser matriculado y en los casos que ésta haya sido matriculado se 

cancelará el registro del padrón del Registro Público de Vehículos del 

Viceministerio de Transporte y consecuentemente el propietario no podrá 

disponer libremente del mismo, lo que ocasiona un perjuicio a su patrimonio, 

ya que la sanción es privarle  de la libre disposición de su bien, al ser 

denegada la solicitud de remarcar el vehículo.112 

 

4.3. Problemática de la regulación del procedimiento de remarcación 

 

La problemática de la regulación del procedimiento de remarcación es 

precisamente la importación de vehículos, ya sean nuevos o usados, debido 

a que las series secretas que les identifican pueden variar de un vehículo a 

otro dependiendo de cada fabricante, siendo así que por ejemplo: existen 

vehículos que no cuentan con las tres series de identificación que la Ley de 

Identificación de Seriales de Vehículos requiere para que sean incorporados 

al Registro Público de Vehículos, razón por la cual deben enfrentar un 

procedimiento de remarcación.  

 

El problema en estudio fue conocido cuando hubo cambio masivo de placas 

en el año 2011, que dio como resultado, que más de 38,177 vehículos 

automotores salieron del registro público o dados de baja, de los cuales un 

                                                           
112

 RLISV, Art. 10. 
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aproximado de 15,000 presentaron problemas de identificación de series, ya 

que al realizar la experticia técnica obtuvieron un resultado “no pasa”, por 

supuesta falsificación de señas y marcas, por lo cual era necesario realizar 

un trámite de remarcación.113 

 

Las autoridades del Viceministerio de Transporte del período del 2009-2014, 

al no contar con un respaldo legal que sirviera de base para el procedimiento 

de remarcación de series identificativas de vehículos, como respuesta a la 

problemática da lugar a la creación de la Ley de Identificación de Seriales de 

Vehículos y su respectivo Reglamento. 

 

En la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos, en sus considerandos, 

se establecen los motivos de su creación,  entre los cuales se encuentran los 

procesos judiciales o problemas legales pendientes de resolución, que tienen 

directa relación con los más de 15,000 propietarios de vehículos automotores 

a los que no les fue posible hacer efectivo el cambio de placas, debido a que 

como consecuencia de colisiones u otras causas, los números de 

identificación de sus vehículos, se encontraban deteriorados, ocasionándoles 

ésta situación, dificultades para la inscripción de los mismos en el Registro 

Público de Vehículos.114 

 

Es así que a fin de brindarles una solución a la problemática planteada, se 

consideró necesario, crear la normativa adecuada que establezca el 

procedimiento a seguir ante el Viceministerio de Transporte, para autorizar la 

remarcación de las series identificativas de los vehículos automotores y con 
                                                           
113

 La experticia técnica de identificación de series de los vehículos, es un requisito que 
exige el Viceministerio de Transporte a los vehículos que ingresan por las diferentes 
Aduanas terrestres o marítimas, cuando un vehículo es importado usado, para su posterior 
legalización. 
114

 Ley de Identificación de Seriales de Vehículos (El Salvador: Asamblea Legislativa 
2012), Considerandos.  
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ello la entrega de los documentos de circulación correspondientes, 

beneficiándose con ello a una gran cantidad de personas en su calidad de 

propietarios y poseedores de vehículos automotores.115 

 

Entre las razones por los cuales se ha dado de baja o han salido del sistema 

más de 37,000 vehículos, se encuentran el robo y hurto de vehículos, delitos 

que han llegado a ser un problema mundial, ya que según las autoridades de 

INTERPOL, el robo de vehículos es una actividad delictiva con un alto nivel 

de organización que afecta a todas las regiones del mundo y está claramente 

vinculado con la delincuencia organizada y el terrorismo. El robo de 

vehículos no siempre es un fin en sí mismo, ya que los automóviles robados 

también son objeto de tráfico para financiar otras actividades delictivas o 

pueden utilizarse para transportar bombas o perpetrar otras actividades 

delictivas.  

 

De acuerdo a las estadísticas de INTERPOL, a finales del 2014, existían 6.8 

millones de registros de vehículos de motor robados, que habían sido 

denunciados.116  

 

El Salvador, para prevenir los delitos de hurto, robo, apropiación indebida y 

estafa, así como para evitar la inscripción de bienes de origen ilícito, como 

requisito para inscribir en el Registro Público de Vehículos Automotores del 

                                                           
115

 Ibíd. 
116

 Estadísticas sobre el robo de vehículos, http://www.interpol.int/es/Criminalidad/Robo-de-
veh%C3%ADculos/Robo-deveh%C3% Esta afirmación es compartida por Fernando 
Delgado, investigador de delitos de Tráfico Ilícito de Vehículos, el investigador considera que 
el robo de vehículos ha llegado a ser un grave problema a escala mundial y que el mismo se 
ha visto incrementado por la apertura de fronteras, ya que facilita el comercio, evitando los 
obstáculos al mismo, situación de la cual se han beneficiado las mafias organizadas ya que 
el robo de vehículos les proporciona ganancias y ventajas que les permiten de alguna forma 
financiar organizaciones terroristas dedicadas al robo de vehículos. 

http://www.interpol.int/es/Criminalidad/Robo-de-veh%C3%ADculos/Robo-deveh%C3%25
http://www.interpol.int/es/Criminalidad/Robo-de-veh%C3%ADculos/Robo-deveh%C3%25
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Viceministerio de Transporte, en un vehículo usado importado, debe 

realizársele una experticia de identificación de seriales.  

 

De igual forma el Viceministerio de Transporte exige que la experticia técnica 

de identificación de seriales se realice en los siguientes casos: por cambio de 

motor, por reposición de la placa.  

 

Asimismo, se realiza experticia a solicitud de la Fiscalía General de la 

República con el objeto de determinar si un vehículo que ha sido hurtado o 

robado, al ser recuperado, no presente alteración alguna en sus series 

identificativas.117 

 

4.4. Autoridades que intervienen en el procedimiento de  remarcación 

 

En el procedimiento de remarcación de series de vehículos intervienen 

diversas autoridades, desde su tramitación hasta la práctica de la experticia y 

la emisión de la resolución correspondiente, siendo las siguientes: 

 

4.4.1. El Viceministerio de Transporte 

 

Autoridad a la que la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos, confiere 

competencia para conocer del Recurso de apelación, cuando por diferentes 

circunstancias se denegare la autorización de la Remarcación. 118  El 

Reglamento establece la forma en la cual deberá interponerse dicho recurso, 

incluyendo los plazos y formalidades del mismo. 

                                                           
117

 Este requisito es exigido por el Viceministerio de Transporte, para dar cumplimiento la ley 
de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial y su respectivo Reglamento, ya que 
cuando la placa es extraviada o robada, se le asigna otra placa.  
118

 LISV, Art. 13. 
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4.4.2. La Dirección General de Tránsito del Viceministerio de Transporte 

 

La Dirección General de Tránsito del Viceministerio de Transporte es la 

autoridad encargada de dar trámite a la solicitud de remarcación, presentada 

por los propietarios de los vehículos que requieran dicho procedimiento y la 

encargada de emitir el acto administrativo de remarcación.119  

 

4.4.3. La División de la Policía Técnica y Científica de la Policía 

Nacional Civil a través del Departamento de Experticia a 

Vehículos Automotores.  

 

La experticia de identificación de series, es realizada por el personal del 

Departamento de Experticias de Vehículos Automotores (DEVA), de la 

División de Policía Técnica y Científica (DPTC) de la Policía Nacional Civil 

(PNC), para ello el personal técnico brinda su dictamen con base en el 

sistema de codificación internacional que figura en ISO,120 las normas de la 

Organización Internacional de Normalización, mismas que son obligatorias 

cuando el país es parte de esa organización y que para que sean obligatorias 

deben ser aceptadas. 

 

4.5. Causales del inicio del procedimiento de remarcación  

 

El legislador en el artículo 7 de la Ley de Identificación de Seriales de 

Vehículos, establece que las causales para que una persona solicite la 

remarcación a la autoridad administrativa son: 
                                                           
119

 Ibíd. 
120

Las normas técnicas de la Organización Internacional de la Normalización (ISO), que 
regulan a los fabricantes de vehículos son: ISO-3779 1983, Road vehicles, Vehicles 
Identification Number, (VIN). Content y Structure, ISO-3780 1983, Word Manufacturer 
Identifier (WMI) Code e ISO-4030 1983. Road vehicles, Identification Number (VIN) La 
identificación de los vehículos, sirve para que por medio de una revisión física del mismo. 
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a) Cuando falte una o más series identificativas en un vehículo automotor. 

Para este caso la misma ley en su artículo 6 establece que es la serie de 

VIN, CHASIS y MOTOR, de la misma manera la normativa técnica 

Internacional ISO 3779, establecen los estándares que los fabricantes de 

vehículos deberán tomar en cuenta para la identificación de un vehículo 

automotor, lo cual difiere dependiendo del fabricante, la marca, modelo, año; 

aspectos técnicos que los peritos deberán tomar en cuenta para brindar su 

informe resultado de la experticia. 

 

b) Por deterioro o por estar en proceso deterioro una o más series 

identificativas, a consecuencia del uso normal del vehículo, por el transcurso 

del tiempo o por las condiciones climáticas en las que ha estado circulando 

un vehículo automotor, esta causa se puede visualizar comúnmente en los 

vehículos que son importados usados, ya que debido al clima en los países 

del Norte como Estados Unidos y Canadá, por la nieve se corroe la parte 

donde viene grabada la serie que identifica el vehículo. 

 

c) En caso de siniestro u otro hecho similar, en esta causal se pueden 

presentar los casos que el vehículo haya sufrido daños, ya sea por un hecho 

natural provocado por la acción humana, en los casos de accidente de 

tránsito y que resulte dañada la parte donde trae grabada la serie de 

identificación del vehículo automotor. 

 

d) En aquellos casos en los que el vehículo está sometido a un proceso 

judicial, por presentar alteración en sus series identificativas o por faltarle de 

alguna de las mismas, cuando su propietario obtenga resolución favorable 

definitiva sobre la titularidad de dicho bien, es decir cuando después del 

procedimiento correspondiente entregare en forma definitiva el vehículo. 
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Esta causal es común cuando un vehículo ha sido objeto de un hecho 

delictivo como el hurto, robo, apropiación indebida, estafa, y que al ser 

recuperado por su legítimo propietario, le han sido borradas las series, pero 

que logran ser restauradas con la utilización de diferentes métodos por parte 

del perito y se individualiza el automotor.121  

 

En todo caso una remarcación procederá siempre que no exista duplicidad 

en las series identificativas de un vehículo y que imposibiliten su inscripción 

en el Registro Público de Vehículos Automotores. 

 

Sin embargo se pueden dar casos en los que las series originales no se 

logran restaurar, la ley faculta al Director General de Tránsito del 

Viceministerio de Transporte, para decidir si autoriza o no la remarcación, en 

todo caso la remarcación procederá siempre que no exista duplicidad en las 

series identificativas de un vehículo y que imposibiliten su inscripción en el 

Registro Público de Vehículos Automotores. 

 

Sobre este punto, en entrevista, se realizaron una serie de interrogantes al 

Director General de Tránsito del Viceministerio de Transporte, las cuales 

fueron formuladas de la siguiente manera: ¿Si un vehículo no se ha logrado 

identificar plenamente, en base a qué criterio toma la decisión de autorizar 

remarcar las seriales?, al respecto, manifestó que cuando un vehículo no 

posea ninguna de las series de identificación y ha sido entregado en forma 

definitiva por el Juez competente, se procede de acuerdo a las facultades 

que establece la ley de Identificación de Seriales de Vehículos, al final del 

                                                           
121

 Los químicos utilizados en la Sección de Restauración de Series: “Acido fry” (el cuál es la 
combinación de acido clorhídrico 120 ml, agua destilada 100 ml y acido cúprico 90 grs.), el 
ácido nítrico y ácido muriático. 
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artículo 7, siempre y cuando no se encuentre registrado y no posea reporte 

activo de robo.  

Es muy importante valorar las condiciones de los vehículos que son 

sometidos al procedimiento de remarcación, como ejemplo, el Viceministro 

de Transporte, citó la marca Nissan, vehículos fabricados antes de 1980, que 

desde que ingresaron al país, no tienen marcada la serie de VIN, motivo por 

el cual, se autoriza la remarcación en base al artículo 7 de la referida Ley, en 

el caso de que el vehículo posea alguna de las tres series.  

Caso contrario, si no es posible identificar ninguna de las tres series, ya sea 

porque no las tenga o porque contenga alguna y ésta se encuentre borrosa  

y dificulte su lectura, se deniega la remarcación, ya que los vehículos deben 

de cumplir con las condiciones mínimas de seguridad, estos casos se dan 

cuando se han dado cambios de chasis o de cabina.122 

4.6. Estructura del procedimiento de remarcación 

Al igual que otros procedimientos administrativos, el procedimiento de 

remarcación de series de vehículos posee una estructura, la cual permite 

conocer los pasos que deben seguirse para el trámite del mismo, los cuales 

se detallan a continuación:  

4.6.1. Inicio del procedimiento 

En el orden jurídico salvadoreño, al igual que en la normativa extranjera, los 

procedimientos administrativos, pueden iniciarse de oficio y de instancia de 

122
 Edwin Ernesto Flores, Director General de Tránsito del Viceministerio de Transporte. 
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parte, el procedimiento de remarcación de series inicia con la solicitud de 

parte, pero es importante aclarar, que no es que el propietario solicite el inicio 

del procedimiento voluntariamente, sino que por diversas circunstancias se 

ve obligado a solicitar la remarcación, tal como lo expresamos en las 

causales del procedimiento.123 

 

4.6.1.1. La solicitud 

 

La solicitud que da inicio al procedimiento administrativo de remarcación 

debe reunir algunos requisitos formales, por ejemplo: la solicitud debe ser 

planteada por escrito, para tal efecto, la Dirección General de Tránsito, ha 

diseñado un formulario llamado solicitud única de Tránsito. 

 

Esta disposición la encontramos en el artículo 3 del Reglamento de la Ley de 

Identificación de Seriales, que a efecto de ser aceptada, la solicitud, deberá 

cumplir con los requisitos que en ella se mencionan.124Sin embargo, no se 

descarta que la solicitud, deba contener los aspectos puntuales que 

establece el ordenamiento procesal común, entre los cuales se destacan:  

 

a) El nombre de la autoridad o funcionario a quien se plantea la solicitud; 

b) El nombre y apellidos del solicitante, las generales que le identifican y 

en caso que actúe como apoderado, deberá presentar la personería 

que lo legitima como tal; 

                                                           
123

 Se iniciarán de oficio, los procedimientos administrativos sancionadores, salvo cuando la 
ley disponga lo contrario, los de liquidación de impuesto, los procedimientos selección como 
convocatoria para concursar a una plaza como servidor público en la Administración o de 
participar en un procedimiento licitatorio y se inician a instancia de parte, los procedimientos 
que puedan derivarse actos administrativos declarativos o ampliatorios de los derechos de 
los ciudadanos. 
124 RLISV, Art. 3. 
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c) El objeto de la solicitud indicando los hechos y razones concretas de 

la petición; 

d) Presentación de los documentos para que se agreguen al 

procedimiento, ya sea como prueba o acreditación para el ejercicio del 

derecho; 

e) Pretensión concreta, para el caso la autorización para la remarcación; 

f) El lugar, la fecha y firma del solicitante, representante o apoderado, el 

lugar para oír las notificaciones, y 

g) Según el Art. 62 de nuestra Constitución se debe presentar en idioma 

castellano. 

En caso de que falte un requisito de los que establece el Reglamento de la 

ley, la DGT, prevendrá al usuario que cumpla con ello, para lo cual otorgará 

cinco días hábiles contados a partir de la notificación respectiva, si se vence 

el plazo y no subsana, la DGT, resolverá denegando la solicitud por 

incumplimiento de requisitos.125  

 

4.6.1.2. La ordenación del expediente administrativo 

 

Cumplidos los requisitos por el propietario, representante o apoderado del 

vehículo automotor, se inicia el  procedimiento, el funcionario competente en 

el presente procedimiento es el Director General de Tránsito, quien ordenará 

el expediente, donde conste materialmente el procedimiento administrativo, a 

fin de que todas las actuaciones y decisiones se vayan agregando al mismo, 

con el propósito de darle cumplimiento al “principio de unidad del 

                                                           
125

 RLISV, Art. 6.- “En aquellos casos en los que un solicitante no cumpla con alguno de los 
requisitos señalados en los anteriores artículos, la DGT deberá prevenirlo para que cumpla 
con ellos, otorgándole un plazo de cinco días hábiles, contados a partir de la notificación 
respectiva. ..Si vencido el plazo señalado en el inciso anterior, sin que el interesado subsane 
la prevención realizada, la DGT emitirá resolución denegando lo solicitado por 
incumplimiento de requisitos”. 
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expediente”, esto aún cuando intervengan varios órganos administrativos, 

solo podrá integrarse único expediente.126  

Este expediente en cuestión, estará a disposición del interesado, en caso de 

que desee consultar alguno de sus pasajes, en pro de su derecho a conocer 

el procedimiento del cual es objeto.  

La ordenación adecuada del expediente y su custodia es responsabilidad de 

la Administración, los interesados pueden tener acceso a él y en caso que lo 

consideren conveniente, podrán ejercer un control, impugnando cualquier 

decisión que en él conste. 

4.6.1.3. Los plazos del procedimiento de remarcación 

La normativa salvadoreña, obliga tanto a la administración como a los 

particulares a cumplir con los plazos del procedimiento administrativo, ya que 

el incumplimiento de los mismos puede dar paso al surgimiento de diferentes 

situaciones, de no resolver en sesenta días hábiles se configura la 

denegación presunta y es en ese preciso momento cuando se abre la vía al 

administrado para acudir a la Sala de lo Contencioso Administrativo, para 

demandar por el acto presuntamente denegatorio.127 

126
Ibíd. artículo 3, Inciso 5. “De cada solicitud que reciba la DGT deberá crear el 

correspondiente expediente, el cual deberá llevarse debidamente ordenado y foliado, con 
todos sus anexos”. En el procedimiento de remarcación intervienen aparte de la Dirección 
General de Tránsito, el Viceministerio de Transporte y la Policía Nacional Civil, como 
instituciones del Estado, pero además interviene la sociedad INVERSOP S.A. de C.V,  que 
el Viceministerio de Transporte ha concesionado para realizar la remarcación material 
conocida como HBARON, el resultado de la remarcación es subida al sistema por personal 
técnico de dicha empresa, el cual es agregado también al expediente único.  
127

 Mejía. Manual de Derecho Administrativo, 223. 
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Para el caso del Procedimiento de Remarcación, la Ley de Identificación de 

seriales de vehículos, en cuanto a la solicitud, únicamente estipula plazo de 

cinco días hábiles contados a partir de la notificación al administrado, para 

cumplir con la prevención para que subsane el usuario cuando faltan  

requisitos, si no subsana, se denegará por falta de requisitos; sin embargo no 

estipula el plazo que la autoridad administrativa, se tomará para examinar y 

aceptar la solicitud, esto es lo que ha creado disconformidad a los usuarios 

de este servicio de remarcación, ya que existen casos en los que la autoridad 

administrativa pasa más de 60 días sin notificar el resultado de la solicitud.128 

 

Por otra parte, no se establece plazo para la resolución del trámite de 

remarcación, solo estipula el plazo de diez días, para que la DPTC, remita a 

la DGT, el resultado de la Experticia técnica. Esto deja un vacío, ya que se 

ha podido constatar en base a estadísticas de las solicitudes de remarcación 

recibidas que  dicho periodo se ha prolongado por mas de sesenta días y en 

ocasiones se ha dictado una resolución dos o tres años después de haber 

iniciado dicho procedimiento, vulnerando así derechos fundamentales, como 

el de propiedad, porque priva al usuario de disponer libremente de su 

vehículo automotor, tal como se puede evidenciar en el caso con referencia 

RV-378/2012, cuya solicitud fue interpuesta en el año dos mil doce y cuya 

resolución fue dictada a finales del año dos mil catorce.  

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, siguiendo el criterio 

expuesto por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ha señalado que 

se reconocen tres elementos de evaluación para establecer si se ha 

transgredido el principio de un plazo razonable: a) la complejidad del asunto; 

                                                           
128

 RLISV, Artículos 6, 7 y 8.  
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b) la actividad procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades 

judiciales.129 

 

Cuando el artículo 18 de la Constitución, hace referencia a una pronta 

respuesta, debe entenderse que hace relación a los plazos que la autoridad 

administrativa debe tomar en cuenta para resolver las peticiones, aunque la 

Constitución no señala plazos específicos para resolver una petición, debido 

a que algunos trámites o procedimientos son diversos y complejos que 

requieren de análisis y por tanto un tiempo mayor para resolver.  

 

El Derecho a una pronta resolución son parte de las garantías mínimas de un 

procedimiento racional y justo; un procedimiento con plazos o trámites 

innecesarios que dilaten la resolución, el procedimiento no sería racional y, 

por tanto, sería inconstitucional.130 

 

4.6.1.4. Medidas provisionales 

 

Una de las manifestaciones del principio de oficialidad, la administración 

tiene la posibilidad de acordar medidas provisionales que estime oportuna 

para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existen 

elementos de juicio para ello. 

 

 Se trata de medidas preventivas o cautelares, que tienen por finalidad evitar 

que cuando se adopte la resolución sea demasiado tarde, ya que el objeto 

que ha iniciado el procedimiento se ha perdido.131 

 

                                                           
129

 Clemente et. al., Principios fundamentales del derecho administrativo.  
130

 Tomás Jiménez Barahona et. al., “Disposiciones comunes a todo procedimiento”. (Chile: 
2004) ,8. 
131

 Mejía. Manual de Derecho Administrativo, 223. 
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En este procedimiento, existe una restricción al momento de realizar la 

experticia, cuando posee alteración en sus seriales, se aplica en el campo 

resultado el término “no pasa”, esta medida es levantada, cuando se dicta la 

resolución definitiva por parte de la DGT, por esta razón es que el acto se 

considera de molestia por ser una medida provisional, ya que el propietario 

del vehículo no puede disponer de su vehículo automotor libremente.  

 

4.6.2. Instrucción y diligencias en el procedimiento de remarcación 

 

Los actos de instrucción hacen referencia a las circunstancias necesarias 

para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud 

de los cuales deba pronunciarse la resolución.  

 

Estos son actos de trámite que tienen la finalidad de proporcionar al órgano 

competente los elementos de juicio necesarios para establecer y emitir la 

resolución apegada a derecho y al interés público, en el procedimiento 

administrativo, los actos de instrucción deben de realizarse de oficio por el 

órgano que tramite el procedimiento, con fundamento al principio de 

oficialidad.132 

 

Aquí podrán realizarse las pruebas que se estimen pertinentes, a fin de 

probar los extremos de la solicitud. 

 

En el Reglamento de la Ley de Identificación de Seriales, establece que una 

vez admitida la solicitud, la DGT, solicitará a la División de Policía Técnica y 

Científica, para que peritos del Departamento de Experticias a Vehículos 

Automotores (DEVA), le practique experticia sobre el vehículo objeto de la 

                                                           
132

 E. Gamero Casado y S. Fernández Ramos, Manual Básico de Derecho administrativo, 
4ª ed. (2007), 286. 
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petición de remarcación, esta práctica se realizará si el Director General de 

Tránsito lo estima conveniente.133 

 

Esta decisión es según criterio del Director General de Transito, debido a que 

para que haya solicitado la remarcación, ya existe una experticia técnica de 

identificación de seriales.  

 

El Departamento de Experticias a Vehículos Automotores, al emitir su 

informe de resultado de la experticia, deberá establecer qué serie es la que 

no conforma con las características del vehículo, las cuales vienen impresas 

en documento o título de propiedad, para el caso el VIN, es la serie que 

identifica e individualiza un vehículo, el chasís grabado identifica la carrocería 

y el motor;134 con la revisión material, el técnico verifica cual es la serie que 

no posee grabada, o si ésta se encuentra corroída o alterada, para que la 

Dirección General de Tránsito tome la decisión y emita el acto de autorizar la 

remarcación.135 

                                                           
133

 RLISV, Art. 7, inc. 1. “Analizada la solicitud con la documentación presentada, si fuese 
admisible, la DGT solicitará a la DPTC, practique la experticia sobre el vehículo de que se 
trate, pudiendo ordenar la realización de cualquier otra diligencia o solicitar cualquier otra 
información relacionada con el vehículo objeto de la petición de remarcación, si lo estimase 
conveniente.” 
134

 El Técnico o perito en identificación de series de vehículos, observa sobre el tablero de 
instrumentos, para verificar si posee placa o viñeta VIN, analiza cada uno de los guarismos 
que conforman la serie, (morfología, distancia y linealidad) de acuerdo a la marca. verifica el 
tipo de remache o en caso de viñetas el tipo de pegamento con lo que está sujeta al tablero 
de instrumentos, la posición que esta debe de tener y que coincidan los guarismos con la del 
chasis grabado y con series secundarias. Si no posee la placa o viñeta VIN que contenga la 
serie identificativa, se observa la parte del velocímetro del automotor, observando si es Km/h 
o M/h y se establece que este es un vehículo K/h, es de agencia, debiendo tener una placa o 
viñeta identificativa en la carrocería, ya sea en el pilarillo de la puerta izquierda al lado del 
conductor o en el compartimiento del motor. 
135

 En la placa metálica VIN y en la placa identificativa de la carrocería, pueden presentarse 
las siguientes alteraciones: Alteración por anulación parcial de dígitos, alteración por 
anulación total y sobre posición de serie falsa, alteración por anulación parcial y sobre 
posición de dígitos falsos. Alteración por anulación total de placa VIN o placa identificativa de 
la carrocería.  
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Practicada la experticia correspondiente, si no fuese posible determinar las 

series originales de identificación de un vehículo automotor, pero fuese 

procedente su remarcación, la DGT elaborará una serie alfa numérica a 

efecto de individualizar el vehículo, la cual será incorporada al mismo, 

conforme lo determine la mencionada Dirección.136 

 

En este particular existe controversias entre el perito de identificación de 

series con la decisión que toma la DGT, en los casos de elaborar la serie 

alfanumérica que individualice al vehículo, ya que según la normativa técnica 

internacional, la norma ISO 3779, 137  determina los guarismos que debe 

contener el número de identificación vehicular, llamado comúnmente como 

VIN, ya que ésta establece que debe contener 17 caracteres.138  

 

El técnico en experticias identifica el vehículo a través del VIN: Número de 

Identificación Vehicular, contenido y estructura, código identificador mundial 

                                                           
136

 RLISV, Art. 7, Inc. 3.   
137

 Las normas técnicas de la Organización Internacional de la Normalización (ISO), que 
regulan a los fabricantes de vehículos son: ISO-3779 1983, Road vehicles, Vehicles 
Identification Number, (VIN). Content y Structure, ISO-3780 1983, Word Manufacturer 
Identifier (WMI) Code e ISO-4030 1983. Road La identificación de los vehículos, sirve para 
que por medio de una revisión física del mismo, podamos ver algunas características 
técnicas, como saber de qué país procede, saber el año de fabricación, checar si no está 
manipulado el dígito verificador para su seguridad,  unificando criterios aplicables a todo tipo 
de vehículos, entrando en vigor en el año de 1979 en Estados Unidos de América y 
posteriormente incorporándose paulatinamente en otros países. 
138

 Todos los vehículos llevan troquelados en sus chasis o bastidores y en zonas internas 
poco accesibles, pero fácilmente localizables, según cada fabricante, el número de 
identificación vehicular es llamado y conocido habitualmente como número de bastidor o 
chasis, al ir troquelado en la carrocería del vehículo. El número de identificación del vehículo 
debe constar de una combinación estructurada de caracteres asignada por el constructor a 
cada modelo de automóvil. Además el fabricante puede troquelar el VIN con separadores 
que no se puedan confundir con los signos utilizados en el lenguaje ISO, es decir, podrá 
utilizar (.) (-) (+) u otros; no obstante, al trasladarlo a un soporte informático gráfico no se 
pueden utilizar estos separadores: han de ser eliminados transcribiendo tan solo los 17 
caracteres que van a identificar e individualizar un determinado vehículo. Es decir, cuando 
se realiza la consulta a las bases de datos de vehículos, ya sea la base mundial de 
vehículos Robados del Sistema I-24/7 de Interpol o el VINASIST (Asistente de VIN) no se 
utilizan los puntos, ni signos, es realizada digitando los 17 caracteres. 
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del fabricante (WMI), que sirve como marco de referencia para el 

establecimiento de la estructura de los números de identificación para los 

vehículos fabricados, ya que la producción de vehículos de motor requiere, 

por un lado, el respeto por parte de los fabricantes de una serie de normas 

obligatorias, las reglamentaciones técnicas, que fijan los requisitos o 

especificaciones de esta naturaleza que deben respetar este tipo de 

productos y/o los distintos componentes que los conforman.139  

 

Las partes que conforman, el contenido y estructura del VIN son las 

siguientes:  

 

WMI ((World Manufacture Identification ó País y firma del fabricante), Código 

asignado al constructor del vehículo para su identificación, que consta de 3 

caracteres. El primer y segundo dígito designan la zona geográfica y país del 

constructor, y el tercer dígito designa la marca de dicho constructor.140 

 

VDS (Vehicle Description Section ó sección descriptiva del vehículo), tiene 

como objetivo indicar las características generales del vehículo, su contenido 

es de 6 caracteres, los espacios no utilizados deben completarse con letras o 

números definidos por cada constructor, que sirve como marco de referencia 

para el establecimiento de la estructura de los números de identificación para 

los vehículos fabricados.141 

 

En el caso de los vehículos marca Toyota, los cuales son importados con 

más frecuencia debido a la demanda de los mismos, según datos de la 
                                                           
139

 Vicente Álvarez García, El Régimen Jurídico Técnico de la Fabricación de los Vehículos 
de Motor, Revista General de Derecho Administrativo No. 34 (2013). Información que se 
encuentra disponible en: http://www.juntadeandalucia.es /institutodeadministracionpublica/ 
aplicaciones/boletin/publico/boletin57/Art%C3%ADculos_57/%C3%81lvarez-arcia(RGDA).pdf 
140

 Ibíd.  
141

 Ibíd. 

http://www/
http://www.juntadeandalucia.es/institutodeadministracionpublica/
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Policía Nacional Civil son los más remarcados ya que a través de los años 

los vehículos de esta marca han objetos de hurtos y robos.  

 

a) El primer carácter del VIN del Toyota, que será una "J", se refiere al 

país de origen del vehículo, Japón. El segundo carácter representa al 

fabricante, que en este caso sería una "T" por Toyota. 

 

b) El tercer carácter en la secuencia para determinar el tipo de vehículo, 

un "2" significa que el vehículo es un auto de pasajeros, un auto, un 

camión o una camioneta se identifican como autos de pasajeros en 

este código. 

 

c) El cuarto y el quinto carácter para se utiliza para el tipo de carrocería 

de que se trata, estos dos dígitos explicarán si se trata de una 

furgoneta (11-12), una camioneta pickup (31-33) un sedán (52-54) o un 

vehículo de carga (21-22).  

 

d) El sexto carácter se refiere al tipo de motor del vehículo, es decir, si se 

trata de un vehículo todo terreno o un vehículo de dos ruedas. Para los 

vehículos estándar de pasajeros, los códigos serán "L" para un motor 

pequeño o una "Y" para las camionetas grandes. 

 

e) El séptimo carácter al modelo del vehículo, una "C" para hacer 

referencia a un Camry, una "B" para un Supra, "E" para un Corolla, una 

"Z" para Land Cruiser y una "N" para las camionetas 4 Runner.  

 

f) El octavo carácter es el código del modelo, distingue entre las distintas 

ediciones de un mismo modelo. 
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g) El noveno carácter, conocido como el número de verificación, que es 

usado por el fabricante de Toyota a discreción (o por cualquier otro 

fabricante) por distintos motivos. Pueden indicar una edición especial o 

marcar un lote de vehículos para prestarles una especial atención, pero 

básicamente se usa el número "1". El décimo dígito indica el año de 

fabricación y sigue éste orden: los autos fabricados en 1981 llevan una 

"B", los de 1982 una "C", "E" es para los de 1984, "F" para 1985, "G" 

para 1986, "H" para 1987, "J"-1988, "K"- 1989, "L" - 1990, "M" - 1991, 

"N" - 1992, "P" - 1993, "R" - 1994, y "S" - 1995. A partir de 1996 en 

adelante, los números comenzaron con el "1" y continuaron 

incrementándose con el correr de los años. 

 

h) El undécimo carácter para determinar la planta donde se construyó el 

vehículo. La "C" se refiere a la planta de Ontario en Canadá, la "O" 

indica la planta especializada que fabrica el Toyota Supra, la "U" se 

refiere a Georgetown, en Kentucky y la "Z" es para Fremont, en 

California. 

 

i) Los últimos seis dígitos del VIN corresponden al número de serie y son 

específicos de cada vehículo. 

 

En El Salvador, actualmente, la Dirección General de Transito, autoriza la 

remarcación de las series de aquellos vehículos cuyas series no se han 

logrado identificar, ni determinar su originalidad. En esta remarcación se 

utilizan caracteres como N/D seguido de la referencia de la solicitud de 

remarcación. Al insertar dichos caracteres, sobre las serie reales de 

identificación de cada vehículo, fuera de los parámetros establecidos, 

contravienen con la norma técnica de estandarización internacional, en el 

sentido de que esta remarcación equivale a una alteración en dichas series. 
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4.6.3. Terminación del procedimiento 

 

Desde el punto de vista formal, el procedimiento administrativo salvadoreño 

puede terminarse de dos formas:  

 

a) Mediante el acto administrativo definitivo o resolución, por medio de 

este se pone fin al procedimiento, el cual deberá ser congruente con lo 

solicitado, fundamentando con argumentos de hecho el 

reconocimiento o rechazando del derecho invocado.142 

 

b) Mediante la figura del desistimiento, que se traduce en el abandono de 

las pretensiones por el interesado, de igual manera sucede con la 

renuncia al derecho material cuyo reconocimiento ha solicitado, sin 

embargo esta figura se contempla en este procedimiento, cuando no 

continua el procedimiento, o no asiste a la audiencia, se configura la 

deserción y por tanto se da por terminado el procedimiento. 

 

El artículo 7 inciso 3° establece que una vez identificado el automotor, el 

Director Resuelve autorizar la remarcación, de igual forma, el artículo 8 del 

mismo reglamento, ordena la remarcación física, de acuerdo al número de 

identificación original.143  

 

Una vez realizada la remarcación por parte del personal que ha sido 

autorizado para tal efecto, la DGT, remitirá el expediente al Jefe del Registro 

                                                           
142

 Mejía, Manual de Derecho Administrativo, 223. 
143

 RLISV, artículo 7, Inciso 3 “Previo a la remarcación, el interesado deberá cancelar en la 
colecturía del Viceministerio de Transporte, el arancel fijado en la resolución… Presentado el 
recibo de cancelación del arancel que corresponda, la DGT deberá efectuar la remarcación 
física en el vehículo de que se trate, de acuerdo a los extremos fijados en la resolución 
dictada por la misma; debiendo agregar al expediente el recibo de pago correspondiente , de 
acuerdo a los montos establecidos en el Art. 18 de este Reglamento” 
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Público de Vehículos para que sea incorporado al sistema informático y 

pueda disponer libremente del bien, esta es la forma normal de terminar el 

procedimiento .144  

 

En caso que haya sido denegada la remarcación, las consecuencias serían 

cancelar la matrícula del vehículo, pero además el propietario puede optar 

por realizar el cambio de motor del mismo.145  

 

Si el usuario o solicitante de la remarcación no se encuentra satisfecho por la 

resolución, tiene el derecho de interponer un Recurso de Apelación, ante la 

Dirección General de Tránsito, previo examen resolverá si admite o no la 

solicitud de apelación, en caso que el usuario no hiciere uso de ese derecho, 

se declarará firme la resolución.  

 

En cuanto a la resolución definitiva, el Reglamento de la Ley de Identificación 

de seriales estipula que debe de fundamentarse y que además deben 

utilizarse las reglas de la sana crítica, aquí es importante que la DGT, cuando 

emita su resolución tome en cuenta la normativa técnica internacional que 

rige a los fabricantes de vehículos, con el objeto de no vulnerar derechos 

fundamentales, tales como el derecho de propiedad, ya que cuando un 

                                                           
144

 Ibíd. Art. 9 y 10. “Realizada la remarcación, la DGT enviará el expediente debidamente 
foliado al Jefe del Registro Público de Vehículos Automotores, a efecto que se incorporen los 
cambios correspondientes al sistema informático que lleva el Viceministerio de 
Transporte…Realizada la incorporación se finalizará la solicitud y se archivará el expediente 
respectivo por la mencionada Dirección…Concluido lo anterior, el solicitante deberá realizar 
el trámite correspondiente, a fin de obtener la renovación de la Tarjeta de Circulación del 
vehículo de que se trate”. 
145

 Ibíd. Art. 10, inciso 2. “En el caso que la remarcación se tratare de numeración de motor y 
ésta no procediere, la DGT emitirá resolución denegando lo solicitado. En estos casos, 
procederá realizar el cambio de motor, si así lo estimase el interesado, debiendo el Registro 
Público de Vehículos Automotores cancelar la inscripción, mientras dicho cambio no se 
realice”. 
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vehículo ha sido identificado plenamente, según los peritos no es necesario 

agregar más caracteres, fuera de los parámetros internacionales. 

 

Esta práctica, ocasiona un problema al propietario del vehículo que ha sido 

remarcado, en el sentido que si dicha persona desea salir de las fronteras del 

país, por ejemplo, a cualquier país de Centroamérica, existe la posibilidad de  

que en un operativo policial, dicho vehículo sea considerado como alterado 

debido a la alteración por adición que presentan sus series, por no cumplir 

con los estándares internacionales.146   

 

De igual manera, en cuanto a la identificación de seriales y la información 

teórica técnica, se considera que esta práctica, refiriéndose a la remarcación, 

no es coherente con la normativa internacional, ya que es el fabricante el 

autorizado para grabar una serie en un vehículo automotor. 

 

Tomando en consideración algunos factores como la marca y modelo del 

vehículo y de acuerdo a los conocimientos adquiridos en los diferentes 

manuales técnicos de mecánica forense, la remarcación de un vehículo 

podría ser considerada como una alteración por adición y por lo tanto, como 

una práctica ilícita, situación que perjudicaría directamente al propietario del 

vehículo en caso de pretender comercializarlo en otro país de la región. Sin 

embargo, la Asamblea Legislativa de El Salvador, faculta al Director General 

de Tránsito para ordenar la remarcación de un vehículo.147 

                                                           
146

 Luís Rivas Franco. Perito en identificación de seriales de vehículos, asignado al área de 
restauración de series de vehículos. (El Salvador: Policía Nacional Civil: División de la 
Policía Técnica y Científica, 2016). Al respecto, el mismo Director General de Tránsito 
confirmó que se había presentado un caso en Puerto Rico, donde el propietario había 
exportado su vehículo y que al pretender legalizarlo en esa Isla caribeña, fue incautado por 
alteración.  
147

 Ibíd. Sin embargo en la entrevista realizada al Director General de Tránsito, al respecto, 
manifestó que debe considerarse en la Ley, la marcación del vehículo, ya que en la misma 
solo se ha considerado la remarcación.  
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4.6.4. Recurso de Apelación 

 

En el procedimiento de Remarcación, la Ley de Identificación de seriales de 

vehículos estipula un único Recurso que es el de Apelación, este procede 

únicamente contra la resolución definitiva del Director General de Tránsito; 

según el Art. 13 LISV y Art. 12 RLISV, el Viceministro de Transporte 

conocerá de este recurso, por ser la autoridad superior.  

 

El recurso deberá plantearse por escrito fundamentando las razones por las 

cuales apela, dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación 

respectiva del acto.  

 

Presentado el recurso, la Dirección General de Tránsito se limitará a recibir el 

escrito del mismo y lo enviará al Viceministro de Transporte junto al 

expediente, dentro de los tres días hábiles siguientes, para que sea éste el 

que resuelva sobre el asunto planteado.  

 

Para que el Viceministro deniegue o admita el recurso de apelación, no 

existe un plazo estipulado, no obstante, para el caso si el recurrente solicita 

audiencia, para presentar algún elemento que sirva de prueba y que por 

cualquier circunstancia no se haya incluido, debe fijarse audiencia para 

recibirla.148 

 

El acto que resuelva el Viceministro de Transporte, podrá revocar o confirmar 

la denegatoria de remarcación y para esta resolución no se admitirá ningún 

recurso, aquí queda agotada la vía administrativa en legal forma.149 

 

                                                           
148

 LISV, Artículo 14 
149

 Ibíd. 
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4.7. La incidencia del delito de hurto y robo de vehículos y la 

alteración de seriales de identificación en el procedimiento de 

remarcación de vehículos automotores  

 

Los vehículos han sido objeto de robo, hurto o apropiación ilícita o indebida y 

por distintos motivos el autor de dicho delito, en muchas ocasiones altera o 

borra, mediante una variedad de formas, los códigos de identificación 

alfanumérica del automotor. 

 

El hurto y robo de vehículos es un problema de índole social que afrontan 

casi todos los países del mundo, en América Latina, este delito ha alcanzado 

un nivel alarmante, principalmente por el excesivo crecimiento del parque 

automotor, así como el elevado costo de los accesorios y auto partes de los 

vehículos, por la existencia de mercados informales, en donde se expenden 

y comercializan fácilmente los autos partes y los accesorios de dudosa 

procedencia. Así, la delincuencia está orientada al robo de vehículos por la 

facilidad con que se comete este tipo de delito porque se considera que para 

la comisión de este tipo de delitos se “arriesga poco y se gana mucho”.150 

 

El robo de vehículos y las actividades delictivas conexas representan una 

grave pérdida económica para los propietarios de los mismos, dejándolos en 

muchos casos financieramente agobiados al sufrir la pérdida total del 

vehículo, al no ser recuperado y de igual forma en caso de ser recuperado 

                                                           
150

 Fernando Delgado. Teniente de Guardia Civil de España, Investigador de delitos de 
Tráfico Ilícito de Vehículos, considera que el robo de vehículos ha llegado a ser un grave 
problema a escala mundial y que el mismo se ha visto incrementado por la apertura de 
fronteras, ya que facilita el comercio, evitando los obstáculos al mismo, situación de la cual 
se han beneficiado las mafias organizadas ya que el robo de vehículos les proporciona 
ganancias y ventajas que les permiten de alguna forma financiar organizaciones terroristas 
dedicadas al robo de vehículos. 
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debido a que en la mayoría de ocasiones estos presentan graves daños, 

desmantelamiento o alteraciones.151 

 

En la actualidad no existe un sistema que evite la sustracción de vehículos, 

se considera que entre los factores que facilitan el tráfico ilícito de vehículos 

se encuentran: a) la cooperación insuficiente entre los organismos que 

intervienen en la importación de vehículos, así como en el registro de los 

mismos, b) la falta de controles apropiados antes de la matriculación de los 

vehículos, c) la corrupción, d) la buena fe, e) la diversidad en la práctica de 

matriculación entre los países de la región, y f) las diferencias en el nivel de 

preparación de los inspectores de vehículos.152 

 

El tráfico ilícito de vehículos comprende elementos del tipo delictivo, tales 

como: la sustracción del vehículo (ya sea con fuerza, violencia o intimidación 

o “al descuido”); la falsificación de la documentación que ampara la posesión 

del vehículo y los elementos de identificación del mismo. De igual forma 

puede configurarse en tal caso otras figuras delictivas, como lo son la 

receptación y la estafa.153 

 

Entre las actividades de las organizaciones dedicadas al tráfico ilegal de 

vehículos, se encuentran: a) la adquisición de un vehículo de alta gama; b) la 

falsificación de la documentación que ampare la posesión de dichos 

vehículos; c) la adquisición de elementos electrónicos; d) la falsificación de 

las series identificativas de vehículos y las placas de matrícula (VIN); e) el 

depósito de vehículos en lugares de “maquillaje” y ocultación de vehículos 

                                                           
151

 Francisco Laj Pop. Técnicas y métodos de detección de alteraciones en los sistemas de 
identidad vehicular en casos de robo y hurto de vehículos. (Guatemala, 2014), 11. 
152

 SICA. Estudio especializado en la lucha contra el tráfico ilícito de vehículos, (El Salvador: 
Plan Maestro de Formación Regional de Justicia y Seguridad, 2015). 
153

 Ibíd. 
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sustraídos para su posterior venta o enajenación a presuntas organizaciones 

dedicadas al tráfico ilícito de vehículos u otras personas que se dedican a la 

venta de vehículos en éste sector del comercio informal, que carecen de los 

escrúpulos necesarios para desechar una compra a bajo coste.154 

 

Los delincuentes utilizan documentación falsa, que en algunos casos, 

respecto a los elementos originales del vehículo, grabados o adheridos como 

el VIN, contienen información verdadera, y demás elementos auxiliares de 

identificación.  

 

Otra de las modalidades utilizadas consiste en falsificar los elementos de 

identificación con datos de vehículos procedentes de siniestros o dados de 

baja; una vez localizado y sustraído el vehículo, es trasladado a un taller o 

lugar adecuado para tal efecto y se procede a la falsificación de sus 

elementos de identificación, mediante el sistema de ventaneo, sustitución, 

injerto, o retroquelamiento, 155  remarcado o simplemente falsificando la 

documentación y placas o de su matrícula, dotando a los vehículos una vez 

falsificados con la documentación correspondiente, como permiso de 

circulación, identificación automotor, dependiendo de lo determinado por el 

país de destino.  

 

                                                           
154

 Ibíd. Cuando un vehículo es robado los números de serie (chasis, motor), que lo 
identifican como tal, son alterados o borrados en su totalidad y seguidamente en la superficie 
metálica en que se encontraban los números de serie originales, éstos son troquelados o 
pintados otros números para hacer pasar el vehículo por otro y así poder comercializarlos.  
155

 El sistema de retroquelamiento, o remarcado, consiste en el borrado de los números 
genuinos del VIN a través de moladora o muelas abrasivas, martilleo por calentamiento, 
relleno de los surcos, etc., posteriormente, remarcan con los números del legal. En ambos 
casos mediante masilla y pintura se enmascara para evitar que fuera detectado el vehículo a 
la hora de ser inspeccionado. En la práctica si bien efectiva al principio, rápidamente 
descubierta por las autoridades, pasando los técnicos delincuentes en modificar la 
operación, soldando las piezas por debajo, puliendo y pintando a superficie visible, lo que 
deja nuevamente invisible la maniobra.  
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En cuanto al chasis, mono bloque o bastidor, se sustituyen los dígitos 

originales del vehículo hurtado con otro vehículo de iguales características 

sin problemas legales, esta operación que se conoce como “ventaneo”, 

injerto o sustitución, consiste en recortar el número original del VIN del 

vehículo legal, dejando una ventana y posteriormente sustituirlo mediante 

soldadura al vehículo sustraído con igual procedimiento que se extrajo el 

original legal, colocándolo en la ventana; estas piezas son soldadas.156 

 

Cuando las series de identificación de un vehículo son alteradas, el 

laboratorio correspondiente realiza un  proceso cuya finalidad es revelar las 

series identificativas originales, mismo que consiste en que mediante 

procedimientos químicos o electroquímicos, del resurgimiento de las 

identificaciones originales se devela el origen del vehículo. Por ello los 

delincuentes no utilizan solo el remarcado, troquelado, sino también, la 

sustitución, injerto o ventaneo. Así, para evitar el resurgimiento de la 

numeración original en los motores a través de reactivos químicos, los 

delincuentes realizan un pulido profundo, remarcan o retroquelan los 

números falsos, sobre los originales, dificultando el revelado, por lo que la 

criminalística apela a la fotografía digital y la informática.157 

 

El procedimiento electroquímico permite revelar la base de la numeración, 

que se imprime por percusión en su capa más baja, con el descubrimiento de 

las nuevas técnicas, los técnicos delincuentes modifican sus estrategias, por 

ello en lugar de alterar el vehículo, alteran sus documentos.158 

 

                                                           
156

 Ibíd. 
157

El hurto de vehículos, tráfico y cómo identificarlos. Información disponible en: 
http://www,criminalistica.com.mx/areas-forenses/seguridad-publica/502-el-hurto-de-vehulos-
trafico-y-como-identificarlos. 
158

 Ibíd.  

http://www,criminalistica.com.mx/areas-forenses/seguridad-publica/502-el-hurto-de-vehulos-trafico-y-como-identificarlos
http://www,criminalistica.com.mx/areas-forenses/seguridad-publica/502-el-hurto-de-vehulos-trafico-y-como-identificarlos
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El tráfico ilícito de vehículos tiende a incrementarse, en El Salvador del mes 

de enero del año 2007 al mes de diciembre del año 2015, se han visto 

involucrados 30,930 vehículos; y del mes de enero al mes de diciembre del 

año 2015, se han visto involucrados 3,796 vehículos, lo que equivale a un 

promedio de 10.4 vehículos diarios, que han sido robados, hurtados o 

apropiados ilícitamente, es por ello que las políticas de matriculación de un 

vehículo, deben cumplir los requisitos de la experticia técnica de 

identificación de seriales.159 

 

De acuerdo a fuentes de INTERPOL, se estima que los ingresos monetarios 

que recibió la delincuencia organizada transnacional en el tema de vehículos, 

para el 2012, oscilan entre 350 y 400 millones de dólares y para el 2015 se 

estima que serán entre 500 a 550 millones de dólares.160 

 

En todos los países de la región existe el tráfico ilícito, sin embargo, el mayor 

porcentaje de casos de tráfico ilícito de vehículos corresponde a Guatemala y 

El Salvador, partiendo de México hacia Guatemala y de Costa Rica hacia 

Panamá; de igual forma la tendencia de robo en la región de Centroamérica 

y El Caribe, se tiene evidencia que del universo de vehículos, son los de 

carga liviana y marca Toyota los que tienen mayores índices de robo. Ante 

esa situación, se han creado una serie de técnicas y métodos que buscan 

restablecer la identificación del automotor, ya sea con el objetivo de utilizarlo 

como prueba en un proceso penal o para restituir el vehículo a su legítimo 

propietario.161 

 

                                                           
159

 Unidad de Acceso a la Información de la Policía Nacional Civil, (El Salvador, 2016).  
160

 SICA. La problemática del tráfico ilícito de Vehículos en la región, (El Salvador,  2015). 
161

 Francisco Laj Pop, Técnicas y Métodos de detección de alteraciones. 
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Como medidas para prevenir los delitos de hurto, robo, apropiación indebida 

y estafa, así como para evitar inscribir bienes de origen ilícito, entre los 

requisitos para inscribir en el Registro Público de Vehículos Automotores del 

Viceministerio de Transporte, un vehículo usado importado, el Viceministerio 

de Transporte exige la experticia técnica de identificación de seriales en los 

siguientes casos: a) por cambio de motor; b) por reposición de la placa (a 

causa de extravío, hurto o robo de placas).162 

 

En El Salvador, en 1995, la inspección de las seriales de vehículos era 

realizada en las diferentes aduanas, ya que solamente existían cinco 

técnicos en la materia, esta verificación de seriales se realizaba con el objeto 

de darle cumplimiento a las “Normas para la Importación de Vehículos  

Automóviles y de otros Medios de Transporte”.163 

 

Actualmente, la experticia técnica de identificación de series es realizada por 

el personal del Departamento de Experticias de Vehículos Automotores 

(DEVA) de la División de Policía Técnica y Científica (DPTC), de la Policía 

Nacional Civil (PNC), para ello el personal técnico brinda su informe al 

Director General de Tránsito, a fin de que el vehículo automotor sea 

registrado en el padrón del Registro Público de Vehículos. 

                                                           
162

 Reglamento de la Ley de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, Articulo 
56-A.  Este requisito es exigido por el Viceministerio de Transporte, para dar cumplimiento la 
ley de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial y su respectivo Reglamento, ya que 
cuando la placa es extraviada o robada, se le asigna otra placa, motivo por el cual se envía a 
realizar experticia de identificación de seriales de vehículos, en el Departamento de 
Experticias de Vehículos Automotores de la División de Policía Técnica y Científica de la 
Policía Nacional Civil. Esto tiene lógica, ya que este procedimiento de Reposición de placa, 
no es una simple reposición de la misma placa, sino que le es asignada otra con diferente 
correlativo; y se hace necesario que las características que individualizan el vehículo sean 
conforme a la experticia y estas son las que aparecen reflejadas en la tarjeta de circulación.  
163

 Normas para la Importación de Vehículos  Automóviles y de otros medios de 
transporte. (El Salvador: Asamblea Legislativa, 1995). 
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Y en caso que cuando se realice la revisión técnica de las seriales descritas 

en el documento de identificación del vehículo automotor, no coincidan con 

las que contiene físicamente, el vehículo es secuestrado para dar inicio a un 

proceso judicial, lo cual es avalado por los fiscales de la Unidad 

Especializada de Hurto y Robo de Vehículos de la Fiscalía General de la 

República de San Salvador, si consideran pertinente iniciar la acción penal 

por el delito de Falsificación de Señas y Marcas, establecido en el artículo 

289-A, numeral 3 del Código Penal, ante el Juzgado competente.164  

 

Una vez el vehículo pasa al proceso judicial o la FGR lo entrega en forma 

definitiva, con esta resolución el usuario puede iniciar el procedimiento de 

remarcación de series de identificación de vehículos y el Director General de 

Tránsito dicta su resolución, en la cual expresa que su decisión es fundada 

en la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos, en la Ley de Transporte, 

Tránsito y Seguridad Vial, y su respectivo reglamento, siendo éste la 

autoridad facultada para determinar si es procedente o no realizar la 

remarcación de las series.165 

 

Por lo tanto, la importancia de realizar una experticia técnica de identificación 

de series de vehículos, estriba en corroborar que las series de identificación 

vehicular, que individualizan a un vehículo materialmente, son las 

                                                           
164

 Elmer Gutiérrez. Perito de Identificación se Seriales de Vehículos (El Salvador: Policía 
Nacional Civil: 2016). “El secuestro no es de manera antojadiza, sino que al hacer una 
revisión minuciosa al vehículo sometido a peritaje, si éste no se puede identificar por 
ninguno de los medios entre los cuales se encuentran: Los medios de identificación 
primarios: Los números de serie grabados en partes estructurales, números de serie ocultos 
o confidenciales y entre los medios de identificación secundarios, tenemos la Placa NIV, 
etiquetas o engomados de certificación, placa de especificaciones del fabricante, números 
de serie en motor, números de serie en transmisión y el número PKN. Los números ocultos o 
confidenciales, se reconocen porque se encuentran estampados en forma oculta, 
generalmente son en bajo relieve y se encuentran instalados sólo en partes estructurales 
como lo son: Cuadros o bastidores, chasis y carrocería de los vehículos constituyéndose en 
elementos inherentes al vehículo. 
165

 LISV, Artículos 9, 10 y 11.  
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correspondientes de acuerdo con los documentos que amparan la propiedad 

del vehículo, de lo contrario resultará necesario iniciar una investigación.  

 

Si el vehículo no posee las series de identificación ya sea que por un 

accidente de tránsito, por corrosión o que por haber sido objeto de un ilícito y 

cuando éste fue recuperado ha sufrido alteración en las series que le 

identifican, se inicia ante la Dirección General de Tránsito del Viceministerio 

de Transporte un procedimiento de remarcación de series.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



84 
 

CAPITULO V 

 

FUNDAMENTO JURÍDICO APLICABLE AL PROCEDIMIENTO DE 

REMARCACIÓN DE SERIES DE VEHÍCULOS 

 

En la presente investigación, es de vital importancia realizar un estudio sobre 

la regulación constitucional y la regulación secundaria, sin dejar de lado la 

normativa técnica internacional de identificación de vehículos, ya que esta es 

el instrumento que determina y controla la conducta jurídica de los 

fabricantes de vehículos y la que establece los estándares por los cuales se 

regirán los mismos; por ende resulta de carácter obligatorio tomar en 

consideración las referidas normas técnicas en el procedimiento de 

remarcación. 

  

En cuanto a la regulación constitucional, en este capítulo, se hará referencia 

a aquella en la que se fundamenta el derecho de petición, además de la 

jurisprudencia aplicable a los procedimientos, que de conformidad a la Carta 

Interamericana de Derechos Humanos, pues las normas jurídicas no existen 

aisladas, ellas forman un conjunto ordenado y sistemático al que se le 

denomina ordenamiento jurídico.166  

 

5.1. Fundamento constitucional del procedimiento de remarcación 

 

Para analizar correctamente las normas que regulan la acción del Estado en 

el Procedimiento de Remarcación, debe iniciarse con la Constitución de la 

República de El Salvador, que como bien es conocido por todos, constituye 

la fuente principal del derecho.  

                                                           
166

 Nicolás María López Calera, Introducción al Estudio del Derecho, 2da ed. (España: 
Editorial Don Quijote, 1981), 124. 
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A pesar de que en la Constitución, no existe disposición alguna que 

expresamente obligue a los poderes públicos a seguir un procedimiento  

administrativo, esta manifestación se encuentra implícita en el Derecho 

Constitucional a la Seguridad Jurídica, consagrado en el artículo 2 de la 

referida Constitución. 167  

 

La premisa constitucional plasmada en el artículo 1, que expresa: Que la 

persona humana es el fin principal del Estado, pues le reconoce como el fin 

de su actividad, junto al artículo 86 de la Constitución de la República, en su 

inciso 3°, que establece que "Los funcionarios del Gobierno son delegados 

del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la 

Ley" 168 , son las bases del Procedimiento de Remarcación, al igual que 

cualquier procedimiento apegado a la Ley, en el cual la persona humana 

figura como el protagonista de la actividad del Estado. 

 

La Constitución de la República reconoce que los procedimientos 

administrativos, le proporcionan garantía al gobernado, ya que deben estar 

regulados y los funcionarios delegados para autorizar los actos 

administrativos deben estar facultados por las leyes que han sido creadas 

para tal efecto.  

 

Una de las fuentes más importantes del Derecho Administrativo es la Ley, 

que para exigir su cumplimiento debe atenderse a que la Ley, por regla 

general, es irretroactiva, lo que significa que sus efectos son hacia el futuro, 

por tanto no se deben aplicar a procedimientos establecidos, previamente a 

su vigencia, salvo en materias de orden público. 

                                                           
167

 Mejía, Manual de Derecho Administrativo, 224 
168

 Constitución de la República de El Salvador, (El Salvador: Asamblea Legislativa, 
1983) artículo 18. 
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La ley es el título habilitante de la actuación de la autoridad administrativa, 

pero el fundamento constitucional se plasma en el artículo 18 de la 

Constitución,169 el cual consagra el Derecho de Petición y Respuesta, ya que 

todo ciudadano tiene derecho a presentar sus pretensiones ante una 

autoridad pública, a fin que se le otorgue el ejercicio de un derecho subjetivo, 

por lo que dicha administración seguirá un procedimiento, a fin de resolverle 

y hacerle saber lo resuelto.170 

 

El derecho de petición y respuesta puede ejercerse cuando la Administración 

resuelva de forma contraria a los intereses legítimos de un particular, lo cual 

podrá impugnarse por medio de los recursos administrativos que la ley 

franquea, con el propósito de restablecer sus derechos. En caso que la 

autoridad resuelva conformando el acto, se abre la puerta al particular para 

que pueda acudir a entablar un Proceso Contencioso Administrativo en sede 

judicial. 

 

5.2. Los tratados internacionales  

 

En el ámbito internacional, se destaca la importancia que la Corte 

Interamericana de derechos humanos le da al cumplimiento del debido 

proceso legal no solo en el ámbito judicial, sino en lo administrativo, 

estándares fijados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos en 

materia de acceso a la justicia, referidos al debido proceso administrativo.171 

 

                                                           
169

Ibíd. “ Toda persona tiene derecho a dirigir sus peticiones por escrito, de manera 
decorosa, a las autoridades legalmente establecidas; a que se le resuelvan, y a que se le 
haga saber lo resuelto” 
170

 Ibíd. 
171

 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, El acceso a la justicia, como 
garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. 
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El Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), ha fijado posición 

sobre la aplicación de las garantías del debido proceso legal en ámbitos 

administrativos. 

  

Así, se ha establecido la obligación de los Estados de contar con reglas 

claras para el comportamiento de sus agentes, a fin de evitar márgenes 

inadecuados de discrecionalidad en la esfera administrativa, que puedan 

fomentar prácticas arbitrarias o discriminatorias; al mismo tiempo el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos ha avanzado en la identificación del  

debido proceso legal que deben regir los procedimientos administrativos, 

tales como el plazo razonable, el derecho a la revisión judicial de decisiones 

administrativas, contar con un abogado a una decisión fundada, a la 

publicidad de la actuación de la administración, entre otros. 

 

En su sentencia del 2 de febrero del año 2001, en el caso Ricardo Baena y 

otros, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, destacó en relación 

con el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos 

(CADH), que las garantías judiciales, no se deben limitar a los recursos 

judiciales en sentido estricto, sino al conjunto de requisitos que deben de 

observarse en las instancias procesales, a afecto de que las personas estén 

en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo 

de acto del Estado que pueda afectarlos, es decir que cualquier actuación u 

omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo 

sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal. 

 

5.3. Regulación secundaria 

 

Como se ha expuesto en capítulos anteriores una de las características del 

procedimiento administrativo salvadoreño es la heterogeneidad, ya que no 
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existe una ley de procedimientos administrativos, que regula la forma en que 

se resolverán las peticiones de los administrados, en tal sentido y por la 

problemática que se presentó en el año 2011 que más de 15,000 mil 

vehículos fueron sacados del padrón vehicular por tener pendientes procesos 

de remarcación de sus series identificativas, se crea la ley de Identificación 

de Seriales de Vehículos. 

 

El objeto de la presente investigación es precisamente el procedimiento de 

remarcación de series de vehículos en El Salvador y que se encuentra 

regulado en la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos y su respectivo 

reglamento, con ella, se pretende dar esa seguridad a los poseedores y 

propietarios de los vehículos, que por una u otra circunstancia, necesitan que 

se practique la remarcación de seriales, para evitar márgenes inadecuados 

de discrecionalidad en la esfera administrativa, que puedan fomentar 

prácticas arbitrarias o discriminatorias, que se habían generado antes de la 

creación de dicha ley.   
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CAPITULO VI 

 

ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO DE REMARCACIÓN DE VEHÍCULOS  

DE LA LEY DE IDENTIFICACIÓN DE SERIALES DE VEHÍCULOS 

 

En un Estado de Derecho, para que una norma cumpla con la función de 

brindar seguridad jurídica, en virtud de que ha sido dictada para ser aplicada 

en la sociedad; es importante tomar en cuenta los términos de validez, 

vigencia o eficacia y legitimidad de la norma, el proceso de su elaboración, el 

proceso de aplicación a los hechos sociales o su declaración práctica y 

jurídica, que son términos comunes para hacer referencia a los 

requerimientos formales y políticos del proceso de la elaboración de la 

norma, la eficacia o posibilidad de su aplicación y realización social, así como 

la aceptación de la misma por parte de la sociedad.  

 

La norma en estudio, ha cumplido con los requisitos formales en el proceso 

de elaboración de la misma, ya que fue presentada a iniciativa de tres 

diputados de la Asamblea Legislativa, bajo el expediente clasificado bajo la 

referencia 120-6-2012-1. La Comisión de Obras Públicas, Transporte y 

Vivienda de la Asamblea Legislativa, emitió, al respecto, el dictamen No. 5, el 

día 28 de junio del 2012 y mismo que fue aprobado en el Decreto Legislativo 

No. 41, por 74 Diputados de la Asamblea Legislativa.(ver anexo 1) .172 

 

Desde el momento en que el Órgano del Estado, facultado constitucional o 

legalmente para crear normas de Derecho, llega a la conclusión de la 

necesidad política, económica o social de elaborar una disposición 

                                                           
172

 Oficina de Información Pública, (El Salvador: Asamblea Legislativa, OIP-AL-4695, 
2016). 
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normativa, el problema ya no es sólo político, sino también, de carácter 

técnico jurídico.  

La Asamblea Legislativa es el Órgano facultado para crear la norma en 

cuestión, con base en las necesidades que presentaban más de 15,000 

personas en su calidad de poseedores y propietarios de vehículos y al haber 

actuado conforme a las reglas previstas, la ley de identificación de seriales 

de vehículos es válida, ya que se ha cumplido con el requisito de la validez 

normativa que es la publicidad de la misma; es decir, dar a conocer el 

nacimiento de la disposición, el inicio de su vida jurídica formal y la 

posibilidad de su exigencia y obligatoriedad para el círculo de destinatarios 

de la normativa.  

Toda disposición normativa se dicta, por regla general, para que tenga vida 

indeterminada, y por tanto vigencia a partir de la fecha de su publicación si 

ella no establece lo contrario. 

Al respecto, la Ley en estudio fue publicada en el Diario Oficial  Nº 137, Tomo 

Nº 396, en fecha 24 de julio del año dos mil doce, la cual entraría en vigencia 

ocho días después de su publicación, lo que significa que esta norma es de 

obligatoria aplicación desde el día dos de agosto de ese mismo año; sin 

embargo la empresa que realizaría materialmente la remarcación de las 

series de vehículos, es contratada hasta el año 2014, lo que pone en 

evidencia la falta de interés de la autoridad administrativa, en resolver la 

problemática, porque si ya se tenía el instrumento jurídico y además varios 

años anteriores la sociedad INVERSOP S.A. DE C.V. había realizado la 

remarcación material, por eso se considera la DGT, debió actuar con más 

diligencia, para no afectar el derecho de propiedad de los usuarios del 
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servicio de remarcación, ya que esto significa una afectación económica a 

los propietarios y poseedores de vehículos automotores al no poder disponer 

de su bien.  

La importación de vehículos es un rubro importante para los ingresos del 

país. En los años 2014 y 2015, se importó la cantidad de 55,610 vehículos 

usados, de los cuales las marcas que más destacan son en su orden de 

importancia Toyota, Kia, Honda, Nissan, Hyundai, Ford, Mazda, Mitsubishi y 

Chevrolet.173  

Estos 55,610 vehículos usados, al ingresar al país pagan Derechos 

Arancelarios a la Importación (DAI) y el Impuesto al Valor Agregado (IVA), 

ese tributo que se causa por el porcentaje sobre el valor adicionado o valor 

agregado, a una mercancía, conforme se completa cada etapa de su 

producción o distribución.174 No es justo que después de pagar sus tributos, 

se niegue la matriculación.  

6.1. Factores que contribuyen a la vulneración de la seguridad 

jurídica de la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos y su 

respectivo Reglamento, en el procedimiento de remarcación de 

series de vehículos 

La seguridad jurídica, como se ha entendido, es un logro del 

constitucionalismo moderno, ya que en éste, prevalece la ley como fuente del 

173
 Unidad de Acceso a la información Pública,  (El Salvador: Ministerio de Hacienda, MH-

2016-0171, 2016). 
174

 Unidad de Acceso a Información Pública. (El Salvador: Ministerio de Hacienda: 
UAIP/RES.0133.1/2016, 2016).  
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derecho, y por consiguiente se da la primacía del principio de legalidad. Es 

posible afirmar que una característica esencial del fenómeno 

constitucionalista moderno, consiste en que todo acto de autoridad debe 

estar fundamentado en una ley previa (o norma de carácter general) al 

mismo.175 

Entre los factores que vulneran la seguridad jurídica de los usuarios del 

procedimiento de Remarcación, destacan:  

6.1.1.  Demora o incumplimiento del plazo para emitir la resolución 

definitiva 

En la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos y su respectivo 

Reglamento, no se establece un plazo específico para que la autoridad 

administrativa dicte una resolución definitiva sobre un procedimiento de 

remarcación de series de vehículos, ello no significa que los ciudadanos que 

acuden a la misma deban esperar más allá de un tiempo razonable. 

Como se ha expuesto en párrafos anteriores respecto a la estructura del 

procedimiento de remarcación, en el artículo 3 del Reglamento de la Ley 

solamente se establecen los requisitos que debe cumplir la solicitud, pero en 

ninguna parte de la ley o reglamento se indica el plazo con el que cuenta la 

autoridad administrativa o la Dirección General de Tránsito, para emitir una 

resolución definitiva. Los únicos plazos que la ley ha normado se han 

establecido cuando se ha presentado la solicitud y exista prevención alguna 

en el examen de la misma, ya que el artículo 6 del Reglamento de la Ley de 

175
 Rigoberto Gerardo, Ortiz Treviño, “La seguridad jurídica, los derechos humanos, en la 

jurisprudencia Mexicana”, (México  2004). 
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Identificación de Seriales de Vehículos, tipifica la Prevención, en la cual la 

autoridad administrativa, otorga un plazo de cinco días para que el usuario o 

solicitante del procedimiento, subsane los puntos observados, de lo contrario 

se deniega la solicitud. 

 

De esa forma, aunque la ley no establezca que la autoridad administrativa 

deba pronunciar resolución en un tiempo preciso, esta se encontrará 

obligada a dictarla en un plazo razonable. El sustento legal de esta 

apreciación se encuentra en el artículo 2 de la Constitución, que otorga el 

derecho a la seguridad jurídica. 

 

Al respecto, se puede delimitar aún más la idea sobre el plazo razonable, 

tomando en cuenta que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

comparte el criterio de la Corte Europea de Derechos Humanos, la cual ha 

analizado en varios fallos el concepto de plazo razonable y ha dicho que se 

debe tomar en cuenta algunos elementos para determinar la razonabilidad 

del plazo en un determinado proceso: a) la complejidad del asunto, b) la 

actividad procesal del interesado que puede interpretarse extensivamente, 

tomando en cuenta para el caso, las autoridades administrativas.  

 

La Dirección General de Transito, trasgrede el principio de plazo razonable 

consagrado en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 

recogido en el derecho a la seguridad jurídica que establece la Constitución 

de la República de El Salvador; de igual forma, transgrede el principio de 

pronta y cumplida justicia, al no estipular un plazo determinado para 

pronunciar una resolución definitiva dentro de la Ley de Identificación de 

Seriales de Vehículos, en lo que concierne al Procedimiento de 

Remarcación.  
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Este análisis es fundado en los datos proporcionados por el Viceministerio de 

Transporte, ya que desde la creación de la Ley de Identificación de Seriales 

de Vehículos, durante el periodo de diciembre del año 2012 a junio del año 

2015, han recibido 5,747 solicitudes de remarcación de seriales de vehículos, 

de las cuales a julio del año 2015, en tres años, solamente han resuelto 

1,346.176 Sin tomar en cuenta que antes de la vigencia de la Ley ya existían 

más de 15,000 vehículos enfrentando esta situación. (Ver anexo 2)177 

La falta de celeridad en las resoluciones, ha generado trasgresión al derecho 

de propiedad de los propietarios de vehículos que han solicitado la 

remarcación, que al no poder disponer de sus vehículos, sin antes obtener la 

resolución final de remarcación de series de identificación, ésta se convierte 

en una violación al derecho de propiedad, que es protegido por la 

Constitución,  

Este derecho debe entenderse como la plena potestad sobre un bien, que a 

la vez contiene la potestad de ocuparlo, servirse de él de cuantas maneras 

sea posible y la de aprovechar sus productos y acrecimientos, así como la de 

modificarlo y dividirlo. 178 

La anterior afirmación se debe a que la misma ley en su artículo 18 último 

inciso, establece que se presumirá nula la enajenación mientras no se 

176
 Oficina de Información y Respuesta, (El Salvador: Viceministerio de Transporte, 2015). 

177
 Al año 2015, la Dirección General de Tránsito del Viceministerio de Transporte aún está 

resolviendo casos del año  2009-2012, ya que no se lleva un orden en las resoluciones, ya 
que no se da cumplimiento a ley, en la que establece que una vez recibido el resultado de la 
experticia técnica de identificación de series de parte de la DPTC, en diez días deberá dar su 
resolución. Para el caso el lector puede verificar la solicitud RV-378/2012, que inició el 
procedimiento a finales del año 2012 y la resolución final fue notificada en los primeros días 
del año 2015 
178

 Del derecho de propiedad, Sala de lo Constitucional, Sentencia de Amparo, Referencia: 
317-97 (El Salvador: Corte Suprema de Justicia, 1998).  



95 

decrete la resolución final favorable. En cuanto a esta disposición el Director 

General de Tránsito en la entrevista que se le realizó, manifestó que en la ley 

no se definía quien conocerá de la anulabilidad del instrumento, ya que de 

los casos de remarcación, un 50 por ciento de los vehículos ya no se 

encuentran en manos de propietarios según el Registro Público y que es de 

la opinión que se debe reformar y considerar ese aspecto.  

De igual forma, las autoridades del Viceministerio de Transporte, han 

informado que de las solicitudes de Remarcación del año 2012 al 2014, han 

sido denegadas 23 solicitudes de Remarcación y que la denegatoria obedece 

principalmente a las razones expresadas en los artículos 8 y 11 de la Ley de 

Identificación de seriales y el artículo 10 del Reglamento de la Ley de 

Identificación de seriales.179 

Sobre esta situación, en la entrevista realizada al Director General de 

Tránsito se le preguntó, ¿Cuál es el factor que impide la celeridad en las 

resoluciones de Remarcación? A lo que manifestó que la falta de celeridad 

para emitir las resoluciones se debe a la gran demanda de solicitudes de 

remarcación y la falta de capacidad operativa, entendiéndose ésta como la 

falta de personal en la Unidad Jurídica de la Dirección General de Tránsito.  

179
Ibíd. Las razones de la improcedencia y la denegatoria de la remarcación, las 

encontramos en Art. 8 de la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos:  “Improcedencia 
Art. 8,- No procederá la remarcación de las series identificativas: a) Cuando por sentencia 
firme dictada por el Tribunal competente, no se determine la titularidad y origen lícito del 
vehículo, o la identificación plena del mismo; b) Cuando el vehículo de que se trate, tenga 
reporte de robo o hurto, excepto cuando la remarcacion la solicite la persona que fue objeto 
del robo o hurto, luego de haber recuperado el vehículo en legal forma: y c) En los casos que 
se tengan informes o indicios sobre el origen ilícito del vehículo de que se trate” y el Art. 11 
de la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos Denegatoria. At. 11.-Si del informe 
rendido por la DPTC, así como del análisis jurídico del resto de elementos aportados por el 
solicitante, y los propios que recabe la Dirección, esta última considerase improcedente la 
solicitud de remarcación, lo hará del conocimiento del peticionario mediante resolución que 
al efecto deberá emitir, y en la cual, además se ordenará la cancelación definitiva del 
vehículo de que se trate, del Registro Público de Vehículos Automotores”. 
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6.1.2. Falta de coherencia de la resolución definitiva de la remarcación 

con la normativa técnica Internacional 

La falta de coherencia de la normativa nacional con la internacional en 

relación a la identificación de seriales de vehículos es otro de los factores 

que generan una vulneración a la seguridad jurídica de los propietarios de 

vehículos, a los que por una u otra causa no se les haya podido restaurar en 

sus seriales y que en la remarcación se le agreguen caracteres que no 

cumplan con los estándares internacionales. 

Ahora bien, el número de VIN, tiene 17 dígitos, según la normativa 

Internacional y cada uno de ellos tiene un significado a fin de individualizar 

un vehículo.  

Cuando un vehículo es remarcado en nuestro país, aparte de los 17 dígitos 

que ya tiene, se le agregan los caracteres que corresponden a la solicitud o 

el número del expediente que se le asignó, por ejemplo: RV-250/2014, lo que 

permite concluir que si bien es cierto, significa que el vehículo ha sido 

remarcado, este no cumple la normativa Internacional, debido a que dicha 

remarcación significa una alteración por adición en las series que el 

fabricante le ha asignado.  

El Director General de Tránsito, al respecto, es del criterio que debe 

valorarse la posibilidad de incluir en la Ley  de Identificación de Seriales de 

Vehículos la figura de la marcación, para aquellos casos en los que no sea 

posible identificar las series de Chasis y de Motor y estas tengan que ser 

gravadas, ya que en la actualidad solo se habla de remarcación, que significa 

volver a marcar lo que se ha marcado. 
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En las normas técnicas internacionales que rigen a los fabricantes de los 

vehículos, se establece el número de VIN y su estructura, siendo así que 

cada fabricante dispone el lugar específico en el que grabará la identificación 

de determinado vehículo automotor.180 

Sin embargo, es necesario hacer notar que para el examen físico, cada 

marca de vehículo tiene su sistema propio de identificación, que implica a 

veces aplicar formas distintas en cuanto al examen que se practica en dicho 

vehículo, porque no hay criterio uniforme en la codificación. La secuencia en 

el examen físico obedece a la siguiente orientación: verificar los caracteres 

morfológicos y dimensiones de las impresiones, verificar la regularidad en la 

alineación, espaciamiento y profundidad del grabado y confrontar la 

numeración del chasis con la plaquita de la identificación u otros accesorios 

que puedan ayudar a la identificación del vehículo.181 

Es aquí donde se encuentra el problema, ya que con el libre comercio 

imperante se da la apertura de fronteras para las mercancías de los 

diferentes países, ingresan vehículos importados que cumplen con la 

normativa técnica Internacional, pero no así los requisitos que exige la 

legislación interna de nuestro país, 182 sobre este particular, muchos 

importadores de vehículos usados y nuevos, han tenido problemas al solicitar 

el servicio de experticia, por el hecho que no tienen de fábrica alguna de las 

180
 Francisco Fernando González Gutiérrez,  “Restauración de números borrados en Motor 

y Chasis de Automóviles con el Mordiente Químico Sulfato de Cobre (CuS04), como un 
Método Restaurativo” (tesis de Postgrado en Criminalística: mención en Química, Academia 
de Policía Walter Mendoza Martínez, Instituto de Estudios Superiores, Nicaragua, 2006). 
181

Identificación de Vehículos de Motor, Paraguay, información disponible 
en:https://es.scribd.com/doc/40907064/IDENTIFICACION-DEL-VEHICULOAUTOMOTOR 
PARA GUAY#download. 
182

 LISV, Art. 6. En cuanto a las condiciones de seguridad y comodidad, así como las 
características que deben poseer, específicamente: marca, número de motor y chasis, 
modelo, clase, capacidad y su destino.  

https://es.scribd.com/doc/40907064/IDENTIFICACION-DEL-VEHICULOAUTOMOTOR%20PARA%20GUAY
https://es.scribd.com/doc/40907064/IDENTIFICACION-DEL-VEHICULOAUTOMOTOR%20PARA%20GUAY


98 

series que lo identifican, como el Chasís, VIN y número de motor, requisitos 

que establece el Artículo 6 de la Ley de Identificación de Seriales de 

Vehículos, que al no tener estas series, no puede seguirse un proceso de 

remarcación, debido a que no posee alteración en sus seriales, sino más 

bien no las posee de fábrica y por tanto no es susceptible de remarcación. 

Sin embargo la experticia es exigida por el Viceministerio de Transporte para 

la legalización, en cuanto a que los vehículos deben contener las series de 

VIN, Chasis y Motor, para el caso podemos mencionar las marcas: Toyota, 

específicamente con los modelos Corolla y Matrix, estos vehículos no poseen 

series de Chasis Grabado y otros no traen la placa donde viene impresa la 

serie del VIN.  

La falta de coordinación de las instituciones involucradas en el procedimiento 

de remarcación, en años anteriores a la creación de la Ley de Identificación 

de Seriales de Vehículos, generó que gran cantidad de vehículos, que 

presentaban problemas como no tener el chasis grabado, no portar la placa 

VIN, o no tener grabada la serie del motor, ocasionó que el Viceministerio de 

Transporte a través de la Dirección General de Tránsito, decidiera ordenar la 

remarcación, dejando a criterio del Director General de Tránsito, la decisión 

de remarcar o no los vehículos que no portaban series, acto que en si mismo 

significa realizar una alteración por adición al vehículo que se remarcaba. 

El Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), ha fijado posición 

sobre la aplicación de las garantías del debido proceso legal en ámbitos 

administrativos. Ha establecido la obligación de los Estados de contar con 

reglas claras para el comportamiento de sus agentes, a fin de evitar 

márgenes inadecuados de discrecionalidad en la esfera administrativa, que 

puedan fomentar prácticas arbitrarias o discriminatorias. 
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El hecho de no contar con una ley que estableciera los criterios para que la 

DGT emitiera una resolución, ha generado, una vulneración a la seguridad 

jurídica de las personas que poseen un vehículo sometido al procedimiento 

en estudio. 

Esta situación puede ser confrontada con los datos proporcionados por la 

Unidad de Acceso a la Información del Viceministerio de Transporte, en los 

que es posible corroborar que durante el periodo comprendido entre el año 

2001 al año 2015, el total de experticias con resultado no pasa, por alteración 

en sus seriales, ascendió a la cantidad de 18,512 vehículos, de los cuales 

1,627, no tenían Placas sino Póliza y un total de 16,575 vehículos con 

placas.  

En cuanto a la clase de vehículo que frecuentemente resultaba con 

problemas de alteración, se encuentra la clase Pick-up, que asciende a la 

cantidad de 8,537 vehículos, con relación a la marcas, el vehículo que con 

más frecuencia presentó problemas de alteración, es la marca Toyota, con 

un total de 5,923, vehículos.183 

6.1.3. La falta de coordinación de las instituciones del Estado que 

intervienen en el proceso de legalización y registro del vehículo 

en el padrón vehicular 

La seguridad jurídica, que es el punto central de la presente investigación, 

claramente es vulnerada cuando un vehículo usado ingresa al país y es 

183
 Unidad de Acceso a la Información Pública, (El Salvador: Viceministerio de 

Transporte, 2016) “Estadísticas de experticias de identificación de seriales de vehículos, 
cuyo resultado fue NO PASA por alteración, clasificados por marca, clase, modelo, año y 
país de origen, identificando si la alteración es de Chasis, Vin o de motor, desde el año 2001 
al año 2015”, mediante la Referencia VMT-116-2016.  
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revisado por el Contador Vista del servicio aduanero, paga sus impuestos, 

pero después que el propietario hace esa inversión, pasa a la experticia 

técnica de identificación de seriales, y si dicha experticia tiene como 

resultado “no pasa”, significa que el procedimiento para la legalización e 

inscripción del vehículo en el padrón del registro público no puede 

continuarse debido a que el vehículo no cumple con los requisitos sobre los 

cuales se emite el resultado del técnico de identificación de seriales, o por 

supuestos de falsificación de señas y marcas.184 

Para el proceso de legalización de un vehículo automotor en nuestro país,  

es importante la existencia de coordinación entre las instituciones 

involucradas; y para conocer si existe alguna coordinación entre las 

Instituciones del Estado, se entrevistó al Director General de Tránsito y se le 

preguntó lo siguiente:¿Existe coordinación entre las Instituciones del Estado 

involucradas en el proceso de matriculación de un vehículo?, al respecto 

manifestó que la coordinación que pueda existir, no es oportuna y es de la 

opinión que el Contador Vista de la Aduana, debe tener a su lado un perito, 

ya que en muchas ocasiones la serie de identificación que se plasma en la 

declaración de mercancías, no es la correcta; sin embargo, al recibir el 

informe técnico resultado de la experticia, plasma que existe originalidad en 

la serie, en estos casos, se emite una hoja de corrección.185 

El Director General de Tránsito, en la entrevista realizada opinó que el 

personal idóneo para realizar la inspección de identificación de seriales de un 

vehículo es el perito y que si éste estuviera en las Aduanas correspondientes 

al momento que el contador vista, detalla en la Declaración de Mercancías 

184
 División de Policía Técnica y Científica Procedimiento Especifico para la Experticia 

Vehicular, versión No. 1. (El Salvador: Policía Nacional Civil, 2014). 
185

 Edwin Ernesto Flores, Director General de Tránsito, (El Salvador, 2016) 
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las características del vehículo, se podría evitar, que los propietarios de 

vehículos importados usados realicen trámites innecesarios, por cuestión de 

economía procesal, que es uno de los principios que rigen al procedimiento 

administrativo.  

Sobre ese punto, se entrevistó al Jefe del Departamento de Experticias a 

Vehículos Automotores de la División de Policía Técnica y Científica, de la 

Policía Nacional Civil y al preguntar si ¿Existe coordinación entre el 

Departamento de Experticias a Vehículos Automotores (DEVA) de la División 

de Policía Técnica y Científica (DPTC), con la Dirección General de Aduanas, 

a fin de realizar experticias a vehículos antes de ingresar al país y pagar los 

tributos que corresponden a la introducción?, manifestó que no existe 

coordinación alguna.186  

La falta de coordinación de las autoridades involucradas, creó descontento 

en los importadores que por más de 8 meses tuvieron guardados sus 

vehículos ya que presentaban el problema de no traer las series de Chasis o 

Chasis VIN. 

186
 Milton Oswaldo Escalón Fuentes. Jefe del Departamento de Experticias. (Policía 

Nacional Civil: División de Policía Técnica y Científica, octubre de 2016). 
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CAPITULO VII 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 En la jurisprudencia se destaca que la seguridad jurídica supone la certeza, 

la estabilidad y razonabilidad en las normas y actos que dicten las 

autoridades, es decir la seguridad jurídica se opone a las modificaciones 

bruscas, ilegítimas o irrazonables.  

La situación de un sistema jurídico en el cual las normas o los actos gozan 

de estabilidad, considerada como certidumbre en que los eventuales 

cambios normativos serán razonables y previsibles, realizado por las 

autoridades legítimamente investidas de poder para ello, respetaran siempre 

los derechos de las personas, permitiendo a los actores del sistema estimar 

con un margen de alta probabilidad las consecuencias legales futuras de sus 

conductas presentes, y resguardando en todo momento una esfera mínima 

de derechos, protegidos de toda arbitrariedad. 

En este capítulo se presentan las conclusiones y recomendaciones, que son 

el resultado de esta investigación, con el propósito de brindar herramientas 

de solución para la problemática planteada. 

7.1. Conclusiones 

El eje central de esta investigación es la seguridad jurídica. A medida que se 

ha conocido la problemática en que se ven afectados los usuarios del 

Procedimiento de Remarcación, queda claramente evidenciado que se 

transgrede a los poseedores y propietarios de vehículos que algunos de sus 

derechos y algunas garantías que le son constitucionalmente reconocidas, 

por lo que se ha logrado llegar a las siguientes conclusiones:  
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Que no basta que la norma exista formalmente y que cumpla con las reglas 

de elaboración previamente establecidas, conocidos como requisitos de 

validez de la norma, limitados al momento del origen formal de las mismas, 

sino que las normas deben ser creadas en correspondencia con su 

aplicabilidad social, tal es el caso de la investigación, cuando se crea la Ley 

de Identificación de Seriales de Vehículos, es para resolver un problema que 

afectaba a más de 15, 000 poseedores y propietarios de vehículos, que por 

diversas causas, entre las cuales se encontraban accidentes de tránsito, 

corrosión y que después de haber estado involucrados en los ilícitos de hurto 

y robo, al ser recuperados, presentaban alteración de sus seriales, razones 

por las cuales estos vehículos necesitaban se realizará procedimiento de 

remarcación de sus seriales de identificación. 

Otro elemento importante es que en países como Estados Unidos y México, 

los vehículos que han sido dados de baja del sistema por tener reporte de 

robo o que producto de accidentes de tránsito, son pagados a sus 

propietarios por las aseguradoras, posteriormente son subastados y 

adquiridos en países de la región centroamericana y que una vez reparados 

son legalizados. 

Según la Industria Automotriz Mexicana, la importación de autos usados 

comprende muchos problemas, que van desde el rango económico, por las 

pérdidas millonarias de la industria automotriz, por la depreciación del costo 

de los autos, la seguridad personal, debido a que los autos son viejos y están 

en malas condiciones, lo que en ocasiones llega a cobrar vidas humanas; 

hasta verse afectados en cuestiones personales como en su empleo formal; 

y la contaminación ambiental por las altas emisiones de gas a comparación 

de los automóviles nuevos, lo que por otra parte ocasiona un daño 
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patrimonial a la persona a quien se le vende un vehículo en tales 

condiciones. 

Que existe deficiencia de la ley, en que se pone de manifiesto en cuanto a su 

falta de concordancia con la realidad, ya que, a través de las aduanas 

terrestres y marítimas de nuestro país, ingresan vehículos usados, que no 

cumplen con los estándares que exige la Ley de Identificación de Seriales, 

que es parámetro para que el técnico brinde el resultado de la experticia 

técnica, esto sucede porque estos vehículos no han sido creados para el 

mercado salvadoreño, pero al abrir nuestras fronteras al comercio 

internacional, debemos también actualizar y adaptar las normativas a la 

realidad del comercio internacional y a la normativa técnica internacional, con 

el objeto de no vulnerar el derecho a la seguridad jurídica y su derecho a la 

propiedad de las personas que poseen vehículo y que desean incorporarlo a 

un registro público para legalizarlo. 

Con los datos proporcionados por el Viceministerio de Transporte, ha sido 

posible comprobar que los vehículos que no pasaron la experticia por 

supuesta alteración en sus seriales, durante el período del año 2001 al 2015, 

son 18, 512 vehículos, de los cuales, los vehículos importados usados a 

través de las aduanas o sea con Póliza o declaración de mercancías son 

1,627; pero los vehículos que en su mayoría no pasaron la experticia técnica 

son 16,575, los cuales ya habían sido matriculados e ingresados al Registro 

Público de Vehículos Automotores. Esto que significa que estos vehículos 

ingresaron al país, pagaron sus impuestos, fueron matriculados y pasados 

varios años, fueron sometidos a experticia de identificación de seriales y no 

pasaron la experticia, por eso se considera, que el exigir las tres series de 

Chasís, VIN y Motor, para identificar un vehículo debe depender del origen y 

el año de su fabricación, ya que los vehículos antes de 1980, no se le podía 
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exigir la existencia de 17 dígitos en el VIN, porque la norma Internacional ISO 

3779, fue implementada en el país en el año 1980, por ello, existen vehículos 

cuya solicitud de remarcación fue denegada, debido a que de fábrica no 

traían la serie en el Chasis o no traía la placa VIN.   

La anterior conclusión se debe a lo importante que es tomar en cuenta que 

en el ámbito internacional existen diversas regulaciones a nivel de convenios 

y Reglamentos Técnicos Mundiales (RTM). El  Foro Mundial para la 

Armonización de los Reglamentos sobre Vehículos, el cual es un grupo de 

trabajo, de la División de Transporte Interior de la Comisión Económica de 

las Naciones Unidas para Europa CEPE, que se encarga de la creación de 

un sistema uniforme de los reglamentos, llamado Reglamento de la ONU, 

para el diseño de vehículos para facilitar el comercio internacional. 

¿Por qué se vuelve vinculante para El Salvador, tomar en cuenta estas 

normas internacionales de estandarización?, la obligatoriedad nace cuando 

se celebra el Tratado de Libre Comercio entre Centro América y Estados 

Unidos, conocido como El CAFTA-DR, acuerdo ratificado por el Órgano 

Legislativo, el 17 de diciembre de 2004,  publicado en el Diario Oficial el 25 

de enero de 2005, que entró en vigencia para El Salvador el 1 de marzo de 

2006. 

Aunque el TLC no establece reglamentaciones técnicas, normas o 

procedimientos de evaluación de la conformidad específicos para ningún 

producto, en el capítulo 7 “Obstáculos Técnicos al Comercio”, son las 

disciplinas generales a las cuales las partes deberán ajustarse al aplicar una 

medida de esta naturaleza a un determinado producto. Dichas disciplinas 

tienen como punto de partida la reafirmación de los derechos y obligaciones 

http://en.wikipedia.org/wiki/United_Nations_Economic_Commission_for_Europe
http://en.wikipedia.org/wiki/United_Nations_Economic_Commission_for_Europe
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establecidos en el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la 

OMC (AOTC).  

De conformidad con el AOTC, que a su vez informa el capítulo de OTC del 

Tratado, los países tienen el derecho soberano de establecer los 

reglamentos técnicos que se consideren pertinentes para garantizar objetivos 

legítimos tales como la inocuidad de los alimentos, la salud humana, animal y 

vegetal, la protección del medio ambiente y la seguridad pública, entre otros.  

Por lo tanto, en relación con el comercio estadounidense, los exportadores 

nacionales deberán ajustarse a las disposiciones reglamentarias de los 

Estados Unidos, al igual que los exportadores estadounidenses que deseen 

colocar sus productos deberán ajustarse a las reglamentaciones técnicas 

nacionales.  

Adicionalmente, debe recordarse que de conformidad con el AOTC los 

requisitos técnicos que impongan las partes deben ajustarse a las directrices 

establecidas por las organizaciones internacionales reconocidas por la OMC, 

tales como el Codex Alimentarius, la Organización Internacional de 

Epizootias, y las normas ISO, donde se vuelve importante la aplicación de 

esa norma estándar para el caso de los vehículos.  

Para la estandarización de la identificación de los vehículos automotores, 

existen normas de regulación internacional, conocidas como las normas ISO; 

una norma ISO es un acuerdo documentado que contiene las 

especificaciones técnicas u otros criterios precisos para ser utilizado 

constantemente como reglas, directrices o definiciones de características 

para asegurar que los materiales, productos, procesos y servicios son 

adecuados para su propósito. Es un acuerdo que puede tener una profunda 



107 

influencia en las cosas que merecen ser tomadas en serio, como la 

seguridad, la fiabilidad y la eficiencia de las máquinas y herramientas, 

medios de transporte, juguetes, aparatos médicos y así sucesivamente.  

Que el personal técnico del Departamento de Experticias de la División de 

Policía Técnica y Científica de la Policía Nacional Civil, al realizar la revisión 

técnica de identificación de seriales, lo hace basado en las normas técnicas 

Internacionales y no en lo establecido por la ley en estudio, lo que genera 

que la aplicación de la misma significa que se está en contra de lo 

establecido en la normativa internacional sobre la identificación de los 

vehículos. 

En cuanto a El Salvador, es miembro de la Organización Internacional de 

Normalización y es representado a través del Organismo Salvadoreño de 

Normalización (OSN).  

Que para facilitar y garantizar el cumplimiento de los requisitos de seguridad 

y calidad exigidos en el mercado nacional e internacional, resulta necesario 

establecer un sistema que involucre el funcionamiento adecuado y eficiente 

de las actividades de Normalización, Reglamentación Técnica, Acreditación y 

Metrología. 

Es así como estas disposiciones permiten advertir que es obligatorio que la 

realidad se adapte a las normas de estandarización que rigen a los 

fabricantes de vehículos, que aunque El Salvador no es fabricante de 

vehículos, al efectuar un marcaje, debe cumplirse con la normativa técnica, a 

fin de no afectar económicamente a los usuarios del servicio de remarcación, 

alterando las series de identificación de sus vehículos. 
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7.2. Recomendaciones 

 

Con base en las conclusiones sobre la vulneración de la seguridad jurídica 

en el procedimiento de remarcación de vehículos, es posible y necesario 

realizar una serie de recomendaciones en virtud de que la investigación ha 

permitido conocer el tema en estudio, también ha sido base para aportar 

perspectivas de solución para la problemática planteada.  

 

Una de las alternativas de solución, es que la Ley de Identificación de 

Seriales de Vehículos y su respectivo reglamento, se adapte a la realidad del 

mercado internacional de vehículos, para que la Dirección General de 

Tránsito del Viceministerio de Transporte tenga las suficientes herramientas 

para tomar una decisión, en cuanto al acto administrativo, que pueda ser 

fundamentado en base a una ley y reglamento de ejecución claro, que tome 

en consideración las diferentes supuestos y consecuencias jurídicas, para 

lograr la eficacia en la aplicación de la normativa en el procedimiento de 

remarcación de series.  

 

Es así, que, estando la Ley de Identificación de Seriales de Vehículos y su 

respectivo reglamento de acuerdo a los estándares internacionales y 

normativa técnica de identificación de vehículos, la población salvadoreña 

cuente con una legislación dinámica y funcional en los ámbitos esenciales de 

la vida diaria, ya que al adaptarse a las normas técnicas internacionales de 

regulación del mercado internacional de vehículos automotores, se protegerá 

el derecho a la seguridad jurídica de las personas naturales y colectivas que 

adquieren vehículos a través de las agencias establecidas en el país, así 

como de los vehículos que son importados por las aduanas terrestres y 

marítimas. 
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Que en el respectivo Reglamento de la Ley de Identificación de Seriales de 

Vehículos, se detallen todos los casos que ameritan ser objeto de un 

procedimiento de remarcación, cumpliendo los estándares de la 

reglamentación técnica internacional y no como hasta la fecha; que por este 

tipo de procedimientos, los usuarios de este servicio, se vean afectados, en 

el sentido que si quieren vender sus vehículos en otro país, al haber sido 

objeto de una remarcación, la misma se vería como una alteración por 

adición en las seriales, ya que si bien es lícita por estar facultada la Dirección 

General de Tránsito, para emitir el acto administrativo de ordenar la 

remarcación, pero que además de los 17 dígitos de la estructura del VIN, se 

le incorpore una serie de caracteres que hacen constar que el vehículo ha 

sido objeto de remarcación, eso es alteración, por no ser parte de la 

identidad original del vehículo automotor. 

Por otra parte, el primer informe de la experticia realizada al vehículo, por 

parte del técnico de experticias del Departamento de Experticias de la DPTC, 

cuyo resultado es no pasa, por considerar que no cumple con los criterios 

establecidos en la normativa nacional e internacional, éste debe contener los 

elementos necesarios como: En el caso de ser encontrada viñetas con 

alguna serie, se especifique el lugar exacto donde es encontrada y si este 

lugar forma parte de una pieza removible, para el caso de la identificación del 

motor, que se especifique que pertenecen al modelo del motor y cuál es la 

serie de motor que contiene físicamente al momento de la experticia, que el 

técnico explique cuando se trata de una calcomanía y cuando es una placa.  

Que de ser posible, se anexe al informe de la experticia, ilustración del 

resultado, ya sea fotográfica o mediante el mecanismo idóneo que sea 

conveniente, con el objeto que la autoridad administrativa para el presente 
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caso, la Dirección General de Tránsito del Viceministerio de Transporte, 

tenga claridad al momento de dictar su resolución, ya sea autorizando o 

negando la remarcación de series de vehículos, a fin de lograr mayor 

celeridad en el procedimiento.  

En cuanto a los recursos para impugnar la resolución del Director General de 

Tránsito, cuando se denegare la remarcación, consideramos necesario que 

el legislador tome a consideración reformar la Ley de Identificación de 

Seriales de Vehículos y se pueda agregar la figura de la Reconsideración, 

ante la misma autoridad que emitió el acto, para que pueda resolver casos 

en concreto, que por el principio de falibilidad humana, pueda la autoridad 

administrativa, contando con nuevos elementos, aportados por el usuario del 

servicio, modificar la decisión.   

Que exista coordinación gubernamental oportuna y eficiente entre las 

instituciones del Estado que están vinculadas en el procedimiento, de modo 

que desde el ingreso de vehículos por las Aduanas terrestres y marítimas del 

país, al momento en el que se lleva a cabo la experticia de identificación de 

seriales, hasta el momento de la matriculación ante el Viceministerio de 

Transporte, estas instituciones actuen de forma conjunta para brindar 

seguridad al usuario.  

Es así que tanto la Dirección General de Aduanas, que es la encargada de 

verificar el cumplimiento de los requisitos para el ingreso de vehículos al ES 

país, el Departamento de Experticias de Vehículos Automotores de la 

División de Policía Técnica y Científica de la Policía Nacional Civil que es la 

institución que realiza la experticia técnica a fin de verificar que el vehículo 

cuente con todas las características y sus series identificativas, el 
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Viceministerio de Transporte que tiene que ver directamente con la 

matriculación de los vehículos, todas están relacionadas en el procedimiento 

de legalización de un vehículo en nuestro país; es por ello que tales 

instituciones deberían, en la medida de lo posible, coordinar esfuerzos de 

manera oportuna, a fin de no seguir afectando económicamente y violando el 

derecho a la libre disposición de sus bienes, a los usuarios de los servicios 

que como institución prestan, en materia de transporte y tránsito de 

vehículos. 

La coordinación se debe centrar en políticas que debe implementar el 

Estado, para el caso es el Órgano Ejecutivo, ya que las tres instituciones 

involucradas en el proceso de legalización, pertenecen al mismo órgano, se 

debe exhortar al Ministerio de Hacienda a fin de que implemente un 

programa que permita la regularización definitiva, mediante reglas generales, 

de vehículos usados de procedencia extranjera, internados o importados, en 

el territorio nacional, ya que no es posible que se permita ingresar vehículos 

que no cumplan con los estándares nacionales o Internacionales, y que 

posteriormente puedan tener problemas para matricularlos en el país; la 

recomendación se hace basada en la importancia que tiene este rubro de 

mercancías que ingresan al país. 

Se recomienda la creación de un manual de procedimientos para la  

remarcación de series de vehículos, que incluya todas las actividades y 

responsabilidades de los funcionarios y servidores públicos, ya que los 

usuarios de este servicio por lo general desconocen los pasos a seguir, lo 

cual crea malestar, porque ni los mismos empleados de las instituciones 

involucradas orientan de manera adecuada, con esto se evitarían trámites 

innecesarios.  
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Asimismo, la creación del manual de procedimientos, le serviría a la 

Dirección General de Tránsito para implementar un sistema de control y un 

punto de partida y soporte para llevar a cabo cambios que se necesitan con 

urgencia, con el objeto de alcanzar eficiencia, efectividad, eficacia y 

economía en el procedimiento. 

Debe tomarse conciencia de que los ilícitos cometidos en el rubro de 

vehículos automotores, deben ser enfrentados bajo la lógica económica del 

mercado y no solo policialmente. ¿Por qué combatir solo el principio de la 

cadena (oferta) cuando también puede ser controlado desde su parte final 

(demanda)?, el crear políticas claras y leyes que regulen el mercado de 

vehículos y mayor transparencia en la legalización de los mismos, vincula a 

todas las instituciones involucradas en el proceso para la legalización, esto 

dará mayor seguridad jurídica a las personas que adquieran vehículos, ya 

que el hurto y el robo de vehículos trae aparejada la presencia de hechos 

delictivos adicionales, que no se agota en el robo del vehículo, sino que 

existe la manipulación de registros y colores, exportación-importación 

fraudulenta y matriculación corrupta. 

La realidad es que existen vehículos matriculados en El Salvador, que según 

el técnico de identificación de seriales no poseen grabada la serie de chasís, 

por lo que dicho técnico presumía que podría tratarse de un chasís de otro 

vehículo de similares características, situación ante la cual se procedía al 

secuestro del vehículo, por el delito de Falsificación de Señas y Marcas, en la 

actualidad previsto y sancionado en el Art. 214-J del Código Penal. 

La seguridad jurídica en el procedimiento de remarcación, está íntimamente 

ligada al robo de vehículos, ya que es uno de los delitos que tiene mayor 
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connotación social debido entre otras a las siguientes razones: Alto nivel de 

ocurrencia, al significativo valor que la clase media le asigna; a la 

funcionalidad que tienen para la vida cotidiana de un amplio sector de la 

población, y a que el transporte privado ha terminado por imponerse en 

nuestras ciudades incrementando de manera importante la relación 

automóvil por persona, y por ello se hace imprescindible diseñar políticas 

para cada una de las fases del conjunto del procedimiento y no solo a su 

parte inicial. 

En cuanto a la resolución definitiva sobre el acto de remarcación, la Ley de 

Identificación de Seriales en el artículo 12, establece que para valorar las 

pruebas que se viertan en el proceso, se deberán hacer conforme a las 

Reglas de la Sana Crítica, esto significa que debe tomarse en cuenta la 

normativa técnica internacional que rige a los fabricantes de vehículos, con el 

objeto de no vulnerar derechos fundamentales, tales como el derecho de 

propiedad, ya que cuando un vehículo ha sido identificado plenamente, 

según los peritos no es necesario agregar caracteres que no responden a los 

parámetros internacionales, ya que las series tienen un significado, esta 

práctica, lo único que hace es presentar un problema al propietario, ya que si 

éste sale de nuestro país, existe la posibilidad que en un operativo policial 

centroamericano, por no cumplir con los estándares internacionales, sea 

considerado como un vehículo alterado. 
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